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Crimen organizado y cadenas de valor: 
el ascenso estratégico del Ecuador en 

la economía del narcotráfico
Organized Crime and Value Chains: 

Ecuador's Strategic Rise in 
the Drug Trafficking Economy

Renato Rivera-Rhon1 y Carlos Bravo-Grijalva2
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Resumen 
La investigación tiene por objetivo identificar la inserción estratégica del Ecuador en la cade-
na de valor del narcotráfico. Mediante una metodología cualitativa, técnicas de teledetección, 
análisis geográfico espacial, entrevistas semiestructuradas y análisis de información de fuentes 
primarias y secundarias, se caracteriza el ascenso del narcotráfico en la frontera norte. El estudio 
concluye que el Ecuador pasó de ser un país de tránsito a un país que ocupa un puesto privi-
legiado en la cadena de valor del narcotráfico. Las evidencias generadas a partir del hallazgo de 
700 hectáreas de cultivos ilícitos de hoja de coca en Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos, las múlti-
ples rutas de abastecimiento desde Colombia, así como las disputas territoriales y el incremento 
de la violencia desde 2015 a 2019 hacen del Ecuador un territorio ideal para la economía global 
del crimen organizado. 

Palabras clave: cadenas de valor; crimen organizado; cultivos de hoja de coca; economía política 
del crimen organizado; Ecuador; frontera norte; narcotráfico

Abstract
The The research aims to identify Ecuador's strategic insertion in the Drug Trafficking Value 
Chain. Through qualitative research, remote sensing techniques, spatial geographic analysis, 
semi-structured interviews and analysis of information from primary and secondary sources, 
the rise of drug trafficking on the northern border is characterized. The study concludes that 
Ecuador went from being a transit country to a country that occupies a privileged position in 
the value chain of drug trafficking. The evidence generated from the discovery of 700 hectares 

1 Red Latinoamericana de Análisis de Seguridad y Delincuencia Organizada (Relasedor), Ecuador,  
renato.rivera89@gmail.com,     orcid.org/0000-0002-2076-8987. 
2 Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Ecuador, carlosemilio3101@gmail.com, 
     orcid.org/0000-0002-7171-5017  
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of illicit coca leaf crops in Esmeraldas, Carchi 
and Sucumbíos, the multiple supply routes from 
Colombia, as well as territorial disputes and the 
increase in violence from 2015 to 2019, make 
Ecuador an ideal territory for the global econo-
my of organized crime.

Keywords: coca leaf crops; drug trafficking; 
Ecuador; northern border; organized crime; po-
litical economy of organized crime; value chains

Introducción

El Crimen Organizado Transnacional (COT) 
crece, muta, se despliega con acelerada trans-
formación y perfecciona sus formatos de in-
tervención. Opera bajo una modalidad delic-
tiva con direccionamiento empresarial, que 
proyecta su dominación sobre el Estado y la 
sociedad. Al igual que los procesos de globa-
lización y liberalización del comercio inter-
nacional, las dimensiones clandestinas de la 
globalización involucran una mayor facilidad 
de flujos ilícitos transfronterizos de personas, 
dinero e información.

Durante la última década, los estudios de 
Economía Política Internacional (EPI) desa-
rrollaron aportes fundamentales para com-
prender la relación entre los Estados y los 
mercados ilícitos (Andreas 2004), así como 
las dinámicas de las economías criminales 
controladas por organizaciones dedicadas al 
narcotráfico (Ávila  et. al 2017). Sin embargo, 
no existe una conceptualización o un ejercicio 
metodológico multidisciplinario para identifi-
car y caracterizar las cadenas de valor del nar-
cotráfico desde una mirada de la EPI, por dos 
razones. Primero, las economías ilícitas han 
surgido como una respuesta al mercado crimi-
nal del narcotráfico a partir del caso colombia-
no, obviando la importancia de las cadenas de 

suministro para la fabricación de ilícitos y su 
conexión con mercados fronterizos. Segundo, 
la academia y los tanques de pensamiento han 
enfocado su atención desde el derecho, en ex-
plicar el “modo empresarial” del COT a partir 
de las mafias italianas.

Hace más de una década, el trabajo pio-
nero de Espinosa (2007) abrió una brecha 
interpretativa sobre las cadenas de valor crimi-
nal transfronterizas, al proponer una lectura 
económica al narcotráfico y dejar de lado los 
estudios tradicionales de seguridad nacional, 
que entendían el fenómeno como un proble-
ma geopolítico que requería respuestas desde 
la fuerza militar. 

Ante esa propuesta, la siguiente investiga-
ción propone entender el narcotráfico desde 
las contribuciones de las teorías del comercio 
internacional, específicamente desde las cade-
nas globales de valor, por tres grandes razo-
nes. Primero, las cadenas de valor desagregan 
individualmente las actividades y estrategias 
que cada organización criminal desempeña 
dentro del narcotráfico. Segundo, la investiga-
ción rompe la cuasi universalidad de estudiar 
al narcotráfico desde una lógica monopólica y 
doméstica, como parte de la cual las organiza-
ciones mantienen una estructura de grandes 
carteles: cada una se encarga de controlar to-
das las facetas de producción, desde la cosecha 
de hoja de coca hasta la venta en los grandes 
mercados de consumo. Tercero, tanto los ana-
listas de inteligencia, policías, militares y la 
academia, asumen el narcotráfico como un 
proceso de encadenamiento productivo, pese 
a que no existe un acercamiento teórico, con-
ceptual y metodológico a dicho análisis.

Los modelos explicativos clásicos sobre el 
COT sufren tensiones metodológicas al mo-
mento de incorporar territorios y dinámicas 
espaciales en sus análisis. Este es el caso de 
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aplicar las conceptualizaciones del crimen or-
ganizado a dinámicas fronterizas, que dejan de 
ser parte de ese constructo narrativo del ima-
ginario nacional para convertirse en territorios 
caracterizados por la ausencia estatal, al pre-
sentar serios déficits de soberanía y desarrollo 
humano, ocupados por el COT, como ocurre 
en el caso colombiano y en menor medida en 
el caso ecuatoriano.

La literatura dedicada al narcotráfico en 
el Ecuador ha focalizado su atención en in-
cautaciones de droga y en la relación que se 
mantiene con la dinámica criminal colombia-
na (Páez 1991; Pontón 2013; Rivera Vélez y 
Torres 2011). Se asevera que, a partir de esta 
articulación interdependiente, el Ecuador se ha 
mantenido como un país de tránsito y no como 
un país de producción de drogas (UNODC 
2015a). Sin embargo, el narcotráfico ha sufrido 
cambios importantes en la última década, que 
requieren especial atención, como el proceso y 
la firma de la paz en Colombia en 2016 y la 
consolidación de las organizaciones criminales 
mexicanas en el mercado global de la cocaína. 
Esos cambios llevan a pensar que la frontera co-
lombo-ecuatoriana modificó la condición his-
tórica del Ecuador como país irrelevante en el 
tránsito y almacenamiento. De esa forma, se ha 
convertido en un país que ocupa un puesto pri-
vilegiado en la cadena de valor del narcotráfico, 
al incrementar exponencialmente su participa-
ción en la producción, el refinamiento, el al-
macenamiento y el transporte de drogas ilícitas.

Ante una evidente ausencia de control en 
las fronteras, el fenómeno criminal internacio-
nal parecería prosperar mejor en una situación 
donde las políticas emprendidas por los Esta-
dos para mitigar la problemática son débiles y 
la cooperación bilateral es limitada. Por tanto, 
la dinámica de la economía ilícita de la fronte-
ra colombo-ecuatoriana, en la que convergen 

procesos de innovación, eficiencia de las acti-
vidades y formación de redes de narcotráfico, 
establece al territorio como el “Silicon Valley 
de la producción de cocaína”.

La investigación tiene por objetivo iden-
tificar la inserción estratégica del Ecuador 
en la cadena de valor del narcotráfico. A tra-
vés de la teoría de ventajas competitivas, se 
busca caracterizar los eslabones de la cade-
na de valor y evaluar el ascenso estratégico 
del crimen organizado en la frontera norte 
ecuatoriana. El estudio toma como punto 
de partida el último Informe de monitoreo de 
cultivos ilícitos realizado por la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el De-
lito (UNODC, por sus siglas en inglés) de 
2015 y culmina con la evaluación situacio-
nal del narcotráfico en Ecuador en 2019. Su 
temporalidad obedece a un crecimiento con-
siderable de actividades delictivas de grupos 
de delincuencia organizada y sus operacio-
nes vinculadas al narcotráfico en la frontera 
colombo-ecuatoriana, que derivaron en el 
aumento de homicidios, secuestros, atenta-
dos contra infraestructura e incautaciones de 
droga y precursores, así como al aumento de 
plantaciones de hoja coca en la frontera sur 
de Colombia y a la evidencia de presencia de 
cultivos en la frontera ecuatoriana.

Para identificar la inserción y el ascenso es-
tratégico del Ecuador en la cadena de valor del 
narcotráfico, se incorporaron técnicas de in-
vestigación cualitativa y se realizaron entrevis-
tas semiestructuradas a actores clave, que pre-
firieron mantener su anonimato. Asimismo, el 
estudio accedió a diversas fuentes de informa-
ción primarias y secundarias, que permitieron 
complementar la caracterización de las cade-
nas de valor del narcotráfico en la frontera. 
Para la identificación de cultivos ilícitos, pistas 
no reguladas, laboratorios y rutas, la investi-
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gación incorporó técnicas de teledetección y 
análisis geográfico, para generar información 
empírica sobre las actividades ilícitas llevadas 
a cabo en la frontera norte ecuatoriana.  

El artículo está dividido en tres grandes 
secciones. La primera presenta un estado del 
arte del crimen organizado mediante la EPI y 
contribuye a la discusión de la economía po-
lítica del crimen organizado. Adicionalmente, 
conceptualiza las cadenas de valor del narco-
tráfico mediante la adaptación de las teorías 
de ventajas competitivas. En la segunda sec-
ción se analiza la inserción del Ecuador en las 
cadenas de narcotráfico durante el periodo 
2015-2019. Por último, se presentan las con-
clusiones, a partir de los principales hallazgos, 
y recomendaciones para próximas contribu-
ciones académicas en el área.

Crimen organizado: economía 
política y cadenas de valor

El COT se distingue por los niveles de actua-
ción y su participación en las economías ilíci-
tas. Esta participación por lo general depende 
de la concentración y el rédito de actividades 
productivas, el impacto político y social entre 
sus interactuantes, y los niveles de organiza-
ción y violencia de las organizaciones. 

El fenómeno emerge y se consolida en 
ausencia del Estado, aprovechando una serie 
de factores como geografía, baja coordinación 
estatal e interestatal, diversidad étnica y cultu-
ral, bajo desarrollo y baja o limitada inserción 
laboral. Así como toda parte de la economía 
lícita cuenta con su parte ilícita (Andreas 
2004), la globalización de la economía y la 
interdependencia de los mercados ha llevado 
a facilitar el mercado ilícito de una serie de 
commodities ilegales.

Bajo esa premisa, la economía política del 
crimen organizado (EPCO) no solo tiene por 
objetivo comprender las relaciones de poder 
entre los Estados y los mercados ilícitos, sino 
aquellas que se dan entre diversas organizacio-
nes en los mercados ilícitos. La clave en esa 
relación es descifrar cómo las interacciones 
criminales generan consecuencias en los Esta-
dos y gobiernos de turno. Sin embargo, la fal-
ta de datos fiables dificulta una demostración 
empírica de dicha relación.

La EPCO parte de que las organizaciones 
criminales tienen un objetivo netamente lu-
crativo, basado en una evaluación y dirección 
a partir de la lógica de mercado. Para maxi-
mizar beneficios, las organizaciones imple-
mentan una serie de estrategias como generar 
alianzas criminales y establecer mecanismos 
de corrupción con los gobiernos de turno.

Toda economía ilícita se entiende como 
un conjunto de actividades encadenadas en 
torno a la producción y venta de commodi-
ties ilícitos. Su precio se fija de acuerdo con 
una relación de oferta y demanda, en la que 
se establecen diversas estrategias de transporte 
y distribución por medio de lo ilícito. Según 
esa relación de oferta y demanda, las organi-
zaciones interactúan en un constante proceso 
de disputa de territorios y nichos de mercado. 
De hecho, la producción y el consumo, según 
Rivera Vélez (2017), no pueden subsistir sin 
el consentimiento del Estado. Es así que las 
relaciones de poder surgen por medio de la 
regulación de las actividades económicas en-
tre organizaciones, traducida por medio de la 
violencia, o mediante la interacción entre las 
entidades de control y el crimen organizado. 

Asimismo, surgen asimetrías de poder 
económico entre las organizaciones que más 
reciben y aquellas que perciben ganancias 
marginales en la cadena de lo ilícito. De esta 
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última, según Andreas y Durán (2015), se ha 
generado una fuente importante de conflicto 
entre las organizaciones que se dedican a la 
producción y el transporte de sustancias.

El crimen organizado parte de la nece-
sidad de la formación de redes, la fragmen-
tación de la producción, las estrategias em-
prendidas y el control criminal, así como una 
consecuente división y especialización social 
del trabajo. El poder y liderazgo de las activi-
dades no concentra una relación monopólica 
tradicional, como en las organizaciones nar-
cotraficantes colombianas, sino que establece 
una relación de poder dispersa y difusa (FIP 
2016), que requiere un proceso de visibilidad 
de liderazgo.

La diferenciación de los bienes y servicios 
producidos por las organizaciones criminales 
requiere una mirada sistémica, caracterizada 
por identificar el tipo de consumidores, las 

áreas geográficas y los métodos de distribu-
ción. Traer a los estudios de seguridad herra-
mientas como las cadenas de valor permite 
examinar todas las actividades que una em-
presa criminal realiza y cómo su interacción 
determina la ventaja competitiva criminal. 
Asimismo, analizar el crimen organizado des-
de esta herramienta establece la interdepen-
dencia entre un eslabón y el otro, al analizar 
las diversas estrategias de optimización y coor-
dinación, que determinan el precio de venta 
al consumidor.

La figura 1 muestra el modelo básico de 
encadenamiento productivo criminal, que 
desagrega las actividades criminales en tareas 
puntuales emprendidas dentro del producto 
del ilícito en todas sus facetas. Este análisis esta-
blece el comportamiento de las organizaciones, 
el costo de los bienes ilícitos y las principales 
fuentes que determinan el accionar del crimen 

Figura 1. Flujograma de las cadenas de valor del COT

CADENAS DE VALOR DEL 
CRIMEN ORGANIZADO

Factores de producción

Rivalidad y competencia

Gobierno

Influye de manera
directa o indirecta

en la cadena

Composición de la demanda

Sectores Proveedores / logísticos

Fuente: elaboración propia con base en Porter (1983).
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organizado transnacional bajo un direcciona-
miento estratégico empresarial.

A continuación, se describen los eslabones 
de la cadena de valor del crimen organizado 
(CVCO).

a. Factores de producción 

Adaptando el concepto neoclásico ricardiano 
del comercio internacional, las organizaciones 
criminales producen los bienes y servicios en 
los cuales son más eficientes. Por ende, los fac-
tores de producción son todos los insumos ne-
cesarios para competir en cualquier sector, tales 
como mano de obra, tierra cultivable, recursos 
naturales e infraestructura para la producción 
de commodities. Estas emprenden por lo me-
nos cuatro grandes estrategias para mantener la 
producción del cultivo de hoja de coca.

• Efecto globo: traslado de los cultivos, pro-
ducción o tráfico de coca de una región y/o 
país a otro. Como resultado de la intensifi-
cación de controles, la producción se trasla-
da, muta y varía en los tres países andinos, 
tal como sucedió entre Ecuador y Colombia 
en los 80 y entre Perú y Colombia en los 90.  

• Efecto mercurio: dispersión de cultivos, 
producción o tráfico en una misma zona 
o múltiples zonas, tal como se mostró con 
la implementación del Plan Colombia, la 
política de erradicación forzosa en Perú en 
los 90 y la aplicación del Plan Dignidad en 
Bolivia a inicios del siglo XXI. 

• Efecto membrana: fronterización de los 
cultivos, producción o tráfico con fines 
ilícitos, evidenciado desde la década de 
los 2000 en Nariño y Putumayo, fronte-
rizo con Ecuador, en la triple frontera del 
Putumayo y la zona de La Convención y 
Lares en el Perú, fronterizo con Brasil y 

Bolivia (Cabieses 2007 en Riquelme, Sa-
linas y Franco 2019). 

• Efecto dominó: concentración o reacción 
en cadena de cultivos, producción o tráfi-
co con fines ilícitos. Si las condiciones son 
favorables para producir y los controles 
son débiles y deficientes, la materia prima 
migra y se expande a lugares próximos, 
como el aumento paulatino de los cultivos 
de hoja de coca en la frontera entre Perú 
y Colombia y su expansión a la frontera 
común con Ecuador, desde el año 2015. 

Adicionalmente, en ese eslabón, la mano de 
obra barata resulta fundamental para sostener 
las acciones ilícitas. Por ejemplo, los campe-
sinos productores de la hoja de coca o “jor-
naleros” en la región andina juegan un papel 
fundamental en la producción, puesto que 
ello involucra una base social que presiona al 
Estado y, en cierta forma, mantiene su sub-
sistencia (Páez 1991). Así sucede en la zona 
del Valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro 
(Vraem) del Perú, en los altos de Bolivia y en 
el Caquetá colombiano. 

b. Rivalidad y competencia 

Las organizaciones compiten por uno o más 
sectores de la producción de bienes crimina-
les. Ese proceso lleva a una organización a 
emprender diversas estrategias para generar 
mayores réditos económicos que otras. Si bien 
los límites políticos no son un obstáculo para 
el COT, las estrategias y formas de organiza-
ción varían dependiendo de los sectores de la 
cadena de valor del ilícito.

La lógica empresarial evalúa los riesgos y 
las vulnerabilidades de sus operaciones en de-
pendencia de las facilidades que otorgan los 
Estados para el cometimiento de los ilícitos. 
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Las estrategias emprendidas por el COT re-
quieren un proceso de evaluación de la infor-
mación disponible, el comportamiento del 
resto de actores, así como las relaciones de po-
der en juego (Rivera Rhon 2019, 28).

Por otro lado, las rivalidades internas en 
todas las facetas llevan a que las organizaciones 
puedan reducir los costos operativos –de pro-
ducción o de transporte–,  especializarse en un 
eslabón en la cadena del narcotráfico –como 
intermediarias, emisarias o prestamistas–  o 
cumplir roles específicos para la producción, 
el transporte y la venta de drogas ilícitas.

c. Sectores proveedores y logísticos 

Un tercer componente de las CVCO depen-
de de la presencia de sectores proveedores o 
sectores conexos internacionalmente compe-
titivos, conocidos como clusters. Los clusters 
empresariales tienden a establecerse bajo una 
concentración geográfica de compañías, orga-
nizaciones e instituciones relacionadas, en un 
campo en particular, que puede estar presente 
en una región o Estado (Porter 1983).

Las organizaciones criminales, además de 
innovar la producción de drogas ilícitas me-
diante la inversión de capital en la cosecha de 
hoja de coca y el refinamiento de la pasta base 
de cocaína, constantemente innovan en méto-
dos de transporte y acopio de drogas ilícitas. 
En dependencia del tipo de control empren-
dido, varían sus estrategias, tales como la con-
taminación de contenedores en puertos me-
diante varios métodos –gancho ciego, rip off, 
gancho blanco y contaminación en altamar–, 
o la utilización de medios de transporte acuá-
ticos, terrestres y aéreos –correos humanos–, 
el transporte de sustancias mediante lanchas 
rápidas go fast y la utilización de avionetas pe-
queñas tipo Cessna.

El uso y el aparecimiento de las rutas de 
las economías ilícitas atrae la atención de los 
gobiernos. Ante esto, las organizaciones cri-
minales emprenden un sinnúmero de estrate-
gias para cambiar o renovar sus rutas hacia los 
mercados de destino. Por ejemplo, los cam-
bios de rutas de la cocaína por el Caribe en 
la década de los 90, al Pacífico en la década 
de los 2000, llevan a pensar que “el desplaza-
miento hacia nuevos puertos de salidas y otras 
rutas significa un crecimiento importante del 
poder del narcotráfico en otros países” (Pon-
tón 2013, 145). Esto se expresa principalmen-
te en un mayor poder de las organizaciones 
dedicadas a actividades logísticas y una ma-
yor capacidad de reproducción económica en 
nuevos mercados.

d. Composición de la demanda 

Las empresas criminales establecen sus estra-
tegias frente a otras organizaciones mediante 
la composición de la demanda. Para deter-
minar el precio de los ilícitos, aquellas que se 
dedican a la producción de cocaína perciben, 
interpretan y dan respuestas a las necesidades 
de los compradores. Determinar el mercado 
de consumo y sus tendencias es fundamental 
para comprender las necesidades de los consu-
midores y las estrategias emprendidas.

A partir de esa dinámica, surgen otros ele-
mentos, como la “presión de la demanda” por 
la innovación de los productos, los cuales de-
terminan la pureza de las drogas producidas 
entre Perú y Colombia, sus mercados y sus 
múltiples variaciones de acuerdo con el des-
tino. Asimismo, surgen otras variables cuali-
tativas como la exigencia de los mercados de 
consumo y la diferenciación de drogas solici-
tadas. Durante el proceso de exportación, los 
alcaloides pueden sufrir manipulación de los 
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productos o aumentarse su cantidad al mez-
clarse con otros productos como el Fentanilo. 
En otras palabras, las organizaciones modifi-
can su mercado dependiendo de las elecciones 
del consumidor y los costos de venta, por lo 
cual la pureza, los efectos y las reacciones de la 
sustancia son consecuencia de la presión de la 
demanda de los mercados internacionales. En 
conclusión, y de acuerdo con lo que plantea la 
Organización de Estados Americanos (OEA 
2014), el mercado de consumo define la ren-
tabilidad del negocio, tanto para las organiza-
ciones que expenden las sustancias como para 
aquellas que aseguran los envíos a los merca-
dos de destino. 

e. Gobierno 

La literatura que estudia el COT (Andreas 
2004; Buscaglia y Van Dijk 2003; Sansó-
Rubert 2009; Riccardi y Berlusconi 2016) 
ha dedicado especial atención a determi-
nar el rol de los Estados en contrarrestarlo 
o influir positivamente en él. Los resulta-
dos parecen prometedores para el crimen 
organizado, al dar luces sobre la dificultad 
de combatirlo en su totalidad. Ello parece-
ría indicar que los gobiernos pueden influir 
positiva o negativamente en cada uno de las 
variantes anteriores. 

Los gobiernos tienen una influencia vital 
por la relación entre la corrupción de sus fun-
cionarios y el éxito de las actividades ilícitas 
llevadas a cabo en los países. Los gobiernos es-
tablecen estrategias de fortalecimiento de nor-
mas, generación de políticas de seguridad o re-
glamentos que delimitan el mercado de oferta 
y demanda. Por un lado, “la corrupción puede 
interpretarse como evidencia de poder estatal: 
los grupos criminales tienen que sobornar y 
pagar al Estado porque no pueden intimidar 

por completo y evitarlo para permanecer en 
el negocio” (Andreas 2004, 647). Por otro, 
el Estado puede resultar un actor secundario, 
por la debilidad institucional, el legado de co-
rrupción de los políticos y la falta de recursos 
para generar estrategias de desarrollo en zonas 
rurales.

Por presiones externas, los gobiernos pue-
den emprender estrategias para reducir los 
factores de producción. Sin embargo, la co-
rrupción de sus filas dificulta e incluso genera 
que las organizaciones tengan mayor acceso a 
los factores de producción. Asimismo, la débil 
aplicación de políticas de la salud dedicadas a 
establecer mecanismos para abordar al consu-
mo de drogas como un problema de salud pú-
blica reduce la posibilidad de que las organiza-
ciones criminales tengan un menor mercado.  
Por lo tanto, el éxito de las economías ilícitas 
frente a las estrategias de control del COT por 
parte de los gobiernos se fundamenta en la 
hipótesis de que, mientras el control político 
es débil, los representantes del Estado tienen 
mayor probabilidad de insertarse en la cadena 
de valor del narcotráfico. 

La inserción estratégica del 
Ecuador en la cadena de valor 
del narcotráfico: 2015-2019

Históricamente, Ecuador ha mantenido una 
dinámica sociocultural distinta a la del resto 
de los países andinos, por la ausencia de cul-
tivos ilícitos en su territorio. Sin embargo, 
la presión de la concentración de cultivos en 
la frontera de países vecinos indicaría que el 
Ecuador pasó de ser un país libre de cultivos 
ilícitos, a evidenciar la presencia de este tipo 
de cultivos en su zona fronteriza desde el año 
2015. 
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En ese año, la cantidad de coca sembrada en 
Colombia alcanzó las 96 000 hectáreas, mien-
tras que en 2019, eran 169 000 hectáreas 
(UNODC 2019a); es decir, hubo un incre-
mento porcentual del 76 % de los sembríos. 
Esto es preocupante para el Ecuador, a razón 
de que el incremento de cultivos se dio prin-
cipalmente en los departamentos fronterizos 
de Nariño y Putumayo. Ese incremento se 
visualiza en el mapa 1, mediante la compara-
ción de la densidad de sembríos (ha/km2) en 
la frontera con Ecuador 2015-2019. Ello es 
entendido como un efecto membrana o fron-
terización de los cultivos ilícitos.

Existen una serie de factores históricos y 
sociológicos que explican con mejor detalle 
la ausencia de cultivos de coca y la presencia 
de grupos narco-guerrilleros en la frontera del 
Ecuador con Colombia, asociados con:

• la temprana desaparición del consumo ri-
tual y cultural de los cultivos de coca en 
la administración colonial, por la acción 
de la Iglesia católica, a diferencia de países 
andinos que inclusive mantienen políticas 
de siembra controlada de cultivos de hoja 
de coca; 

• la ocupación efectiva del territorio nacio-
nal en las fronteras ecuatorianas por las 
fuerzas estatales de seguridad, fenómeno 
motivado por las políticas de extracción 
petrolera en provincias colindantes con 
Colombia, además de la constante amena-
za de guerra interestatal que existió con el 
Perú en las décadas de los 80 y 90; 

• y el tipo de organización y control comu-
nitario indígena en grandes extensiones de 
territorio fronterizo, especialmente en la 
selva amazónica ecuatoriana. 

Mapa 1. Variación en la producción de cultivos ilícitos en la frontera 
sur colombiana (2015-2019)

Fuente: elaboración propia con base en UNODC (2019a). Además, se utilizó información cartográfica proporcionada por el Observatorio de 
Drogas de Colombia y por la Comisión Nacional para el Desarrollo y Vida sin Drogas, entregada en vectores geográficos.
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La sumatoria de esos factores diverge la 
presencia en las fronteras ecuatorianas con 
respecto a la fragilidad, la vulnerabilidad y la 
falta de soberanía del Estado colombiano so-
bre sus espacios territoriales fronterizos con el 
Ecuador. El Ecuador mantiene la ilegalidad de 
la cocaína desde 1924. Asimismo, la Ley sobre 
el Tráfico de Materias Primas, Drogas y Prepa-
rados Estupefacientes de 1958, con múltiples 
reformas, planteaba la prohibición de la siem-
bra, el cultivo y la explotación de la coca y sus 
variedades. Sin embargo, su cercanía con el 
país de mayor producción, refinación y expor-
tación de cocaína convirtió al Ecuador desde 
la década de los 80 en un “punto privilegiado 
para cumplir funciones de tránsito y apoyo 
logístico del narcotráfico” (Páez 1991, 144).

A esto debemos agregar que en el año 
2016 la Oficina de Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito advirtió que “el 30 % 
de los cultivos en Colombia se encuentran a 
menos de 20 km de la zona de frontera con 
Ecuador” (UNODC 2017). Este dato es su-
mamente preocupante si se analiza por mu-
nicipio. En 2016, Tumaco reportó la mayor 
cantidad de hectáreas de coca del país, con 23 
148 hectáreas de cultivos ilícitos. Esta cerca-
nía de cultivos, a la que se deben agregar las 
disputas territoriales entre organizaciones cri-
minales luego de la firma de la paz en 2016, 
dejan al Ecuador como un Estado altamente 
vulnerable frente al narcotráfico. La vulnera-
bilidad se evidencia, además, en los puertos 
de Esmeraldas y Manta, que a falta de control 
de narcóticos devienen “puntos sensibles de 
envío de cocaína en los cuales convergen un 
alza de homicidios, robo agravado, secuestro y 
extorsión” (informante anónimo de Dirección 
Antinarcóticos, agosto de 2019).

Desde el lado peruano, en la triple frontera 
también se evidencia la fronterización. Según 

información suministrada por Devida de Perú, 
en 2017, el sector del Putumayo peruano regis-
tró 1376 hectáreas de concentración de cultivos 
de coca. Esa fronterización se pudo apreciar en 
el mapa 1, correspondiente a la triple frontera 
entre Ecuador, Colombia y Perú, donde los cul-
tivos ilícitos se encuentran a menos de dos kiló-
metros de los límites políticos internacionales.

Con esos antecedentes, cabe preguntar: 
¿el Ecuador mantiene su estatus de país libre 
de cultivos ilícitos? La información recogida a 
continuación muestra que, desde 2015, el país 
deja de ser un territorio libre de cultivos para 
convertirse en uno con presencia de sembríos 
ilícitos de hoja de coca. Mediante detección 
satelital, la investigación pudo constatar que, 
de 2015 a 2019, se registra un aumento en la 
presencia de cultivos ilícitos en las provincias 
de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos.

Esto conlleva que la industria del narcotrá-
fico en la frontera entre Ecuador y Colombia 
sobreviva, al deslizarse de una jurisdicción a 
otra, burlando fácilmente los esfuerzos des-
coordinados de ambos países (Wainwright 
2016, 78). Ese conjunto de factores asociados 
con una cultura de ilegalidad hace que la fron-
tera entre Ecuador y Colombia se constituya 
actualmente como el espacio idóneo para el 
desarrollo, la innovación y el crecimiento de 
la industria del narcotráfico.

a. Factores de producción: cultivos ilícitos de 
hoja de coca en Ecuador 2018-2019 

Desde 2018, diversos análisis de teledetección 
dan cuenta de que el Ecuador se ha convertido 
en un país con cultivos ilícitos de hoja de coca. 
El exministro del Interior del Ecuador, César 
Navas, planteó en un medio televisivo duran-
te el secuestro a los periodistas de El Comercio 
que la plantación de palma africana limita la 
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presencia de cultivos ilícitos en la frontera. Sin 
embargo, un análisis en mayor amplitud rea-
lizado por los investigadores pudo identificar 
que los sembríos de palma no son garantía de 
una utilización lícita de la tierra, ya que pueden 
ser utilizados con el fin de camuflar cultivos ilí-
citos, tal como se evidencia en el mapa 2.

Una de las principales formas que los grupos 
dedicados al narcotráfico emplean para no 
ser detectados es la implementación de culti-
vos mixtos. Ese método impide la detección 
de plantaciones de coca u otra especie ilícita 
por medio de firmas espectrales. Mediante el 
mapa 2 se corroboran espacios de cultivos de 
palma y hoja de coca, diferenciados por la in-
tensidad de verde fosforescente de los cultivos 
de hoja de coca versus el verde oscuro de las 
plantaciones de palma africana.  

En el año 2018, las imágenes satelitales 
recabadas identificaron más de 159 parcelas, 
que representan alrededor de 700 hectáreas 

de cultivos ilícitos en las tres provincias fron-
terizas. Esa información guarda relación con 
las 512 050 plantas destruidas por la Policía 
Nacional en 2019,3 el año que más plantas 
de coca se han destruido desde el registro im-
plementado en la década de los noventa. Las 
plantaciones reúnen algunos elementos que 
pueden evidenciar cultivos ilícitos, como son 
el cambio en la vegetación primaria, el color 
verde fosforescente particular de la hoja de 
coca y la similitud de los patrones de cultivos 
ilícitos del lado colombiano.  

El mapa 3, correspondiente a la provincia 
de Esmeraldas, visibiliza la cercanía de los cul-
tivos ilícitos del lado colombiano, en donde 
se encuentran hallazgos de cultivos de hoja de 
coca en territorio ecuatoriano. En el mapa se 
observan dos parcelas de nueve y 14 hectáreas, 
lo que suma 21 hectáreas de cultivos de hoja 
de coca. Por lo general, se evidencia que tan-
to los sembríos de los departamentos fronte-
rizos de Colombia como en este caso los del 
río Mataje utilizan fuentes hídricas para una 
mayor facilidad en el proceso de riego y una 

3 Información de acceso público receptada por los autores.

Mapa 2. Cultivos mixtos de palma y hoja de 
coca en Esmeraldas, Ecuador (2018)

Fuente: elaboración propia con base en imágenes satelitales 
(Bing Aerial Image), a las cuales se pueden acceder por 
medio de inscripciones a plataformas en línea. Mapa 3. Presencia de cultivos ilícitos en 

Esmeraldas (2018)

Fuente: elaboración propia con base en imágenes satelitales 
(Bing Aerial Image), a las cuales se pueden acceder por 
medio de inscripciones a plataformas en línea.
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facilidad logística para el envío de la hoja de 
coca a laboratorios cercanos.

A lo largo del río San Miguel, en Sucum-
bíos, son evidentes las marcas de interven-
ción en el terreno, principalmente en la sel-
va. En el mapa 4 se visualizan plantaciones 
de cultivos de coca e intervenciones de color 
blanco que se mantienen a lo largo de todo 
el río. Se trata de espacios potencialmente 
utilizados para la siembra ilícita de hoja de 
coca. Cabe indicar que los ríos son recursos 
altamente beneficiosos para el cultivo ilícito, 
a razón de que facilitan el proceso de riego, 
el transporte hacia los cristalizaderos y per-
miten la desaparición de evidencia sobre el 
procesamiento del alcaloide. 

Si se toma en consideración la cantidad 
de laboratorios que han sido detectados en la 
zona de frontera, se encontraría una impor-
tante correlación entre estuarios pequeños, 
cultivos y laboratorios para el procesamiento 
de pasta base. De hecho, información de cam-
po daría cuenta de que en 2018 “la presencia 
de laboratorios o a su vez de ‘cristalizaderos’ 
se centra en la provincia de Esmeraldas y Su-
cumbíos, donde existen alrededor de 30 sitios 
que producen decenas de hoja de coca que 
luego son transportadas por mar” (Torres y 
Arroyo 2019, 28).

El primer elemento de influencia en el 
rendimiento de la producción de la cocaína 
está relacionado con el cultivo y la cosecha de 
la hoja de coca. Las agencias de control y los 
Estados enfocan sus esfuerzos en disminuir la 
cantidad de cultivos de hoja de coca, aunque 
esto no implique necesariamente una afecta-
ción sustancial al COT. Quienes siembran y 
“raspan” coca del lado colombiano, así como 
los registros del lado ecuatoriano, son organi-
zaciones que utilizan a campesinos, a quienes 
les resulta más beneficioso cultivar coca que 
otros cultivos (Torres y Arroyo 2019).

El procesamiento de la hoja de coca re-
quiere la utilización de precursores químicos 
para la elaboración del clorhidrato de cocaí-
na. Los principales precursores sólidos utili-
zados son: bicarbonato de sodio, carbonato 
de potasio, sosa cáustica y cal; mientras que 
los principales precursores líquidos son: áci-
do sulfúrico, ácido clorhídrico, mek, gasoli-
na y hexano. 

A esto se debe agregar la descoordinación 
binacional para generar un listado de precur-
sores químicos controlados y que requieren 
vigilancia. Colombia, Ecuador y Perú no con-
trolan todos los precursores utilizados en la 
fabricación de cocaína, lo que facilita el trans-
porte por pasos de frontera no controlados. 
Por ejemplo, existen precursores que no son 
controlados en Ecuador y sí lo son en Colom-
bia, como el N Propilo Acetato y el Metabi-
sulfito de Sodio. Estos no pueden ser deco-
misados según la legislación ecuatoriana. Se 
debe alertar que, de acuerdo con la Dirección 
Nacional Antinarcóticos, Esmeraldas incauta 
precursores con un promedio que va desde el 
40 % al 90 % del total nacional. En el 2016, 
las tres provincias representaron el 72,23 % 
del total de precursores químicos incautados 
en el país. 

Mapa 4. Cultivos de coca en Sucumbíos (2018)

Fuente: elaboración propia con base en imágenes satelitales 
(Bing Aerial Image), a las cuales se pueden acceder por 
medio de inscripciones a plataformas en línea. 
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Para asegurar la eficiencia y sostenibilidad 
de la producción de cocaína, es necesario el 
abastecimiento logístico y la especialización 
en la producción: una red de carreteras para 
proveer suministros, la disponibilidad de di-
versos precursores químicos, mano de obra 
barata, así como la inversión en agronomía y 
la especialización de quienes operan las coci-
nas de cocaína. En conclusión, la producción 
de cocaína en territorio colombiano, ante los 
efectos de la fronterización de los cultivos, ha 
convertido al Ecuador en un territorio alta-
mente estratégico para el crimen organizado, 
con cultivos ilícitos de hoja de coca. Si bien 
la muestra entregada no es representativa en 
comparación con las 169 000 hectáreas en 
territorio colombiano, la falta de control inte-
grado en frontera, a lo que se suma un sistema 
de inteligencia totalmente debilitado y una 
importante inversión vial en frontera, hacen 
pensar que el Ecuador podría experimentar 
un crecimiento importante de cultivos ilícitos 
en la próxima década.

b. Rivalidad y competencia

El narcotráfico ha evolucionado y se ha espe-
cializado en cada una de sus fases productivas, 
pasando de una lógica de cartel a una división 
social del trabajo, en la que cada organización 
cumple una función específica dentro de la ca-
dena productiva. Las redes de narcotráfico per-
miten la cooperación con otras organizaciones 
y actores, como campesinos, transportistas, 
agentes de control, políticos, entre otros. Las 
alianzas y disputas presentes llevan a diversas 
manifestaciones de violencia para controlar o 
evitar que nuevas organizaciones ocupen las 
actividades realizadas por las organizaciones 
criminales. Por ejemplo, estas rivalidades sur-
gen en los Estados fronterizos de México con 

Estados Unidos, así como en puertos y fronte-
ras entre Ecuador y Colombia, las cuales evi-
dencian las tasas más altas de homicidio, preci-
samente “porque al ser estos puntos de ingreso 
y salida escasos, los traficantes de droga están 
preparados para luchar con uñas y dientes para 
controlarlos” (Wainwright 2016, 83).

El territorio ecuatoriano permite al COT 
la facilidad logística, el cambio de jurisdicción, 
un sistema vial y fluvial que consiente el acceso 
a aguas internacionales, suministrar combus-
tibles a bajo costo, normativas regionales que 
permiten el libre tránsito vehicular en zonas de 
inclusión fronteriza, así como el libre tránsito 
entre miembros de la Comunidad Andina. De 
la mano con las facilidades logísticas, la utiliza-
ción del dólar permite que las mercancías ad-
quieran un mayor precio en este país, ya que 
cuenta con una divisa apetecible en el mercado 
criminal y puede ser blanqueado fácilmente 
ante estrategias estatales inefectivas.

En la frontera norte ecuatoriana operan 
grupos de delincuencia organizada de varias 
nacionalidades. En Esmeraldas y Sucumbíos, 
estructuras criminales multinacionales que 
operan tanto en Colombia como en Ecuador 
facilitan una mejor logística para las operacio-
nes delictivas. Es así, que en la frontera

un ecuatoriano se encarga de activar la ruta 
marítima por Esmeraldas. Otro miembro 
de la red, de nacionalidad colombiana, di-
seña la ruta terrestre. Los dos procesos es-
tán bajo la supervisión de un mexicano. Él 
se encarga de analizar el nivel de pureza de 
la cocaína antes de trasladarla a Centroa-
mérica (Torres y Arroyo 2019, 27).  

Los grupos de delincuencia organizada del lado 
colombiano, ubicados en el municipio de Tu-
maco –como son el Frente Oliver Sinisterra, 
las Guerrillas Unidas del Pacífico, el Ejército 
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de Liberación Nacional, Los Negritos, La Em-
presa, Nuevo Grupo, Gente del Orden, Águilas 
Negras y Clan del Golfo (Pares 2018)–, tienen 
presencia en Esmeraldas y mantienen víncu-
los con economías ilegales, que operan trans-
nacionalmente mediante la asociación con el 
Cártel de Sinaloa o el Cártel del Golfo. A esto 
se suman alianzas con organizaciones locales 
con presencia en puertos, como los Choneros 
y los Cubanos, y la violencia generada ante el 
control de las rutas de cocaína en los puertos y 
cárceles ecuatorianas (El Telégrafo 2019).

Esa información es contrastada por la Poli-
cía Nacional, ya que, luego de la nacionalidad 
ecuatoriana, colombiana y peruana, la nacio-
nalidad con mayores detenidos por narcotrá-
fico en Ecuador es la mexicana (2018). De 
acuerdo con un líder comunitario de Sucum-
bíos, que prefirió mantenerse en anonimato, 
“los mexicanos son los que operan con las 
avionetas, quienes se encargan de transportar 
la droga por aire” (líder comunitario, enero de 
2019). La principal organización del narco-
tráfico en el departamento de Putumayo, que 
mantiene como límite la provincia de Sucum-
bíos son ex integrantes de las Farc, la Constru 
y sus nuevas células denominadas Comando 
de Frontera (Insight Crime 2019a).

Las organizaciones criminales promueven 
estrategias “de tipo empresarial”, a fin de ob-
tener una ventaja competitiva en relación con 
otras. Esa lógica empresarial lleva a evaluar los 
riesgos y las vulnerabilidades de sus operaciones 
en dependencia de las facilidades que otorgan 
los Estados para el cometimiento de los ilícitos. 
Asimismo, la agresividad hacia la competencia 
doméstica puede implicar el ejercicio de la vio-
lencia por intermedio de homicidios selectivos, 
la acusación de la competencia a las fuerzas del 
orden y la difamación de organizaciones de mi-
crotráfico. 

El Ministerio de Justicia y del Derecho 
de Colombia indica que “la tasa de homici-
dios en los municipios con cultivos ilícitos es 
111% mayor que aquellos municipios donde 
no existen cultivos ilícitos” (funcionario del 
Ministerio de Justicia, agosto de 2019). De la 
misma forma, de la información suministrada 
por la Policía Nacional de Ecuador de forma 
anónima, se puede extraer que, en corredores 
estratégicos donde circulan drogas ilícitas, 
las tasas de homicidios duplican o triplican a 
aquellas de lugares con pocos casos de tráfico 
de drogas. 

Para las organizaciones criminales, es sen-
cillo controlar su capital y prestigio mediante 
el uso de la violencia. Durante el año 2018 y 
2019, Ecuador vivió una serie de atentados sin 
precedentes, que se relacionaban con grupos de 
delincuencia organizada. Estos eventos fueron: 
un coche bomba en el cuartel de Policía de San 
Lorenzo, un explosivo en la base capitanía de 
Borbón, el impacto de explosivos a tanqueros 
de las fuerzas armadas, la detonación de una 
antena de electricidad en la parroquia Viche, 
un atentado a un patrullero en Alto Tambo, 
una detonación en Mataje, que dejó cuatro in-
fantes de marina fallecidos, el secuestro y asesi-
nato de tres periodistas, así como de una pareja. 

Por ende, la rivalidad y competencia de las 
actividades del narcotráfico pasa por organi-
zaciones criminales locales que establecen re-
glas de juego, realizan maniobras extorsivas u 
homicidios selectivos en corredores estratégi-
cos de la producción, el tráfico y el expendio 
de droga. A razón de que las organizaciones 
criminales no pueden utilizar el sistema le-
gal, la violencia “es el único medio para hacer 
cumplir los acuerdos contractuales” (Wain-
wright 2016, 82). Por lo tanto, el incremento 
o la disminución de homicidios en corredores 
estratégicos responde a estrategias de rivali-
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dad y competencia entre organizaciones de 
narcotráfico, por controlar el suministro de 
cualquier eslabón de la cadena.

c. Sectores proveedores y logísticos

Para establecer mayores ingresos económicos, 
ciertas organizaciones promueven la presen-
cia o la ausencia de clusters. En ese sentido, el 
Ecuador resulta estratégico al encontrarse en-
tre los dos principales productores de cocaína 
del mundo y su divisa es internacionalmente 
apetecida. Por tanto, las organizaciones dedi-
cadas al tráfico de drogas ilícitas utilizan el te-
rritorio ecuatoriano como un punto de tránsi-
to, acopio y envío a mercados internacionales. 

Para el tráfico entre Colombia y Ecuador, 
es necesaria una red vial. Entre los dos países 
existen únicamente dos pasos internacionales 
autorizados: Rumichaca y San Miguel. Ambos 

cuentan con Aduana, Migración y Centros 
Binacionales de Atención Fronteriza (Cebaf ). 
Por otro lado, existen cuatro pasos transfron-
terizos que no cuentan con la infraestructura 
de control necesaria: Chiles, Carmelo, Puerto 
el Carmen y Mataje, que carecen de conexión 
vial del lado colombiano. A esto debemos 
agregar que, hasta 2019, se registraron más de 
70 pasos fronterizos no autorizados (vías de 
primer, segundo y tercer orden) entre Ecua-
dor y Colombia, que facilitan el transporte y 
el abastecimiento de insumos para la produc-
ción de sustancias ilícitas, tal como se eviden-
cia a continuación (mapa 5).

Los controles ejecutados carecen de coor-
dinación entre Fuerzas Armadas y Policía, 
pues poseen una deficiente tecnología para la 
retención de sustancias catalogadas sujetas a 
fiscalización, que facilitan el objetivo de lle-
gar a altamar. La red vial se conecta también 

Mapa 5. Pasos de frontera y red vial Ecuador-Colombia

Fuente: elaboración propia con base en información cartográfica del Instituto Geográfico Militar, proporcionada en vectores geográficos.
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en varios casos con ríos, por lo que constitu-
yen corredores estratégicos para el tráfico de 
drogas hacia Centroamérica. De igual forma, 
las organizaciones utilizan botes “que tardan 
entre cinco a diez minutos para llegar a Co-
lombia” (Torres y Arroyo 2019); o a su vez, 
“cuando el río está seco, se puede ir caminan-
do entre un país y otro” (oficial de Grupo Es-
pecial Móvil Antinarcóticos, enero de 2019).

Por tanto, la prevalencia de pasos fronte-
rizos no autorizados genera una importante 
oportunidad para el cometimiento de delitos 
por parte de grupos organizados, especial-
mente para el tráfico ilícito de drogas, hidro-
carburos, explosivos y gas licuado de petróleo, 
y el tráfico de precursores y sustancias quími-
cas, que son llevados a laboratorios de proce-
samiento y cristalización de cocaína, ubicados 
principalmente en los límites políticos inter-
nacionales con Perú y Colombia. 

Tanto vehículos como lanchas circulan con 
facilidad por la frontera, con un fácil acceso a 
los puertos de Esmeraldas y altamar. A razón 
de que las comunidades de frontera viven de 
las economías ilegales, la población adapta pa-
sos informales que son utilizados para el trans-

porte de contrabando de sustancias y drogas 
ilícitas desde Colombia. El mapa 6 muestra 
un paso ilegal en el sector de El Chical (Car-
chi) y una lancha go-fast que transporta sus-
tancias ilícitas sin la autorización respectiva. 

Las lanchas go-fast utilizadas por las orga-
nizaciones están equipadas con dos motores 
a gasolina, que pueden llegar por la corriente 
del Pacífico a la Isla de Cocos en Costa Rica. 
Las embarcaciones cuentan con tres pasajeros, 
que se encargan de entregar los ilícitos a otras 
organizaciones de Centroamérica. Depen-
diendo de los tipos de controles, las organi-
zaciones planifican la cantidad enviada, que 
puede estar dividida entre grandes envíos en 
un solo viaje o pequeños envíos en varios. De 
este último, según información proporciona-
da por la Armada del Ecuador, desde 2018 el 
“26 % de los envíos de drogas ilícitas ocurren 
mediante lanchas go-fast y el 16 % mediante la 
contaminación de contenedores” (oficial de la 
Armada de Ecuador, agosto 2019).

En Esmeraldas existen compañías consti-
tuidas legalmente para la pesca, que han dedi-
cado sus actividades al transporte de drogas ha-
cia otros países o, a su vez, a llevar paquetes de 

Mapa 6. Transporte ilegal de sustancias por pasos no autorizados: Ecuador-Colombia

Fuente: elaboración propia con base en imágenes satelitales (Airbus), a las cuales se pueden acceder por medio de inscripcio-
nes a plataformas en línea. 
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droga que son entregados en pequeños islotes 
o en mar abierto, con una boya y un indicador 
GPS que será posteriormente recogido por otra 
embarcación. De acuerdo con información su-
ministrada por fuente anónima de la Fiscalía, 
“los dueños de las empresas pesqueras tienen 
cinco motores y solo sacan a pescar uno (...) 
Acá ya no pescan, por eso el marisco de Esme-
raldas es el más caro de toda la costa ecuatoria-
na” (fiscal de Esmeraldas, entrevista, 2019). A 
esto se suma el subsidio a la gasolina, que no 
es debidamente controlado por las autoridades.

En puerto, la contaminación de contene-
dores es la modalidad que transporta la mayor 
cantidad de droga hacia otros países. Existen 
dos métodos de contaminación en puertos: la 
modalidad “gancho blanco”, la cual consiste 
en contaminar contenedores luego de la revi-
sión de rutina en puerto y la modalidad de 
“gancho ciego”, la cual consiste en la contami-
nación de contenedores por complicidad de 
los agentes de control. 

Ecuador es el único país de la región que 
no cuenta con escáneres para la detección de 
droga. Esto implica que el personal de detec-
ción canina de la Policía tenga que realizar 
controles manuales en puertos. Si bien el país 
ha sido reconocido por sus controles, la ausen-
cia de tecnología resulta un riesgo para la car-
ga y, fundamentalmente, “estos controles no 
superan el 10 % de los contenedores que se 
encuentran en los puertos” (oficial de DNA, 
agosto 2019). 

La modalidad aérea se ha convertido en un 
método rentable para traficar drogas ilícitas. 
Una avioneta Cessna tiene la capacidad de 
transportar hasta 700 kilos de cocaína. Esta 
representa una actividad segura para el trans-
porte de drogas, ya que no tiene que pasar 
controles y, a su vez, el sistema de radares ca-
rece de las capacidades suficientes para detec-

tar todo el tráfico aéreo. Vacíos legales como 
protocolos que limitan el derribo de aeronaves 
y, en especial, la corrupción en la Dirección 
de Aviación Civil (DAC) hacen que las avio-
netas tengan un acceso directo a espacio aéreo 
internacional.

Como se mencionó con anterioridad, 
los grupos transnacionales que operan entre 
Ecuador y Colombia mantienen una relación 
con organizaciones delictivas mexicanas, que 
tienen como una de sus principales funciones 
el transporte de drogas ilícitas en avioneta. En 
Ecuador, existen más de 500 pistas registradas 
legalmente por la DAC que no cuentan con 
ningún tipo de control, y a su vez, se identifi-
caron más de 70 pistas que no tienen ningún 
tipo de regulación. A esto se agregan las alar-
mantes declaraciones por parte del ministro 
de Defensa, en abril de 2019, sobre la exis-
tencia de “más de 2 000 pistas no controladas 
que son utilizadas en su mayoría por el nar-
cotráfico” (Revista Vistazo 2019). Asimismo, 
llama la atención la importante cantidad de 

Mapa 7. Pistas irregulares y no controladas 
en Ecuador (2019)

Fuente: elaboración propia con base en DAC (2015). 
Además, se utilizó información cartográfica proporcionada 
por la Secretaría Nacional de Inteligencia y por el Instituto 
Espacial Ecuatoriano que fue entregada en vectores geo-
gráficos.
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pistas en Los Ríos y Guayas, provincias que 
confluyen como corredores estratégicos de sa-
lida de la cocaína hacia mercados internacio-
nales (mapa 7). 

Un tema fundamental en la cadena de va-
lor del narcotráfico es el lavado de activos. En 
Ecuador se observa la creación de empresas 
fantasmas que tienen ingresos injustificados. 
Así mismo, existen empresas que funcionan 
legalmente y aparentan un flujo legal de ca-
pital, aunque incluyan al capital ilícito. Estas 
empresas toman el dinero de organizaciones 
criminales y lo hacen legal a cambio de un 
porcentaje de la ganancia. Sobre todo, las em-
presas que mueven efectivo, en sectores como 
construcción, gasolineras u hoteles. Estos son 
sectores importantes para ingresar grandes 
montos de efectivo. Por ejemplo, en Rocafuer-
te, en Esmeraldas se encuentran organizacio-
nes mexicanas, quienes, mediante el negocio 
de joyerías, tiendas surtidas de productos im-
portados y venta de vehículos, incurren en el 
lavado de activos (Torres y Arroyo 2019). 

En ese sentido, los efectos inintencionados 
del desarrollo y la infraestructura generados 
desde el 2007 incluyeron grandes oportunida-
des para una mayor inserción del crimen orga-
nizado en Ecuador. Por falta de control u omi-
sión de sus responsables, así como deficientes 
políticas contra el narcotráfico, facilitaron que 
el país fuera considerado la autopista de la 
ruta de la cocaína hacia los grandes mercados 
de consumo (Insight Crime 2019b).

d. Composición de la demanda 

En el mercado de destino, los kilos de cocaí-
na se dividirán en pequeñas porciones hasta 
venderse en gramos por las organizaciones de 
microtráfico. El consumidor constituye el úl-
timo eslabón para concretar una cadena pro-

ductiva, definida por el tamaño del mercado, 
los ingresos económicos y la lejanía del merca-
do de consumo en relación con la producción. 
Según la GDS (2018), el gramo de cocaína en 
un país productor como Colombia tiene un 
valor inferior a cinco dólares, mientras que en 
países como Australia supera el valor de 215 
dólares por gramo. Incluso, la ganancia de 
quienes venden la sustancia al menudeo tien-
de a ser mayor, ya que normalmente mezclan 
la cocaína con maicena, talco o flúor para in-
crementar sus ganancias (NIDA 2018).

El primer factor a considerar es la compo-
sición de la demanda interior, es decir, cómo 
se estructura y funciona el mercado de micro-
tráfico a partir de la percepción, interpreta-
ción y respuestas a las necesidades de los com-
pradores. Por ejemplo, el World Drug Report 
(WDR) de 2015 calculó que en el mundo 255 
millones de personas entre 15 y 64 años con-
sumieron algún tipo de drogas. Eso representa 
un enorme mercado de venta para el narcotrá-
fico (UNODC 2015b). Determinar el mer-
cado de consumo y sus tendencias es funda-
mental para comprender las necesidades de los 
consumidores y las estrategias emprendidas 
por las organizaciones criminales dedicadas 
a la venta de drogas. Es así que, para 2018, 
las tendencias muestran un mayor consumo 
en países asiáticos, especialmente en Australia, 
donde el 2,5 % de la población adulta –es de-
cir, 61 500 personas– consumió cocaína du-
rante el último año. Asimismo, el WDR de 
2019 muestra que aproximadamente el 2,5 % 
de los consumidores a escala mundial provie-
ne de Estados Unidos (UNODC 2019b). 

Las cifras de consumidores determinan los 
destinos principales y las estrategias de trans-
porte del clorhidrato de cocaína producido 
en los Andes. En otras palabras, el precio fi-
nal al consumidor depende de la rentabilidad 
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del mercado de consumo, de las dificultades 
para el envío de la sustancia y, finalmente, del 
número de organizaciones que participan en 
la competencia local del mercado de micro-
tráfico. 

e. Gobierno

El Estado ecuatoriano presenta importantes 
resultados en la incautación de cocaína en la 
región. Resalta también el hecho de que este 
país considera al consumo como un tema de 
salud pública, para lo cual existen tablas de 
tolerancia para el porte máximo de ciertas sus-
tancias, entendiéndose que el consumidor no 
es un delincuente y aplicando fuertes sancio-
nes para quienes trafiquen sustancias catalo-
gadas. No obstante, se requieren acciones de 
control para la cadena productiva del narco-
tráfico. El hecho de que la mayoría de la droga 
se incaute en puertos da cuenta del bajo nivel 
de control en fronteras.  

Un tema de preocupación es la infiltra-
ción y cooptación del COT en los gobiernos 
ecuatorianos. Algunos casos denunciados en 
la prensa local fueron: las irregularidades en 
los juicios de familiares de alias ‘Gerald’; la de-
tención de cuatro militares y un funcionario 
de la DAC por tráfico de drogas; la liberación 
de Telmo Castro y su posterior asesinato; la 
relación entre alias Guacho y los mexicanos 
(permitían aterrizar avionetas en las haciendas 
en Tosagua y Babahoyo); las operaciones de 
avionetas mexicanas desde Muisne; la entrega 
de falsas licencias por parte de seis empleados 
de la Dirección Nacional de Espacios Acuá-
ticos y la Subsecretaría de Puertos a pescado-
res en Esmeraldas; los casos de narcotráfico 
en Sucumbíos entre el Cartel de Sinaloa y la 
Constru; las declaraciones de Jorge Cifuentes 
y el soborno de 400 000 dólares a los marinos 

ecuatorianos; el aterrizaje de una avioneta con 
droga en la Refinería del Pacífico; el ingreso 
de tres toneladas de droga a la Base Aérea de 
Manta; el velatorio narco del expolicía alias 
Cheo; los servicios de logística para el envío 
de cocaína por parte de los hermanos Larrea, 
con miembros de la DAC, de la Fuerza Aé-
rea Ecuatoriana (FAE) y la Policía y la red de 
traficantes mexicanos que involucraba a tres 
miembros de la FAE. Estos sucesos dan cuenta 
de la fragilidad institucional, la alta coopta-
ción del COT y la corrupción en todos los 
poderes e instituciones del Estado. 

Otro dato interesante fueron los resul-
tados de la operación Camaleón, en octu-
bre de 2018, en la que siete militares y sie-
te civiles ecuatorianos fueron detenidos por 
proveer balas de recintos militares (Torres y 
Arroyo 2019) a la organización liderada por 
alias Guacho. Esos datos dan cuenta de que, 
si bien el Estado juega un papel importante 
para controlar el COT, la falta de mecanismos 
de transparencia y lucha contra la corrupción 
facilita las acciones de las organizaciones en 
territorio ecuatoriano para permanecer e in-
sertarse en la economía del narcotráfico.  

A ello se suma la desinstitucionalización de 
la Secretaría de Inteligencia ecuatoriana (Se-
nain), que realizaba actividades de inteligencia 
política. Esto significó una falla estratégica para 
anticipar acciones y amenazas hacia el Estado 
por parte del crimen organizado, y retomar 
prácticas pretóricas como el liderazgo militar y 
las alianzas con Estados Unidos en el combate 
al narcotráfico. Esa serie de eventos da cuenta 
de que el Estado ecuatoriano tiene graves pro-
blemas de infiltración, una carencia en inteli-
gencia estratégica, así como problemas de coor-
dinación interinstitucional. Las deficiencias se 
traducen en el escenario ideal para la inserción 
estratégica del narcotráfico en el país.
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Conclusiones

Mediante diversos análisis de detección sate-
lital, revisión bibliográfica, análisis estadístico 
y entrevistas a actores clave, la investigación 
afirma que el Ecuador se insertó en la econo-
mía del narcotráfico, al pasar de ser un país se-
cundario en el suministro y transporte de sus-
tancias ilícitas, a ser un país privilegiado en la 
cadena de valor del narcotráfico. Las eviden-
cias alrededor de los cultivos ilícitos de hoja 
de coca en Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos, 
las múltiples rutas de abastecimiento desde 
Colombia, las pistas aéreas no controladas, las 
disputas territoriales y el incremento de la vio-
lencia hacen del país un territorio ideal para 
la economía del crimen organizado. La inves-
tigación halló más de 700 hectáreas de hoja 
de coca en la frontera norte, atribuidos princi-
palmente a la fronterización de cultivos en la 
zona limítrofe con Colombia y Perú, así como 
un paulatino abandono y falsa confianza de 
las Fuerzas Armadas en la zona de frontera y 
una descoordinación trinacional en potencia-
les zonas de cultivos ilícitos.  

Este hecho resulta aún más preocupante 
si se evalúan las políticas públicas implemen-
tadas en el Ecuador en los últimos años. La 
desinstitucionalización del sistema de inte-
ligencia, la ausencia de una ley de inteligen-
cia, la negligencia ante la corrupción de los 
funcionarios de gobierno, el caos legislativo 
para la aprobación de una ley de extinción de 
dominio, entre otros, son tareas que el Estado 
ecuatoriano requiere evaluar para enfrentar al 
crimen organizado transnacional. 

Lamentablemente, los métodos de inno-
vación del COT son acelerados frente a las 
estrategias implementadas por el Estado ecua-
toriano para detenerlo. El Estado tiene una 
importante misión para mejorar su sistema de 

transparencia y la lucha contra la corrupción 
en ciertas instituciones clave, como la DAC, 
el sistema judicial, las Fuerzas Armadas y la 
Policía Nacional. 

Se sugiere que, para investigaciones futu-
ras, uno de los elementos a trabajar para mejo-
rar el análisis de la cadena de valor consista en 
conocer en detalle los métodos de lavado de 
activos y su influencia en la inyección de capi-
tal en cada eslabón de la cadena. Asimismo, se 
sugiere corroborar el análisis satelital con visi-
tas de campo por parte de las instituciones de 
control y actualizar el Informe de monitoreo de 
cultivos ilícitos con Naciones Unidas.  

Analizar al narcotráfico desde la teoría de 
ventajas competitivas genera resultados prome-
tedores para contextualizar y abordar la eco-
nomía del crimen organizado desde una pers-
pectiva de Economía Política Internacional. 
Asimismo, se puede desagregar cada eslabón 
del negocio del narcotráfico, establecer escena-
rios de inteligencia estratégica y prospectiva y, 
al mismo tiempo, presentar potenciales solu-
ciones para mitigar dicha expansión. 
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Resumen 
El narcotráfico como tema de estudio ha estado tradicionalmente vinculado a perspectivas ins-
titucionales y estadocéntricas, en las que la producción académica se enfoca en la violencia, 
el comercio de drogas, el terrorismo, el conflicto armado y la política de drogas. A partir de 
una revisión de literatura y un análisis bibliométrico, el objetivo de este artículo es ofrecer tres 
aproximaciones alternativas a la agenda de investigación del fenómeno: el régimen político, 
la paradiplomacia y el medio ambiente. Sostenemos tres grandes argumentos de debate. En 
relación con el régimen político, el narcotráfico se expande en contextos de autocratización y 
se consolida en regímenes autoritarios. Por otro lado, la paradiplomacia de las organizaciones 
criminales tiene un bajo costo, en términos de cooperación, comparada con aquella diplomacia 
que desarrollan los Estados. Por último, es evidente la existencia de un problema de degradación 
ambiental en la implementación de las políticas de lucha contra las drogas. Concluimos que 
estos argumentos revelan la complejidad y la necesidad de abordar al narcotráfico más allá de 
los enfoques clásicos.  

Palabras clave: autoritarismo; medio ambiente; narcotráfico; paradiplomacia; régimen político 

Abstract
Drug trafficking as a subject of study has traditionally been linked to institutional and State-
centric perspectives, in which academic production focuses on violence, drug trade, terrorism, 
armed conflict and drug policy. Based on a literature review and a bibliometric analysis, the 
objective of this article is to offer three alternative approaches to the research agenda of this 
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phenomenon: the political regime, the para-
diplomacy, and the environment. We present 
three major arguments for debate. In relation 
to the political regime, drug trafficking expands 
in contexts of autocratization and consolidates 
itself in authoritarian regimes. On the other 
hand, the paradiplomacy of criminal organiza-
tions has a low cost, in terms of cooperation, 
compared to that of the States. Finally, the exis-
tence of an environmental degradation problem 
in the implementation of anti-drug policies is 
evident. We conclude that these arguments re-
veal the complexity and the need to approach 
drug trafficking beyond classical approaches.

Keywords: authoritarianism; drug trafficking; 
environment; paradiplomacy; political regime; 
Treadmill of Destruction

Introducción 

El propósito del presente estudio es proponer 
tres aproximaciones alternativas a la agenda 
de investigación sobre el narcotráfico. Dichas 
propuestas están presentadas en tres momen-
tos distintos. En primer lugar, la relación entre 
regímenes políticos y narcotráfico; en segundo 
lugar, la política exterior y paradiplomacia del 
narcotráfico y, en tercer lugar, el impacto de 
las políticas públicas que combaten el fenó-
meno, pero que afectan al medio ambiente.

La revisión de la literatura sobre el nar-
cotráfico permite entender ciertos vacíos 
alrededor del abordaje temático no conven-
cional. Autores como Bartolomé (2018), 
Giménez-Gómez, Walle y Zergawu (2019), 
Verdes-Montenegro (2015) y Müller (2018) 
llaman la atención sobre la ampliación de la 
agenda de seguridad internacional y sobre la 
necesidad de estudiar nuevas interacciones en 
la materia. Esto permite de alguna manera 
construir puentes alrededor de las dinámicas 

y lógicas del narcotráfico, y un viraje en los 
enfoques analíticos. En la sección metodoló-
gica del presente estudio se resalta la informa-
ción concerniente a una especie de geopolítica 
bibliométrica, que concentra buena parte de 
los estudios en la materia. Los vacíos son, al 
mismo tiempo, oportunidades para el aporte 
sobre los estudios del fenómeno. La hipótesis 
del artículo es que la construcción de nuevas 
aproximaciones a la agenda de investigación 
sobre el narcotráfico en el siglo XXI permite 
comprender de manera integral y alternativa 
las lógicas concernientes a la compleja noción 
de amenaza del narcotráfico. Las tres apro-
ximaciones aportan a un estado del arte en 
construcción.

Metodología 

El presente artículo parte del siguiente cues-
tionamiento: ¿por qué construir nuevas apro-
ximaciones a la agenda de investigación sobre 
el narcotráfico en el siglo XXI? La agenda de 
investigación sobre la materia ha estado defi-
nida por corrientes y enfoques tradicionales, 
que redundan en una lógica exclusivamente 
estadocéntrica. El Estado en el siglo XXI se 
enfrenta a desafíos que desbordan y cooptan 
su capacidad. Por tal razón, la necesidad de 
construir nuevas aproximaciones se convierte 
en un insumo fundamental para entender, ex-
plicar y brindar soluciones a un flagelo global, 
desde perspectivas alternativas.

Con base en lo anterior, la metodología 
usada consta de una revisión y de un análisis 
bibliométrico sobre las temáticas y concep-
tos asociados con las palabras narcotráfico y 
drug trafficking. Posteriormente, se identifican 
“nodos” temáticos que permiten construir un 
análisis del estado actual de la materia y de-
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tectar los vacíos, para proponer nuevas apro-
ximaciones.

El artículo identifica los vacíos de la litera-
tura alrededor del fenómeno del narcotráfico 
mediante un ejercicio bibliométrico. Dicho 
ejercicio se realizó a partir de los datos brin-
dados por las bases de Scopus y Web of Science 
(WOS). El gráfico 1 brinda algunas ideas sobre 
las tendencias en la agenda de análisis respec-
to al narcotráfico. Se resalta que los estudios se 
han enfocado en los siguientes temas: violen-
cia, comercio de drogas, terrorismo, lavado de 
dinero, conflicto armado, control de drogas y 
política de drogas. La producción académica ha 
dejado de lado asuntos como regímenes polí-
ticos, paradiplomacia e impactos ambientales.

Los hallazgos más relevantes en la materia 
están vinculados a dos posibles relaciones. En 
primer lugar, como se puede evidenciar en las 

tablas 1 y 2, los cinco países que encabezan la 
producción de artículos científicos publicados 
en WOS y Scopus presentan similitudes en 
cuanto a su régimen político,4 debido a que 
son democracias liberales, de acuerdo con el 
Índice de Democracia Liberal (mapa 1). En 

4 China es la excepción porque su régimen político se confi-
gura como un modelo autoritario de partido único.

Gráfico 1. Bibliometría sobre temas y conceptos asociados al narcotráfico

Fuente: WOS 2020.

Tabla 1. Artículos encontrados en WOS por 
países: drug trafficking

Total: 9412

USA 3145

China 728

Inglaterra 513

Italia 428

Canadá 415

Fuente: elaboración propia con base en los reportes de WOS 
(2020).
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segundo lugar, se puede afirmar la existencia 
de una geopolítica bibliométrica del narco-
tráfico.

Regímenes políticos y narcotráfico

Entre 1974 y 1990, varios países alrededor 
del mundo experimentaron la denominada 
Tercera Ola de la Democratización (Hunt-
ington 1991). Europa, América Latina y Asia5 
fueron los continentes más afectados por este 
fenómeno, en el que varios regímenes autori-
tarios transitaron hacia una democratización 

5 Huntington (1994) ubica el inicio la Tercera Ola de la De-
mocracia en Europa, con la caída de los regímenes autorita-
rios en Portugal (1974) y España (1975). Entre 1974 y 1990 
la democracia se expande en América Latina y Asia, como 
lo demuestran los casos de Ecuador (1979), India (1980), 
Bolivia (1982), Argentina (1983), El Salvador (1984), Fili-
pinas (1986), Corea del Sur (1987), Pakistán (1988), Chile 
(1989), Panamá y Nicaragua (1990). 

plena o iniciaron un proceso de liberalización, 
bajo la apertura progresiva de libertades civi-
les y políticas. Factores como el quiebre de las 
élites autoritarias (Stepan 1988) y la presión 
internacional (Whitehead 2001) apuntalaron 
los procesos de apertura hacia la democracia, 
cuyo punto más alto coincidió con la desinte-
gración de la Unión Soviética y el final de la 
Guerra Fría. 

Tabla 2. Artículos encontrados en SCOPUS 
por países: drug trafficking

Artículos encontrados en SCOPUS  
por países - drug trafficking (total 2677)

Estados Unidos 716

Reino Unido 191

Brasil 137

México 111

Australia 109

Fuente: elaboración propia con base en los reportes de Scopus 
(2020).

Mapa 1. Índice de democracia liberal 2018

Fuente: V-Dem 2020.
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Junto al establecimiento de la democracia, 
se iniciaron grandes reformas económicas, que 
liberalizaron los mercados e incrementaron la 
interdependencia económica. La reforma del 
paradigma económico se generó como una 
respuesta a la crisis del petróleo de 1973, re-
sultante de las rigideces estructurales producto 
de la intervención estatal (Henisz, Zelner, y 
Guillén 2005). El nuevo modelo promercado 
incentivó a los gobiernos a la desregularización 
de la industria, la liberalización de los precios y 
la privatización de las empresas estatales. Para 
Strange (2001), supuso la retirada del Estado, 
un fenómeno de declinación del poder estatal 
frente al ascenso de las entidades financieras y 
las empresas privadas en la toma de decisiones 
a escala internacional y doméstica. 

Paradójicamente, la expansión de las liber-
tades políticas y económicas sirvió de asidero a 
una mayor expansión del tráfico de drogas, que 
redundó en el incremento de la corrupción e 
incluso en la emergencia de Estados mafiosos 
(Naím 2012). A dichos Estados no los define 
una lógica de cooptación unidireccional de los 
grupos del crimen organizado hacia el aparato 
estatal, sino una colusión entre funcionarios gu-
bernamentales y organizaciones criminales, al 
punto de que en ocasiones es el mismo Estado 
quien toma el control de las redes ilegales (Naím 
2012) para su instrumentalización y usufructo. 

En este sentido, Snyder y Durán-Martínez 
(2009, 87) han puesto de manifiesto la nece-
sidad de estudiar la relación entre los regíme-
nes políticos y el narcotráfico, a partir de las 
conclusiones sobre su propuesta teórica, para 
explicar la relación entre la ilegalidad y la vio-
lencia en México y Colombia.

Esto plantea la pregunta: ¿son factibles 
los esquemas de protección de mafias pa-
trocinados por el Estado en los sistemas 

democráticos? (...) En términos más ge-
nerales, ¿cuál es la relación entre el tipo 
de régimen político y la violencia en los 
mercados ilícitos? (...) Las instituciones de 
protección duraderas pueden resultar más 
difíciles de mantener en los sistemas de-
mocráticos. Por lo tanto, la probabilidad 
de que los mercados ilícitos generen vio-
lencia puede ser mayor en las democracias 
que en las no democracias.6

Respondiendo a la necesidad de comprender 
este fenómeno, la literatura académica se ha 
concentrado mayormente en estudiar la aso-
ciación entre los regímenes democráticos y el 
narcotráfico. Dentro de estas investigaciones, 
Briscoe, Perdomo y Uribe Burcher (2014),  
Shelley (2001) y Duncan (2014) han des-
cubierto el efecto del narcotráfico en las di-
ferentes aristas que componen la política de-
mocrática. Por ejemplo, Duncan (2014) ha 
propuesto para los casos de Colombia y Mé-
xico un modelo explicativo sobre las distintas 
formas de relacionamiento entre las élites po-
líticas y las mafias que permiten la transforma-
ción de los medios de coerción ilegal en poder 
político. 

Fundamentalmente, el control político de 
las mafias está condicionado por el tipo de 
redistribución de recursos públicos y la exis-
tencia de una subcultura narcotraficante. El 
cruce de estas variables genera tres tipos de 
relación entre el narcotráfico y el poder po-
lítico, que afectan el orden social. El primer 
modelo comprende la ausencia de influencia 
del actor ilegal debido a la existencia de una 

6 “This raises the question, are state-sponsored protection 
rackets feasible in democratic systems? (…) More generally, 
what is the relationship between the type of political regime 
and violence in illicit markets? (…) durable Institutions of 
protection may prove harder to sustain in democratic systems. 
Hence, the likelihood that illicit markets will generate vio-
lence may be higher in democracies than in non-democracies. 
La anterior traducción es hecha por los autores del artículo”.
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oferta ilimitada de recursos públicos, carac-
terística de las ciudades grandes. El segundo 
modelo, denominado oligopolio de coerción,7 
surge como consecuencia de una colusión 
entre el poder político local y los narcotrafi-
cantes, en la que los primeros obtienen dinero 
para financiar sus campañas electorales y los 
segundos, el cese de la persecución de sus ac-
tividades ilegales por parte de las autoridades. 
En ese escenario, la distribución de bienes pú-
blicos está a cargo del sistema clientelar de la 
élite política local, cuya financiación tiene ori-
gen en los ingresos del tráfico de drogas y, por 
ende, el actor ilegal obtiene reconocimiento 
social dentro de la comunidad. Posterior-
mente, el tercer modelo representa el punto 
máximo de dominación del narcotráfico, en 
el que las élites legales no logran dominar el 
territorio y la asimilación de las instituciones 
criminales por parte de la población es efecti-
va, lo cual genera un orden social favorable al 
actor ilegal (Duncan 2014, 11–16). 

Por otro lado, se han estudiado los efec-
tos de los legados autoritarios para las nuevas 
democracias y su efecto en la lucha contra el 
tráfico de drogas. Por ejemplo, Velasco (2005) 
afirma que el posicionamiento de México 
como un país productor de drogas ilícitas 
afectó la calidad de la democracia, debido a 
que minó el imperio de la ley, creando rela-
ciones de competencia y tolerancia entre los 
agentes estatales y los grupos narcotraficantes. 
En ese mismo sentido, Shelley (2001) revela 
que el Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte (TLCAN) entre México, Estados 
Unidos y Canadá potenció las oportunidades 
de tráfico de drogas desde México. Esto se 

7 Duncan (2014, 3) define el oligopolio de coerción como 
sistemas autoritarios subnacionales que se caracterizan por 
un permanente papel de la violencia en las relaciones del 
poder local con la población y el Estado. 

unió a la cooptación de los aparatos estatales 
por parte de los grandes carteles, que aprove-
charon el proceso de descentralización para 
abaratar los costos de su protección por parte 
las esferas políticas locales (Snyder y Durán-
Martínez 2009). 

En el mismo sentido, en Asia Central, las 
exrepúblicas soviéticas de Tayikistán y Kir-
guistán representan casos de estudios paradig-
máticos, debido a su cercanía con Afganistán, 
un país productor de opio. Tanto la existencia 
de exfuncionarios del antiguo régimen sovié-
tico y su asociación al crimen organizado (De 
Danieli 2014) como el uso de la retórica de la 
lucha contra las drogas para detener a los opo-
sitores (Rahmani 2018) han sido causas suge-
ridas para explicar el persistente autoritarismo 
en esa zona del mundo.  

Recientemente, se han esgrimido dos casos 
de estudio más para analizar la relación entre 
el autoritarismo y el narcotráfico: Rusia y Ve-
nezuela. En ambos países, los poderes ejecuti-
vos han amasado poder en detrimento de las 
instituciones democráticas como el Congreso 
y los tribunales, lo cual ha lesionado grave-
mente la separación de poderes. Lo anterior 
ha sido consecuencia de la habilidad de Putin 
y Chávez en la manipulación de las normas 
democráticas para perpetuarse en el poder 
(Coppedge 2017). Ello ha decantado en esce-
narios de discrecionalidad en la toma de deci-
siones políticas, que facilitan la interacción y 
las posibles alianzas con agentes estatales. 

Por ejemplo, en Rusia, las organizaciones 
criminales son las responsables de un tercio del 
tráfico de heroína desde Afganistán hacia Eu-
ropa. Este corredor se ha favorecido gracias a 
la colusión de organismos de seguridad como 
el Servicio de Inteligencia Extranjera (Sluzhba 
Vnéshney Razvedki, SVR), el Servicio de Inte-
ligencia Militar (Glávnoye Razvédyvatelnoye 
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Upravlenie, GRU) y el Servicio Federal de Se-
guridad (Federálnaya Sluzhba Bezopásnosti Ros-
síyskoi Federatsii, FSB) con organizaciones del 
crimen organizado, en un contexto de institu-
cionalización de la corrupción post-colapso de 
la Unión Soviética. Con la llegada de Vladimir 
Putin al poder y la implementación de la “es-
tructura vertical de poder”, las organizaciones 
criminales rusas han sido relegadas a un papel 
subsidiario en las actividades represivas estata-
les, tanto a escala doméstica como internacio-
nal (Galeotti 2017, 6–7).

Por su parte, en el caso venezolano, las ru-
tas del narcotráfico empezaron a vigorizarse 
con el ascenso al poder del presidente Hugo 
Chávez (1998-2013). La concentración de 
poder desdibujó las fronteras entre el gobier-
no y el Estado (Rodríguez y Rondón 2016), 
un fenómeno que habría incrementado la apa-
rición de actividades ilícitas entre funciona-
rios del gobierno y organizaciones criminales. 
El conflicto armado colombiano y las afinida-
des ideológicas de Chávez con la guerrilla de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Co-
lombia Ejército del Pueblo (FARC-EP) refor-
zaron el involucramiento de altos cuadros del 
gobierno venezolano con el tráfico de drogas. 

Tras el intento de golpe de Estado en 2002, 
la política exterior del presidente Chávez em-
pezó a distanciarse e incluso a antagonizar con 
Estados Unidos (Corrales y Penfold-Becerra 
2011). Este viraje diplomático tuvo impacto en 
la cooperación antidroga. En 2004, el presiden-
te Chávez anunció el final de cooperación con 
la Administración para el Control de Drogas y 
al año siguiente hizo aprobar un nuevo marco 
legal para la investigación de delitos relaciona-
dos con el narcotráfico, que quedaría en manos 
de todos los componentes de la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana (FANB) y no solo de la 
Guardia Nacional (Serbin Pont 2018).

Estas maniobras políticas y legales cons-
tituyeron una ventana de oportunidad para 
la emergencia de un nuevo actor criminal, 
el Cartel de los Soles, un conjunto de altos 
funcionarios, civiles y militares venezolanos 
involucrados en el tráfico de drogas.8 Luego 
de la captura de varios narcotraficantes co-
lombianos entre 2010 y 2011, este grupo de 
civiles y militares empezó a monopolizar el 
tráfico de drogas hacia Europa, tras el vacío 
de poder en las estructuras criminales con 
asiento en Venezuela. Recientemente, la cap-
tura de los sobrinos del presidente Maduro, 
sucesor de Chávez, en el tráfico de estupe-
facientes, ha destapado el nivel de compli-
cidad de Caracas con el crimen organizado 
(InSight Crime 2018). 

Estos estudios están en consonancia con  
la existencia de una tercera ola autocrática 
en desarrollo (Lührmann y Lindberg 2019). 
La autocratización, fenómeno distintivo de 
esta ola, ha sido patente en varios países del 
mundo como Hungría, Turquía, Venezuela y 
Burundi. Se caracteriza por la introducción 
gradual de elementos autoritarios mediante 
procedimientos legales (Lührmann y Lind-
berg 2019, 1104), lo que la diferencia de las 
formas tradicionales de quiebres democráticos 
(como los golpes militares), más asociadas 
a las contra-olas autoritarias expuestas por 
Huntington (1994). En su relación con el fe-
nómeno del narcotráfico, la democracia sigue 
siendo el punto de partida, pero los procesos 
de autocratización fungen como mecanismo 
causal que explicaría el establecimiento de 

8 Entre los funcionarios acusados y sancionados por diversos 
países por su presunto relacionamiento con actividades de 
tráfico de drogas están Diosdado Cabello, presidente de la 
Asamblea Constituyente, Tareck El-Aissami, vicepresidente 
sectorial de Economía, Henry Rangel Silva, gobernador del 
Estado Trujillo y Néstor Reverol, Ministro del Poder Popular 
para las Relaciones Interiores, Justicia y Paz.
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nuevos mercados ilícitos de drogas, debido al 
alto nivel de discrecionalidad política, que in-
hibe la rendición de cuentas horizontal. 

Sin embargo, resulta llamativa la escasez 
de estudios sobre el narcotráfico en los regí-
menes autoritarios plenos. En esa línea, son 
pocos los casos de estudio para profundizar las 
lógicas causales que explican cómo el autorita-
rismo puede causar un aumento del tráfico de 
drogas. Algunos regímenes militares en Amé-
rica Latina y el sureste asiático han favorecido 
el tráfico de drogas a través de arreglos infor-
males con organizaciones criminales. 

En Panamá, a pesar de mantener una eco-
nomía basada en los servicios financieros, el 
régimen militar del general Manuel Antonio 
Noriega (1983-1989) optó por el lavado de 
dinero del Cartel de Medellín (Ropp 1992). 
Otro caso latinoamericano es el gobierno del 
general Luis García Meza (1980-1981), que 
se vio envuelto en un escándalo internacional 
al comprobarse sus vínculos en la producción 
y el envío de drogas (Gillies 2018), situación 
que motivó a su aliado ideológico, Estados 
Unidos, a condenar al régimen de facto boli-
viano.9 Finalmente, en Birmania, la protección 
gubernamental al tráfico de opio se dio en un 
contexto de guerra civil, y como consecuencia 
de un proceso de paz, en la década de 1990, 
con los grupos insurgentes que desafiaban el 
dominio autoritario (Snyder 2006). En estos 
casos, los contextos de estabilidad autoritaria 
se entenderían como un proceso de institu-
cionalización de prácticas de colusión estatal 
con actores criminales que se normalizan con 
el paso del tiempo y representan beneficios de 

9 Tras las revelaciones del programa 60 minutes del periodista 
estadounidense Mike Wallace en donde se acusaba de compli-
cidad a altos funcionarios bolivianos con capos del narcotráfi-
co boliviano, Estados Unidos retiró a su embajador en La Paz 
y cortó su ayuda económica y militar al régimen boliviano. 

estabilidad tanto para el negocio lícito como 
para el régimen autoritario.  

En suma, la relación entre narcotráfico y 
régimen político no es evidente, debido a la 
existencia del narcotráfico tanto en democra-
cias como en dictaduras. Sin embargo, la revi-
sión de la literatura nos brinda una aproxima-
ción a esta relación, que no excluye a ambos 
regímenes, pero sí resalta que los autoritarios 
podrían favorecer más el tráfico de drogas. 
Los procesos de erosión democrática facili-
tan la expansión del narcotráfico debido a la 
cooptación de los centros de poder indepen-
dientes, lo que incentiva a las organizaciones 
criminales a trasladar sus operaciones a países 
cuya estabilidad política es fuente de seguri-
dad para el negocio ilícito. Sin embargo, la 
consolidación del régimen autoritario permi-
te consolidar redes y prácticas rutinarias, que 
mantienen la estabilidad de las operaciones 
ilícitas, e incluso representan ingresos para los 
oficiales del régimen, con lo que se mantiene 
la cohesión de la élite autoritaria.

Paradiplomacia del narcotráfico

La diplomacia moderna y las interacciones 
entre actores se han extendido a nuevas es-
feras. Aquellas extensiones han empezado a 
involucrar escenarios no tradicionales para el 
análisis e incluso aproximaciones teóricas para 
explicar la diversificación de marcos de acción 
y roles de actores que anteriormente no se te-
nían en cuenta (Volker 2018).

Los estudios sobre política exterior están 
ampliamente basados en perspectivas estado-
céntricas e institucionales, con algunas varia-
ciones contemporáneas que se acercan a la 
paradiplomacia y a la dimensión subnacional. 
El centro de gravedad de dichos estudios refle-
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ja construcciones sobre los procesos y la toma 
de decisiones en varios niveles de análisis, que 
redundan en la concreción de políticas públi-
cas exteriores. La idea de la configuración de 
un interés nacional, la diplomacia y los engra-
najes entre lo doméstico e internacional han 
motivado estudios sobre la materia. 

De tal manera, la política exterior ha sido 
objeto de análisis para dar explicaciones sisté-
micas a comportamientos y decisiones de los 
Estados en condiciones racionales, una activi-
dad que desde los enfoques del análisis de la 
política exterior determina el rol de los minis-
terios de asuntos exteriores (Axworthy 2013). 
Sin embargo, la volatilidad de los fenómenos 
contemporáneos evoca nuevas aproximacio-
nes sobre los estudios de la política exterior. 

Consecuentemente a la idea previa de que 
en condiciones autoritarias la permisividad 
y la capacidad de gestación del narcotráfico 
es más viable, el narcotráfico también posee 
instrumentos para generar política exterior 
paralela. Es decir, los grupos narcotraficantes 
poseen elementos racionales en el proceso de 
toma de decisiones, para construir canales y 
conductos de comunicación, en aras de satis-
facer sus intereses.

Los estudios sobre la paradiplomacia han 
debatido desde sus orígenes sobre las capaci-
dades subestatales para ejercer la diplomacia 
(Jackson 2018), pero fueron los trabajos de 
Butler (1961), Duchacek (1986) y Aguirre 
(1999) los que abrieron el desarrollo del con-
cepto directamente relacionado con la idea de 
la microdiplomacia. A pesar de aquellos es-
fuerzos embrionarios por identificar  nuevas 
aproximaciones a los estudios de la diploma-
cia y la política exterior, hay un bajo consenso 
definitorio sobre la paradiplomacia (Kuznet-
sov 2014). No obstante, Kuznetzov advierte 
que está configurada y directamente ligada al 

desempeño de un actor en el ámbito interna-
cional, como “diplomacia constituyente”, “di-
plomacia regional”, “diplomacia subestatal”, 
“microdiplomacia”, “diplomacia multicapa”, 
“diplomacia catalítica”, “proto-diplomacia”, 
“postdiplomacia”, etc. (Kuznetsov 2014, 26). 
Con base en lo anterior, los grupos narcotrafi-
cantes también entran en la dinámica de acto-
res paradiplomáticos y ello conlleva una nue-
va aproximación académica sobre los estudios 
subnacionales no convencionales.

Dentro de las lógicas del narcotráfico, la 
paradiplomacia posee menos costos de tran-
sacción que los asociados con los métodos 
convencionales y estatales. A saber, entre Es-
tados, las cancillerías representan dispositivos 
burocráticos complejos (Constas 1958), pero 
en la configuración del crimen organizado y 
narcotráfico, el asunto convergente del lucro 
representa un engranaje sencillo, que facilita 
las interlocuciones entre grupos, individuos 
y actores. Por ejemplo, la región del valle de 
los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM) 
en Perú, se ha convertido en un espacio estra-
tégico en el que confluyen las “diplomacias” 
paralelas de distintos grupos narcotraficantes 
del mundo. Grupos postsenderistas, carteles 
mexicanos, grupos criminales colombianos, 
clanes familiares peruanos, entre otros, con-
trolan el 46 % de la coca total de Perú en el 
VRAEM (UNODC 2017). Los anteriores 
actores alcanzan a construir canales de comu-
nicación constante con otros grupos en dife-
rentes continentes (Durbin 2013).

La construcción de rutas intralatinoame-
ricanas hace posible el traslado de la cocaína 
desde los lugares de producción hasta los des-
tinos en Europa (Alda 2018), una dinámica 
evidente de segmentación y especialización 
del trabajo en los eslabones del narcotráfico. 
Las asociaciones ilegales entre grupos narco-
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traficantes han determinado los roles en la 
cadena criminal, reduciendo los costos y au-
mentando los beneficios en las transacciones. 

Otro escenario latinoamericano que mues-
tra la sofisticada relación paradiplomática del 
narcotráfico es el Tapón del Darién, en la fron-
tera colombo-panameña. En esta zona, la au-
sencia del Estado y la gobernanza criminal son 
factores vitales para las relaciones entre grupos 
(Lessing y Graham 2019). Allí el modelo eco-
nómico colaboracionista entre entidades nar-
cotraficantes clásicas como el Ejército de Libe-
ración Nacional (ELN) y las disidencias de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia (FARC) se relacionan con el grupúsculo 
de “Gente del Orden”, “Guerrillas Unidas del 
Pacífico”, “Resistencia Campesina”, la “Banda 
de la Vaca” y la “Banda de Sábalo”, en el tráfi-
co de droga hacia países africanos y de Medio 
Oriente como Yemen, Kenia, Etiopía, Soma-
lia y Siria (Rojas Aravena 2002; Deloughery, 
King y Asal 2012; Ribando et al. 2011). Lo 
anterior, con un beneplácito de transporte y 
de asociaciones de cobro de representaciones 
criminales del cartel de los Zetas y Sinaloa 
(Rabasa et al. 2017).

Cuanto mayor sea el número de grupos ilí-
citos que operan en un área geográfica deter-
minada, mayores son las posibilidades de que 
algunas organizaciones encuentren oportuni-
dades favorables para cooperar y construir va-
sos comunicantes (Perliger y Palmieri 2019). 
Las relaciones paradiplomáticas del narcotrá-
fico también poseen ciertas diversificaciones 
en la reducción de vulnerabilidades del mer-
cado. En la triple frontera (convergencia entre 
Argentina, Paraguay y Brasil), Hezbolá tiene 
conexiones con grupos ilegales. Obtiene el 15 
% de las comisiones sobre la venta ilegal de 
cigarrillos y celulares (Gomis y Carrillo 2016). 
Las cancillerías de Brasilia, Asunción y Bue-

nos Aires, mientras tanto, no conectan estra-
tegias para sincronizar políticas de seguridad 
focalizadas. 

Entonces, para abordar eficazmente la po-
lítica exterior criminal emergente de los acto-
res ilícitos híbridos que combinan aspectos de 
organizaciones criminales, grupos terroristas e 
insurgencias, es necesario reconsiderar la for-
ma en que se clasifican y abordan los modelos 
de análisis de la política exterior en condicio-
nes no tradicionales (Rabasa et al. 2017). Em-
pero, en los análisis de política exterior y de la 
paradiplomacia es viable tener en cuenta los 
viejos roles (Holsti 1970) de los actores nar-
cotraficantes en los nuevos marcos de análisis 
sobre la materia.

Emplear los conceptos y marcos analíticos 
de la política exterior y de la diplomacia tiene 
una explicación coherente, dadas las condicio-
nes sistémicas de los grupos narcotraficantes 
como actores racionales. Las nuevas agendas 
de investigación y los estudios críticos de la 
seguridad han llamado la atención sobre la ne-
cesidad de comprender las actividades ilegales 
que trascienden fronteras. 

Lucha contra el narcotráfico e 
implicaciones sobre el medio 
ambiente

La relación entre narcotráfico y medio am-
biente tradicionalmente se ha enfocado en el 
impacto que tienen los cultivos de droga en el 
hábitat natural, por la alta deforestación (Ál-
varez 2001; 2002; 2007). No obstante, las po-
líticas de lucha contra las drogas han supuesto 
nuevas presiones en el ecosistema (McSwee-
ney 2015), lo cual deviene la más reciente 
preocupación en la agenda de investigación 
relacionada con el nexo entre narcotráfico y 
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medio ambiente. Encontrar respuestas a pre-
guntas como, ¿de qué forma las políticas de 
lucha contra las drogas perjudican el medio 
ambiente?, y ¿cuáles son las consecuencias 
de las políticas de erradicación de cultivos de 
droga en el ecosistema?, representan un punto 
de partida hacia una aproximación académica 
no convencional en los estudios sobre el nar-
cotráfico. 

Las políticas antidrogas varían de país a 
país, sin embargo, tienen algunas consecuen-
cias en común. Por un lado, la erradicación 
de cultivos de droga ha desplazado a los pro-
ductores hacia zonas con alta concentración 
de biodiversidad o focos. En el caso colombia-
no, ello aumentó la deforestación (Dávalos, 
Sánchez, y Armenteras 2016). Esto es posible 
debido a que los grupos ilegales se adaptan a 
las políticas de fumigación, reubicando culti-
vos en zonas de difícil acceso (Rincón-Ruiz y 
Kallis 2013). Por otro lado, recientes investi-
gaciones dan cuenta de la conexión entre la 
militarización de la lucha contra las drogas y la 
degradación ambiental (transferencia de ries-
go militar /Treatmill of Destruction).

La teoría Treadmill of Destruction plantea 
que las Fuerzas Militares poseen dinámicas, 
actividades y usan tecnologías que generan 
profundos impactos ambientales (Hooks y 
Smith 2004; 2005). Estudios sobre el papel 
de los militares en la guerra analizan el efecto 
ambiental que generan sus actividades: uso de 
armas peligrosas, contaminación y devasta-
ción de ecosistemas, alta quema de combus-
tibles fósiles, entre otros (Davis 2002; Klare 
2002; Pellow 2007). Según Smith, Hooks y 
Lengefeld (2014), la guerra contra las drogas 
liderada por Estados Unidos ha incluido el 
uso de químicos que, más allá de controlar los 
cultivos y suprimir la producción de droga, 
transfieren los riesgos de las actividades milita-

res al medio ambiente (Bruggen et al. 2018). 
Amenazan, de la misma forma, la salud de la 
población (Benachour y Séralini 2009; Gas-
nier et al. 2009; Bruggen et al. 2018). 

El debate sobre las consecuencias de la fu-
migación aérea con químicos como glifosato 
y sus impactos en la salud de las personas, así 
como en la fauna y flora, ha aumentado tan-
to a escala nacional como internacional. La 
Agencia Internacional para la Investigación 
del Cáncer (IARC, por sus siglas en inglés) de 
la Organización Mundial de la Salud, luego de 
varias evaluaciones, clasificó al glifosato como 
un herbicida “probablemente cancerígeno 
para los humanos” (Organización Mundial de 
la Salud 2015, 1). Aumentó así la controversia 
respecto a su uso tanto en la erradicación de 
cultivos ilícitos como en actividades agroin-
dustriales. Países como Luxemburgo y Austria 
han iniciado procesos de restricción al uso del 
glifosato en diferentes herbicidas. Luxembur-
go, por ejemplo, anunció que el 31 de diciem-
bre de 2020 abandonará el uso del glifosato en 
sus actividades agroindustriales, convirtiéndo-
se así en el primer país de la Unión Europea en 
prohibir el químico, como un paso hacia pro-
ductos fitosanitarios ecológicos (Ministerio de 
Agricultura Viticultura y Desarrollo Rural de 
Luxemburgo 2020). 

En Colombia, a partir de la evaluación 
del IARC, el Consejo Nacional de Estupefa-
cientes decidió suspender el uso del glifosato 
en el Programa de Erradicación de Cultivos 
Ilícitos mediante Aspersión Aérea con Glifo-
sato (PECIG), invocando el principio de pre-
caución, contenido en la Declaración de Río 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo y aproba-
do en Ley 165 de 1994. El uso del glifosato 
puede repercutir en la salud de las personas 
y generar degradación ambiental (Consejo 
Nacional de Estupefacientes 2015). A su vez, 
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la Corte Constitucional, mediante la senten-
cia T-236/2017, ordenó al Consejo Nacional 
de Estupefacientes no reanudar el PECIG en 
todo el territorio nacional debido a una ame-
naza de vulneración de derechos fundamenta-
les (consulta previa, derecho a la salud y a un 
ambiente sano) en la comunidad de Nóvita, 
Chocó (Corte Constitucional de Colombia 
2017).

La academia no ha sido ajena a esta reali-
dad. Bruggen et al. (2018) han concluido que 
la acumulación del glifosato en el medio am-
biente ha causado cambios en la composición 
del suelo y las plantas, generando efectos cró-
nicos en la salud de personas y animales. Ade-
más, se ha comprobado que el glifosato puede 
aumentar la resistencia a los antibióticos. En 
la misma línea, investigadores de la Universi-
dad Nacional de Colombia realizaron un estu-
dio sobre el impacto del glifosato en algunas 
especies nativas de la fauna colombiana. Se 
encontró que el yamu, el bocachico del Mag-
dalena y el pez fantasma, expuestos a determi-
nadas concentraciones de glifosato, mostraron 
efectos como signos nerviosos, dificultad res-
piratoria y oxidación en branquias, hígado y 
glóbulos rojos (González et al. 2012). 

La Comisión Global de Política de Dro-
gas, una organización conformada por exjefes 
de Estado/Gobierno y líderes mundiales, ha 
llamado la atención sobre la necesidad de re-
formar las políticas de drogas, de forma que se 
enmarquen dentro las metas planteadas en los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). 
La prevención de fumigación aérea y la res-
tricción al uso de pesticidas altamente tóxicos 
para la erradicación de cultivos contribuye 
al logro de los objetivos 2 (hambre cero), 13 
(acción por el clima), 14 (vida submarina) y 
15 (vida de ecosistemas terrestres). Estas re-
comendaciones están encaminadas a prevenir 

que sustancias nocivas afecten la salud de co-
munidades, sus cultivos lícitos y la producción 
de alimentos, y destruyan hábitats naturales y 
ecosistemas tropicales (Comisión Global de 
Política de Drogas 2018; Pauker 2003). 

Los impactos del narcotráfico y la lucha 
contra las drogas en el medio ambiente nos 
proponen una nueva agenda de investigación. 
El enfoque ambiental en los estudios sobre el 
narcotráfico puede brindar un nuevo panora-
ma sobre la relación que existe entre las polí-
ticas antidrogas y la degradación ambiental. A 
partir de ahí, es posible identificar impactos 
tangibles que lleven a formular estrategias de 
desarrollo a largo plazo para solucionar y/o 
mitigar las consecuencias de la lucha contra 
las drogas sobre el medio ambiente. 

Conclusiones

Se identificaron tendencias y espacios vacíos 
en la agenda de investigación tradicional, por 
lo que se aporta al estado del arte en la ma-
teria. Los abordajes académicos clásicos sobre 
el narcotráfico han estado concentrados en 
las dinámicas y flujos de los mercados de las 
drogas, el impacto sobre la seguridad y la ar-
quitectura de políticas públicas en la materia. 
Así, presentan aportes desde una sola arista del 
fenómeno

Construir nuevas aproximaciones a la agen-
da de investigación sobre el narcotráfico en el 
siglo XXI permite ampliar el panorama analí-
tico, involucrar de manera compleja tres esce-
narios poco explorados y preparar nuevos enfo-
ques para avanzar en las futuras investigaciones. 
La propuesta de la intersección entre regímenes 
políticos y narcotráfico puede ser que, a mayor 
rigidez de los sistemas políticos, mayor tenden-
cia a la complicidad con el narcotráfico. En ese 
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sentido, debe entenderse el narcotráfico desde 
un abordaje que privilegie el régimen político. 

Se argumenta que el diseño institucional y 
político de los Estados puede brindar ventajas 
y desventajas para que la ilegalidad prospere, 
tal como señalan Snyder y Durán-Martínez 
(2009). En ese sentido, se concluye que los 
procesos de autocratización facilitan la inser-
ción del narcotráfico, debido a la concentra-
ción de poder, que debilita los contrapesos 
institucionales. Esto permite arreglos más ági-
les y directos entre actores gubernamentales, 
sin el riesgo de rendición de cuentas tanto de 
la sociedad como de las instituciones. 

Con la consolidación del autoritarismo, la 
normalización de prácticas genera una estabi-
lidad que favorece el negocio ilícito y la super-
vivencia del régimen mediante los réditos que 
logra sustraer del tráfico de drogas. Esta pri-
mera aproximación es una oportunidad para 
ampliar la agenda de investigación, incluso con 
sus dificultades metodológicas.10 Los procesos 
de autocratización y los potenciales regímenes 
autoritarios que surgen de esa dinámica pueden 
considerarse explicaciones de la expansión y la 
estabilidad del tráfico de drogas. 

Por otro lado, la idea de entender las di-
námicas y lógicas del narcotráfico desde la 
paradiplomacia genera visiones alternativas 
sobre las conexiones, las relaciones de poder y 
la mitigación de los costos de transacción para 
el crimen. Una noción compleja que intenta 
entender sinergias, presencia y roles entre gru-
pos, organizaciones e individuos en la arqui-
tectura narcotraficante. 

Finalmente, la tercera aproximación hace 

10 Más allá de las implicaciones éticas de la investigación, la 
principal dificultad se concentra en la recolección de datos 
sobre el tráfico de drogas. Estos datos pueden tener vicios de 
certeza, por la influencia de funcionarios y agencias estatales, 
y por la opacidad característica de los regímenes autoritarios. 

énfasis en que la lucha contra las drogas ha 
supuesto presiones sobre el medio ambiente, 
tanto por la erradicación de cultivos ilícitos 
como por la militarización de la lucha contra 
las drogas. Enfoques como la transferencia del 
riesgo militar y la teoría de Treadmill of Des-
truction brindan nuevas aproximaciones, que 
responden al interés por analizar los impactos 
ambientales del narcotráfico, visto como un 
fenómeno complejo, que no solo comprende 
los cultivos y la producción de droga, sino po-
líticas estatales que generan degradación am-
biental. De esa manera, la presente propuesta 
de construcción de agenda de investigación 
intenta romper con los marcos analíticos tra-
dicionales sobre el narcotráfico, al apuntar a 
sus causas subyacentes, a la sinergia con los 
regímenes autoritarios, a la relación paradi-
plomática entre grupos y actores, así como al 
impacto sobre el medio ambiente.
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Resumen 
Este artículo revela el proceso de violencia compleja subyacente al asesinato de Elisabeth Montoya, 
la Monita Retrechera, acusada de ser el nexo entre Ernesto Samper (presidente de Colombia entre 
1994 y 1998) y los carteles de Cali y del Norte del Valle. El tamaño de la violencia desencadenada 
por su asesinato fue proporcional al número de agentes y de vínculos asociados a la Monita, a las 
coaliciones activadas y al número de ofensores alcanzables a través de las trayectorias que los unían 
en las redes que compartían. El uso de la información por parte de todos los agentes involucrados 
tuvo un papel decisivo en el desencadenamiento de la violencia. Después del asesinato, la activación 
de las trayectorias existentes permitió a los agentes de la coalición vengadora extraer información 
con respecto a dónde estaban, qué fuerza tenían y quiénes eran los culpables de la ofensa cometida, 
y actuar en consecuencia.
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Abstract
In order to show a complex violence process, we use the case of the murder of Elisabeth Montoya, 
known as the Monita Retrechera, accused of being the link between Ernesto Samper (president of 
Colombia 1994-1998) and the Cali and Norte del Valle drug cartels. The size of the violence trig-
gered by her murder was proportional not only to the number of agents and links involved but to 
the magnitude of the coalitions activated and the number of  offenders reachable through the paths 
that bound them in the networks to which they belonged. We found that a crucial feature of the 
process was the use of information by all agents involved. The activation of existing links in response 
to the triggering event enabled agents in the offended coalition to extract information regarding 
who their enemies were, where they were located, and what they were capable of, in order to deliver 
violent revenge.

Keywords: drug trafficking; murders; networks; politics; violence

1 Universidad del Cauca, Colombia, gildardov@unicauca.edu.co,      orcid.org/0000-0003-3627-4516
2 Universidad del Valle, Colombia, boris.salazar@correounivalle.edu.co,     orcid.org/0000-0003-1872-7956
3 Universidad del Valle, Colombia, maria.d.castillo@correounivalle.edu.co,       orcid.org/0000-0003-4228-3902

U
RV

IO
, R

ev
is

ta
 L

at
in

oa
m

er
ic

an
a 

de
 E

st
ud

io
s 

de
 S

eg
ur

id
ad

, N
o.

 2
8,

 s
ep

tie
m

br
e-

di
ci

em
br

e 
20

20

 p
p.

47
-6

1 
• 

RE
LA

SE
D

O
R 

y 
FL

A
C

SO
 S

ed
e 

Ec
ua

do
r 

• 
IS

SN
 1

39
0-

42
99

 (e
n 

lín
ea

) y
 1

39
0-

36
91doi.org/10.17141/urvio.28.2020.4405 

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 28 • septiembre-diciembre 2020
 pp.47-61 - © RELASEDOR y FLACSO Sede Ecuador ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691

47



48

Violencia compleja en una red de narcotraficantes...             Gildardo Vanegas, Boris Salazar-Trujillo y María Castillo-Valencia

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 28 • septiembre-diciembre 2020 • pp.47-61
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

Introducción

En los procesos convencionales de violencia 
colectiva, los actos iniciales de provocación 
constituyen narrativas que justifican la violen-
cia de cada parte como una reacción legítima 
de la parte ofendida ante provocaciones de 
la otra. La posición de ofensor y ofendido es 
intercambiable: ambas partes se consideran a 
sí mismas como la ofendida, que ha reaccio-
nado en forma violenta a la provocación ini-
cial del otro. Eso da lugar a una secuencia de 
acciones y reacciones que se prolonga hasta el 
agotamiento de ambas partes, o la derrota de 
una de ellas. En ese proceso, ambas partes de-
vienen grupos con identidades definidas por 
el enfrentamiento permanente con su rival, y 
reforzadas por el ejercicio continuo de la vio-
lencia letal de una contra otra (Papachristos 
2009). Es, en últimas, una relación de antago-
nismo que no solo precede a los eventos, sino 
que también define a las dos partes.

El proceso de violencia compleja que es-
tudiamos en este artículo no es el resultado 
de relaciones antagónicas entre dos partes, ni 
de actos iniciales de provocación integrados 
a narrativas racionalizadoras de la violencia 
letal. No hay una relación de antagonismo 
permanente que preceda a los eventos. En la 
violencia compleja, un evento provocador re-
organiza el campo de relaciones entre agentes 
unidos en red por distintos tipos de vínculos 
y activa nuevas coaliciones, las cuales desenca-
denan una cascada no lineal (Watts 2003) de 
violencia que elimina a los agentes y asociados 
alcanzables de la parte ofensora. La reorgani-
zación de las relaciones causada por el evento 
inicial conecta, mediante vínculos de violen-
cia potencial, a agentes que antes estaban des-
conectados y no eran objetivos de la violencia 
de otros, formando un sistema conexo en el 

que la violencia fluye dependiendo de los re-
cursos y de las informaciones disponibles.

La magnitud de la violencia desencadena-
da es proporcional al número de agentes y de 
vínculos comprometidos en las coaliciones ac-
tivadas y al número de ofensores alcanzables a 
través de los vínculos que los unen en las redes 
a las que pertenecen. Qué tan cerca estén los 
objetivos no es un problema físico, es infor-
macional: la activación de vínculos existentes 
permite a los agentes de la coalición extraer 
información con respecto a dónde están, de 
qué son capaces y quiénes son los culpables de 
la ofensa cometida.

Metodología y soporte teórico: 
elementos fundamentales que 
diferencian la violencia compleja 
de la convencional

La metodología utilizada partió del acopio de 
documentos que permitieron la reconstruc-
ción  de los hechos asociados con el asesinato 
de Elizabeth Montoya (diarios, revistas y ex-
pedientes judiciales) y la revisión de bibliogra-
fía pertinente relacionada con crimen organi-
zado y análisis de redes. Para la elaboración de 
la red que aparece en la figura 1, se construyó 
una matriz de adyacencia, que se procesó con 
el programa Gephi, una herramienta de análi-
sis de redes sociales.

En este gráfico, los agentes están clasifica-
dos en colores de acuerdo con la red a la que 
pertenecen. En color verde oscuro, la Monita 
y sus hombres, lo que incluye a algunas per-
sonas del cartel del Norte del Valle; en verde 
claro, el cartel de Cali y sus hombres; en color 
morado, aliados y traidores de unos y otros; 
en color amarillo, participantes circunstancia-
les en la red; en color azul, políticos y agentes 
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del Estado y en color naranja, policías aliados 
del cartel de Cali.

Varias consideraciones teóricas y meto-
dológicas son importantes para avanzar en la 
comprensión tanto de las interacciones de cada 
uno de los agentes de la red como de las dife-
rencias entre la violencia compleja y la violen-
cia convencional. Primero, eventos aleatorios o 
inesperados pueden cambiar de forma súbita el 
contenido de los vínculos que unen a trafican-
tes y asociados, tornando antagónicas relacio-
nes de lealtad, amistad, negocios, cooperación 

o indiferencia. Ese cambio es posible porque las 
relaciones entre los habitantes de estos mundos 
están organizadas en redes: patrones de víncu-
los entre pares de individuos de los que resul-
tan trayectorias por las que fluyen información, 
dinero y violencia (Sah 1991; Calvó-Armengol 
y Zenou 2004; Ballester, Calvó-Armengol y 
Zenou 2006; 2010; Patacchini y Zenou 2008; 
2012; Campana 2016). 

En estructuras de red, los efectos de cam-
bios ocurridos en la relación entre pares de 
agentes nunca son locales. Se extienden a lo 

Figura 1. Red de relaciones de la Monita

Fuente: elaboración propia.
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largo de las conexiones inducidas por algún 
evento provocador, generando efectos en ca-
dena que incluyen la disolución de las viejas 
coaliciones y su reemplazo por nuevas coali-
ciones que ejercen la violencia letal. El punto 
central es que, en contextos sociales en los 
que el rango y la jerarquía son ambiguos, y 
las reglas de respeto son objeto de disputa, 
la violencia es una reacción contra actos de 
irrespeto. Como lo plantea Gould (2003), la 
ambigüedad en torno al estatus y la jerarquía 
hace que el conflicto siempre esté presente 
en las relaciones entre individuos que inte-
ractúan en ese tipo de contextos. Aunque 
en los mundos de narcotraficantes hay jerar-
quías implícitas, basadas en la capacidad para 
ejercer violencia letal y poder económico, la 
percepción de esa capacidad puede variar en 
forma intempestiva, conduciendo a eventos 
desestabilizadores que pueden desencadenar 
procesos de violencia compleja de mayor 
magnitud.

Segundo, cambios marginales en la infor-
mación con la que cuentan los agentes conec-
tados en red conducen a acciones preventivas 
y ofensivas, y a incrementos en la magnitud 
de la violencia letal. Los cambios marginales 
en la información modulan la violencia letal 
en las distintas fases de su despliegue. La de-
cisión de emprender o no una acción ofensi-
va contra algún objetivo dependerá de cuál 
crean que es el tipo del objetivo por atacar: 
si es capaz o no de eliminar a sus enemigos 
y de responder ataques violentos con vio-
lencia similar. De igual forma, la magnitud 
de la violencia letal que castiga un acto de 
provocación dependerá del alcance de las co-
nexiones en red que unen a la parte ofendida 
con las fuentes que conocen la localización e 
identidad de los agresores. La magnitud de 
la violencia desencadenada por un acto de 

provocación podría ser el resultado de que 
el agresor inicial no conocía la identidad, los 
recursos letales y el tipo de la víctima.

Tercero, los protagonistas de la violen-
cia compleja están muy cerca los unos de los 
otros y están conectados por trayectorias que 
no pasan de dos o tres contactos (ver red de la 
Monita). Viven, aunque no sea su decisión, en 
mundos pequeños (Watts 1999; 2003), en los 
que cualquier persona está a unos pocos pa-
sos o vínculos de las demás (la trayectoria más 
corta promedio en la red de la Monita es 2 y 
el coeficiente de clustering 0.7). La alta inter-
conectividad social en la que viven hace que 
pares de desconocidos puedan encontrarse en 
los lugares de interacción social compartidos 
por todos, sin saber quiénes son, ni de qué son 
capaces. También, que sostengan vínculos de 
negocios, lealtad o amistad cuyo contenido 
podría haber cambiado sin que la otra parte 
lo advirtiera.

En ese contexto, la falta de información 
puede conducir a cometer actos de provoca-
ción, a no detectar a tiempo las amenazas rea-
les existentes y a hacer evaluaciones imprecisas 
del tipo y del poder letal de la parte ofendida. 
Al mismo tiempo, las trayectorias que unen 
a infractores y ofendidos permiten conseguir 
muy rápido la información requerida para 
identificar a los primeros y castigar la ofen-
sa, o para conocer las debilidades y rutinas de 
un socio o conocido. En ese tipo de mundos, 
cambios marginales en la información expli-
can la ocurrencia de actos de provocación o 
agresión, la efectiva identificación de los ofen-
sores y la magnitud de la violencia desatada. 
Están también detrás de giros en la evaluación 
del tipo y las capacidades de un agente. Un 
rumor, una frase, una anécdota acerca de la 
debilidad y capacidades de otro agente puede 
llevar a acciones agresivas. Los cambios mar-
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ginales en la información permiten percibir 
oportunidades que en redes de traficantes 
pueden convertirse en violencia.

Cuarto, los mundos pequeños en los que 
la violencia compleja es posible están confor-
mados por múltiples redes superpuestas. Sus 
habitantes son narcotraficantes, especialistas 
en violencia, expolicías, policías, militares, 
intermediarios, políticos, notarios y profesio-
nales al servicio de narcotraficantes, unidos 
por relaciones que van desde el narcotráfico 
convencional hasta el gusto por obras de arte 
y caballos finos, pasando por la inversión en 
bienes raíces y construcción, y el ejercicio 
de la violencia letal, el espionaje y la política 
electoral. En esta última red, agentes legales e 
ilegales establecen complicadas colusiones que 
superan los intereses venales de los negocios, y 
tienen la capacidad de torcer la ley y afectar la 
propia estructura del Estado.

Los narcotraficantes realizan negocios de 
alto riesgo que involucran capitales considera-
bles, y tienen a su disposición recursos letales 
que superan, en ciertos puntos y momentos, 
a los del Estado central. Disponen de armas 
y hombres entrenados para matar, y de tec-
nologías de punta para vigilar y espiar a sus 
pares y enemigos. Los une un esfuerzo colec-
tivo por regular, mediante una combinación 
de recursos violentos y legales, una actividad 
económica ilegal integrada a distintas activi-
dades económicas y políticas legales, por múl-
tiples lazos. Esa integración ha hecho que la 
regulación violenta de ofensas, diferencias y 
conflictos se haya extendido al mundo polí-
tico y económico legal, haciendo que la vio-
lencia involucre a personas y actividades sin 
ningún vínculo aparente con el narcotráfico 
o el crimen organizado. De esos esfuerzos es-
pontáneos de regulación emerge la violencia 
compleja que nos ocupa.

Aunque conectados entre sí, los habitantes 
de estos mundos están organizados en agrupa-
ciones de menor tamaño, con intereses distin-
tos y en ocasiones divergentes. La estabilidad 
de esos mundos no depende solo del conteni-
do de los vínculos entre los más ricos y letales, 
sino también de las relaciones entre agentes de 
menor importancia, pero conectados con los 
primeros por relaciones lealtad y protección. 
Cambios súbitos en las relaciones entre los de 
abajo pueden llevar, a través de las trayectorias 
que los unen con los de arriba, a cambios ra-
dicales en las relaciones entre todos.

¿Qué provoca la violencia, en apariencia 
desproporcional, ejercida por la parte ofen-
dida? La ocurrencia de acciones que las víc-
timas perciben como ofensivas, injustificadas 
y violatorias del contenido de los vínculos 
mantenidos hasta el momento, incluidos los 
de indiferencia que unen a pares de extraños. 
La violencia injustificada, la negativa a pagar 
una deuda, la humillación pública y la des-
lealtad son consideradas acciones ofensivas 
que cambian, en forma súbita y radical, las 
relaciones entre un par de individuos y entre 
los asociados de cada uno de ellos (Fiske y 
Rai 2015). Se castiga la provocación de quie-
nes han roto la confianza y han infringido 
reglas de respeto implícitas. En palabras de 
Fiske y Rai (2015, 85),

la gente está motivada a ejercer la violencia 
para crear, conducir, proteger, rediseñar o 
terminar la relación social con la víctima o 
con otros. Denominamos a nuestra teoría, 
teoría de la violencia virtuosa. La violencia 
virtuosa no es una teoría acerca de gente 
loca. Se refiere a gente ordinaria que tra-
ta de crear, sostener, modular y reparar las 
relaciones que les importan, para terminar 
relaciones que les parecen intolerables, o 
para llorar la pérdida de un socio.
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Esas acciones no siempre son deliberadas: 
pueden ser aleatorias y espontáneas, producto 
de encuentros fortuitos y de la falta de infor-
mación con respecto a la identidad y el tipo 
de la otra parte. O pueden ser el resultado de 
percibir como débil a un agente que antes era 
visto como fuerte, capaz de hacer respetar su 
posición mediante el ejercicio de la violencia 
letal contra traidores y deshonestos. Varios 
individuos y organizaciones pueden coincidir 
en percibir la debilidad temporal de un agente 
como una oportunidad para no pagar deudas, 
cobrar venganza o eliminar, bajo considera-
ciones en apariencia colectivas, a alguien que 
podría poner en peligro la seguridad de todos.

A la acción ofensiva inicial le sigue una 
violenta reacción en cadena, cuya magnitud 
dependerá de dos condiciones íntimamente 
ligadas entre sí: el número de agentes interco-
nectados que ahora se convierten en objetivos 
de la violencia virtuosa y la capacidad relativa 
de la parte ofendida para movilizar recursos 
letales y conseguir información. La violencia 
fluirá a través de las trayectorias que unen a los 
objetivos y será ejercida por especialistas que 
disponen de la información requerida para lo-
calizarlos y ejecutarlos.

Como todos los individuos involucrados 
pertenecen a mundos pequeños, la informa-
ción necesaria para desatar la violencia puni-
tiva puede ser extraída de personas ligadas a 
la parte ofensora, mediante métodos que van 
desde la violencia extrema hasta la compra di-
recta, pasando por combinaciones de las dos. 
La regla general es que en mundos criminales 
pequeños toda la información necesaria para 
castigar la acción ofensora siempre puede ser 
conseguida. Como lo dice un antiguo opera-
dor de una organización de narcotraficantes 
de Cali: “En esas organizaciones hay buenos 
investigadores”.

Pero no son investigadores en la tradición 
de los detectives privados de la novela negra. 
Sus herramientas no son ni la inferencia ni el 
razonamiento lógico ni el estoicismo cínico. 
Su efectividad proviene de su capacidad para 
encontrar los contactos correctos, ejercer la 
violencia más extrema y extraer la informa-
ción requerida.

Cuando se produce un homicidio, se hace 
una investigación. Se coge a uno, los prin-
cipales, uno que sepa cómo fue toda la 
vuelta. A ese lo aprietan duro y ese delata 
todo con pelos y señales. O los delata por 
las malas o los delata por las buenas. Ahí 
se va de eslabón en eslabón como en una 
cadena. Este fulano avienta este y este a 
otro y luego a otro y así sucesivamente. Se 
comprueba quiénes participaron en cada 
caso. Entonces, ya se tiene la información 
completita y ahí es cuando comienza la 
acción. Uno a uno van cayendo. Un pro-
blema entre bandidos es una cosa bastante 
compleja, bastante complicada. No hay 
un crimen perfecto, en este mundo todo 
se conoce, todo se sabe (testimonio, énfasis 
nuestro).

La referencia a los eslabones de una cadena es 
mucho más que una analogía: es una aproxi-
mación precisa a la estructura de los mundos 
que intentamos entender. Es un mundo en el 
que todos están “cerca” y en el que nadie está 
a más de dos o tres pasos. Pero la proximidad 
solo tiene consecuencias letales cuando las ca-
denas de conexiones mencionadas arriba son 
activadas por algún evento desencadenante y 
por las búsquedas de información de los “in-
vestigadores”. Este artículo intenta revelar las 
relaciones sociales y políticas subyacentes a 
un proceso de violencia compleja, en el que 
cambios marginales en la información y en la 
percepción del contexto y de los tipos de otros 
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agentes condujeron a una cascada de violencia 
no lineal, cuya magnitud no podría ser enten-
dida por otra vía.

Discusión y resultados

A finales de enero y comienzos de febrero 
de 1996 el estado de la interfase que unía a 
narcotraficantes y políticos era de un desor-
den creciente. El año anterior no había sido 
un buen año para los narcotraficantes de Cali. 
Gilberto Rodríguez había sido capturado en 
junio de 1995 y su hermano Miguel en julio, 
ambos en estruendosos operativos del Bloque 
de Búsqueda y de la DEA (Drug Enforcement 
Administration). El último fue capturado con 
la ayuda de su propio jefe de seguridad, un an-
tiguo oficial del ejército. José “Chepe” Santa-
cruz había caído en un restaurante de Bogotá 
el 15 de julio de ese año y se había fugado el 
11 de enero de 1996, rompiendo un pacto de 
caballeros con sus antiguos socios y amigos.

El presidente Ernesto Samper (1994-1998), 
a cuya elección habían contribuido con genero-
sidad interesada los narcotraficantes de Cali y 
del norte del Valle, estaba en una posición de 
extrema fragilidad, y debía enfrentar una oposi-
ción feroz y la ayuda no pedida de traficantes al 
borde de un ataque de nervios ante el probable 
regreso de la extradición. En ese contexto de in-
certidumbre creciente, había sido asesinado, en 
noviembre de 1995, Álvaro Gómez Hurtado, 
líder visible de la oposición al “régimen” en 
el que estaba “atrapado” el presidente Samper 
(Gómez-Pinilla 2020; Gómez-Hurtado 2011; 
Giraldo 2007).

Por esos mismos días, la Monita, perso-
naje central de esta historia, había comprado 
un apartamento y entrado a la clandestinidad 
después de la captura de Chucho (su esposo), 

un narcotraficante, joyero, cultor de la santería 
y antiguo suboficial de la Policía Nacional. La 
Monita había sido crucial en la generación de 
vínculos entre los narcotraficantes y la campa-
ña de Samper. Era amiga personal de Samper, 
vieja conocida de negocios de Santiago Medi-
na, tesorero de la campaña del primero, con 
quien tenía relaciones comerciales y compar-
tía la afición por las antigüedades, el arte y los 
caballos finos. La cercanía entre Samper y la 
Monita fue reforzada por contactos cercanos 
compartidos, como Fernando Espinosa, un 
político y alto funcionario de la Administra-
ción de Impuestos, amigo de la adolescencia 
del primero. Además, también estableció re-
laciones con Fernando Botero, gerente de la 
campaña presidencial de Samper y luego su 
ministro de Defensa.

Su papel como intermediaria privilegiada 
de las relaciones entre la campaña de Samper 
y los narcotraficantes del Valle convirtió a la 
Monita en objeto de sospecha creciente, y en 
fuente potencial de información judicial para 
la Fiscalía. Después de Medina y de Botero, 
la Monita era la persona que más había con-
tribuido a la recaudación de fondos para la 
campaña “Samper presidente”. En el mundo 
pequeño en que se movían narcotraficantes, 
políticos y policías, corrían rumores acerca de 
la decisión de la Monita de contarle todo a 
la Fiscalía. Era una conjetura creíble, que se 
propagó hasta alcanzar la categoría de una 
amenaza real para la seguridad de los narco-
traficantes del país (ver figura 1).

La extrema sensibilidad de los narcotrafi-
cantes ante cualquier amenaza a la continui-
dad de la presidencia de Samper y el conse-
cuente regreso de la extradición ya había sido 
comprobada con el asesinato de Gómez Hur-
tado. Este, al parecer, fue ordenado por los 
narcotraficantes del norte del Valle (Giraldo 
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2007; Gómez-Hurtado 2011)4 para garantizar 
la continuidad de Samper en la presidencia. 
Lo que los unía a todos en enero de 1996 era 
su temor y oposición cerrada a la extradición 
de nacionales a los Estados Unidos. Todos, al 
menos en ese momento, apostaban a que el 
presidente al que habían ayudado (con millo-
nes de dólares) a vencer a su oponente en las 
elecciones pasadas no aprobaría el regreso de 
la extradición. Era la coalición más grande5 en 
el mundo pequeño que estamos estudiando. 
Incluía a todos los narcotraficantes y políticos 
que temían el regreso de la extradición a los 
Estados Unidos. Por eso, toda amenaza contra 
la continuidad del mandato del presidente era 
tomada como una amenaza contra la seguri-
dad personal y la libertad de los asociados a 
la coalición.

Pero los problemas de la Monita iban más 
allá de la financiación de la campaña presiden-
cial y el regreso de la extradición. Tenían que 
ver con los vínculos que la conectaban con la 
exportación a gran escala de drogas ilegales, la 
financiación de exportaciones ilegales, la com-
pra y venta de antigüedades, joyas y caballos 
finos, entre otras. En los avatares de esos ne-
gocios, la Monita había ejercido la violencia 
virtuosa contra infractores, deshonestos, esta-
fadores, ladrones y “torcidos” en general. Lo 
había hecho sin “pedir permiso” a nadie, ni 
siquiera a los señores de Cali —los hermanos 
Rodríguez, Santacruz y Herrera—, con quie-

4 Esta hipótesis es comprobada, con abundante evidencia, 
por el antiguo jefe de redacción de El Tiempo, Jorge Gómez 
Pinilla (2020). 
5 Una coalición es la unión de los esfuerzos de un grupo 
de individuos para alcanzar resultados superiores, o “pagos” 
mayores, en sus interacciones con otros arreglos colectivos 
similares. En una red pueden coexistir en forma simultánea 
distintas coaliciones potenciales, de acuerdo con el conteni-
do y los objetivos de cada una de ellas en cierto momento. 
Pueden cambiar en su composición de acuerdo con los cam-
bios en la situación y las oportunidades disponibles.

nes mantenía estrictas relaciones de negocios, 
salvo con el último, con quien la unía una re-
lación de compadrazgo.

El ejercicio de la violencia virtuosa le dejó 
a la Monita cuentas por pagar con los familia-
res o asociados de las víctimas de su justicia di-
recta. Dos de ellas habrían de ser importantes 
en lo que ocurriría más tarde: las ejecuciones 
de Walter Franco, un bajador de dinero de los 
señores de Cali que había robado 3 000 000 
de dólares a la Monita, y la de Pérez, hermano 
de Guillermo Pérez Monsalve, antiguo oficial 
de la Policía, asociado al esposo de la Monita, 
y quien también había incumplido compro-
misos de negocios con ella. 

En el desorden creciente que afectaba el 
mundo pequeño de narcotraficantes y políti-
cos, las percepciones con respecto al tipo de 
los individuos (fuerte o débil) podían cambiar 
hasta el punto de que alguien considerado 
fuerte hasta ese momento podría devenir dé-
bil en la nueva situación. Las apuestas cambia-
ban, abriendo nuevas oportunidades y convir-
tiendo lo que antes era considerado imposible 
en algo realizable. Las nuevas oportunidades 
venían en distintas formas: no pagar deudas 
antiguas, tomar venganza contra enemigos 
antes intocables... La Monita sospechaba que 
ella y su marido estaban en la mira de antiguos 
enemigos que, en el nuevo desorden imperan-
te, los consideraban víctimas fáciles.

La Monita fue asesinada el 1 de febrero de 
1996, hacia las 12:45 p.m., en el apartamento 
de dos santeros cubanos. A primera vista, un 
crimen “normal” en un momento de extremo 
desorden en las relaciones entre narcotrafican-
tes. El orden que con tanto esfuerzo habían 
construido los señores de Cali se resquebrajaba 
sin remedio y organizaciones más violentas es-
taban tomando el control del mundo del nar-
cotráfico. El entrecruzamiento entre política y 
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narcotráfico, que amenazaba la estabilidad del 
presidente del momento, hacía aún más incier-
ta la situación. Sin embargo, el asesinato de la 
Monita no fue un crimen más. Tanto por las 
trayectorias que condujeron al crimen como 
por sus violentas repercusiones posteriores, 
condensa la complejidad y la magnitud de la 
violencia vinculada al narcotráfico, y los efectos 
imprevisibles que producen las interacciones 
entre política, información y narcotráfico, en 
un contexto de alta incertidumbre.

La Monita tenía reputación bien ganada 
de “dura” en el mundo del narcotráfico: co-
braba las deudas y las traiciones con la vida de 
los infractores. Un episodio ya mencionado lo 
ilustra bien: Walter, el lavador y cobrador de 
dineros de los señores de Cali que había roba-
do 3 000 000 de dólares a la Monita, debió en-
frentar el dilema usual: “O paga o se muere”. 
El hombre decidió no pagar y pidió permiso 
a sus patrones para eliminar a la Monita. Uno 
de ellos, Pacho Herrera, era compadre de ella 
y la puso sobre aviso. La Monita se adelantó a 
Franco, y lo mandó a “recoger” para recuperar 
su dinero y eliminarlo, pero el hombre murió 
cuando intentaba huir del vehículo en el que 
era conducido. La acción de la Monita dejó 
un sinsabor en los señores de Cali: la señora 
no les había pedido permiso para matar.6

Después de la ejecución de Walter, dos 
hombres de la organización de la Monita fue-
ron asesinados por sicarios, mientras compra-
ban gasolina en una estación al norte de la ciu-

6 Frank Bovenkerk (2000, 67) estudió numerosas biografías 
de criminales para explorar cómo los personajes de ese mun-
do se ven a sí mismos: “Los personajes principales se veían 
a sí mismos como seres superiores, que exhibían muchas de 
las características de la personalidad narcisista; por ejemplo, 
la actitud omnipotente y la confianza en sí mismos, la cer-
teza de que las reglas de la sociedad no son aplicables a ellos 
y que están por encima de las responsabilidades de la vida 
compartida”.

dad. Luego, la gente de la organización de la 
Monita mató a un hombre de los patrones de 
Walter. La Monita y su esposo debieron aban-
donar Cali después de sufrir un par de aten-
tados. Se radicaron en una lujosa finca en un 
municipio cercano a la capital. Una noche la 
Monita recibió una llamada advirtiéndole que 
la venían a matar. Salió con sus escoltas y dejó 
al personal de servicio en la finca. A las dos ho-
ras, varios policías, al mando de un oficial acti-
vo, entraron en la finca buscando a la Monita. 
Con injurias y maltratos preguntaron por ella. 
Amarraron y amordazaron a todo el personal y 
lo dejaron encerrado en un baño. La gente de 
la Monita realizó una investigación minucio-
sa, identificaron a los atacantes y procedieron 
a eliminarlos. Uno a uno, fueron apareciendo 
muertos en Bogotá, en hechos al parecer inde-
pendientes y desconectados entre sí.

La situación dio otro giro radical en ene-
ro de 1996. Orlando Sánchez, un importante 
“rutero” de los Rodríguez, le debía 11 000 000 
de dólares a la Monita. Un golpe de suerte ha-
bía ayudado a Sánchez a salvar su vida y la de 
su hermano Jairo, que estaba en la mira de Mi-
guel Rodríguez por el asesinato de un amigo 
suyo. Sara, amante de Sánchez en ese momen-
to, tenía una estrecha amistad con la amante 
de Gilberto Rodríguez, Aura Rocío Restrepo. 
Los cuatro se convirtieron en amigos cercanos 
y el conflicto de Miguel Rodríguez con Jairo 
pasó al olvido. La profundización de la amis-
tad de Orlando Sánchez con Gilberto salvó a 
los hermanos Sánchez y permitió realizar “una 
jugada a tres bandas”, que habría de cambiar 
para siempre la suerte de muchas personas en 
esta historia.

Orlando y Jairo trabajarían a partir de ese 
momento con ellos, Orlando respondería 
por el dinero pendiente y además dejaría 
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a su patrón, Jesús Amado Sarria —esposo 
de Elizabeth Montoya, ‘La Monita Retre-
chera’— porque los Rodríguez le tenían 
mucha desconfianza (Restrepo 2014, 209).

Protegido por sus nuevos patrones, Sánchez 
decidió no pagar su deuda a la esposa de quien 
fuera su patrón, rompiendo la coalición que 
lo unía con ellos y creando una nueva coali-
ción con los Rodríguez y los otros señores de 
Cali. Para romper la coalición anterior y crear 
la nueva, Sánchez urdió una historia que con-
venció a los señores de Cali del grave peligro 
que significaba la Monita para el futuro de to-
dos. Con su esposo en la cárcel, el brazo arma-
do de los señores de Cali tras ella y la Fiscalía 
investigando su papel en la entrada de dineros 
ilegales a la campaña de Samper, la situación 
de la Monita era desesperada.

La historia de Sánchez contenía un ele-
mento de verdad: en su desesperación, la 
Monita había decidido realizar una jugada 
“maestra” para sacar a su esposo de la cárcel. 
Le entregaría al fiscal la información que tenía 
contra el presidente Samper y a este la infor-
mación que tenía contra el fiscal. Los señores 
de Cali sabían que la Monita era capaz de ha-
cerlo y Sánchez sabía que todos lo sabían. Su 
historia era creíble, dada la información que 
todos tenían acerca del carácter impulsivo y 
decidido de la Monita, y de su poca aversión 
al riesgo. Al amenazar al presidente y al fiscal, 
el plan de la Monita anunciaba el probable re-
greso de la tan temida extradición. Al quedar 
por fuera de la única coalición capaz de unir a 
todos los narcotraficantes del país, la Monita 
se había convertido en un blanco fácil y justi-
ficado. Se quedó sola en un mundo en el que 
se había convertido en la enemiga estratégica 
de todos. Sánchez no solo había quedado exi-
mido de pagar su deuda; ahora tenía vía libre 

para proceder en el mejor interés de todos los 
amenazados por la Monita.

El compromiso de los señores de Cali fue 
más allá de dar el visto bueno para el plan de 
Sánchez: comisionaron, además, al hombre de 
confianza de José Santacruz, José Alcides Loaiza, 
alias Sejo, para ejecutar el plan. En la audiencia 
contra Sánchez fue presentado un documento 
encontrado en el levantamiento del cadáver de 
Sejo, escrito, al parecer, por José Santacruz, el 
30 de enero de 1996. En él afirmaba:

Lo de la Bruja es OK. De parte mía y el 
sentido común me indica que en lo mismo 
están los hermanitos y el enano les tiene 
mucha bronca y con lo de Martín (Juzgado 
Segundo Penal del Circuito Especializado 
de Bogotá, Decisión 2001, 47).7

Sin embargo, años después, en una entrevista 
concedida a Revista Semana, Orlando Sánchez 
acusó a José Santacruz y a José Alcides Loaiza, 
Sejo, de haber asesinado a la Monita (Revista 
Semana 1997). En esa situación estratégica, 
el problema era quién golpeaba primero. Las 
dos partes tenían planes de acción divergen-
tes. Mientras la Monita soñaba con una gran 
jugada estratégica de vastas consecuencias le-
gales y políticas, sus enemigos habían decidi-
do eliminarla a ella y a su esposo, y ya habían 
activado su potente brazo armado. A ella de-
bían localizarla en algún lugar de Bogotá y a él 
debían matarlo en la cárcel. Bastaba con usar 
la información que ya tenían en sus manos y 
proceder a ejecutar su plan. 

Desde el punto de vista informacional, 
Sánchez estaba en una posición privilegiada 

7 Martín era uno de los apodos con los que era conocido 
Orlando Sánchez en el mundo del narcotráfico. La Bruja 
parece ser la Monita. Los hermanitos serían los hermanos 
Rodríguez. No es claro quién podría ser el Enano (Panamá 
Tierra Robada 2020).
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para ejecutar su plan: mantenía una relación 
de amistad con la víctima, conocía en detalle 
sus rutinas diarias y había infiltrado su per-
sonal de seguridad. Es más, estaba conectado 
con Guillermo Pérez Monsalve, un exoficial 
de la Policía, practicante del atletismo, que 
había llegado a Bogotá unos días antes del cri-
men y trabajaba para la Monita y su esposo. 
Después del asesinato, este dio el dinero para 
que los hijos de la señora viajaran a los Esta-
dos Unidos, a petición del propio esposo de 
la Monita, a donde él regresó pocos días des-
pués del asesinato, al igual que Orlando Sán-
chez. Pérez tenía motivos para participar en el 
asesinato de la señora. Se dice que él le había 
ordenado matarla a Jimi, cuyo nombre real 
era Jorge E. Jaimes, un exoficial de la Policía, 
jefe de seguridad de la señora y ahijado suyo, 
pero este falló (El Tiempo 1997).  También 
que un hermano suyo había sido eliminado 
por órdenes de la señora. Los investigadores 
pudieron comprobar la ocurrencia de nume-
rosas conversaciones por teléfono móvil entre 
Sánchez y Pérez, antes y después del asesinato 
de la Monita. 

La Monita, en cambio, fundamentaba sus 
acciones en la ilusión de que los rituales de 
la santería la protegerían de los malos espíri-
tus que la acechaban. Por eso, el martes 1 de 
febrero, dos días antes del gran día en el que 
destaparía sus cartas, la Monita decidió visi-
tar a un par de santeros cubanos, tal como lo 
hacía todas las semanas. Aunque no sabemos 
lo que ocurrió en el ritual, ni si lo hubo o no, 
sí podemos intuir que la Monita no vio una 
amenaza inminente para su vida en ese mo-
mento y permaneció en casa de los santeros, 
a la que había arribado a las 7:30 a.m., según 
declaración juramentada de uno de ellos, Pe-
dro Pablo Hernández, en la audiencia contra 
Orlando Sánchez y José Luis Lagones (Juzga-

do Segundo Penal del Circuito Especializado 
de Bogotá 2001, 9). La Monita arribó “altera-
da” al apartamento y habló por teléfono con 
Jimi, a quien el declarante había visto el día 
anterior en casa de ella.

Cuando la señora habló con Jaimes, este 
ya estaba trabajando para los asesinos y había 
revelado el lugar en el que se encontraba su 
patrona. Contrario a lo que contó uno de los 
santeros en la audiencia legal por el asesinato 
de la Monita, Jaimes no llegó a la casa a la 
hora del asesinato. La había dejado temprano 
en la mañana y fue eliminado más tarde por 
los propios hombres de José Alcides Loaiza, 
Sejo, el encargado de dirigir la ejecución de 
la Monita. La ejecución de su cómplice en el 
crimen implica otro ejercicio de violencia vir-
tuosa. Los hombres de Sejo eliminaron al trai-
dor que les había dado la información decisiva 
para eliminar a la señora. Un traidor no podía 
merecer su confianza.

De hecho, Jorge Enrique Jaimes, Alejan-
dro Lalinde –cuñado de Jaimes y contador 
del esposo de la Monita– y Guillermo Pérez 
Monsalve habían formado una coalición con 
los ejecutores de la señora. Los primeros de-
bían conseguir a un asesino para eliminar al 
esposo en la cárcel, mientras los hombres de 
Sejo se encargaban de la Monita en su visita 
a los santeros. Pero el hombre a quien habían 
buscado para eliminar al esposo —un preso 
apodado Gorra Negra— no quiso participar 
en el crimen.

Darío Quiroz, otro exoficial de la Policía, 
que actuaba como conductor de la señora, sí 
había sido secuestrado por los sicarios y tor-
turado hasta la muerte, pues no sabía dónde 
se encontraba ella. Dada la información com-
pleta de que disponían, los asesinos insertaron 
su accionar en la agenda de la Monita. Con 
la información que les había revelado Jaimes, 
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pudieron ejecutar su plan en el único lugar al 
que ella salía en esos días: el apartamento de 
los santeros. 

Mientras la Monita hablaba con Guiller-
mo Pérez Monsalve, reconocido por Hernán-
dez en su declaración, en la puerta del aparta-
mento de los cubanos, entró un hombre que 
se anunció como de la Fiscalía, le preguntó el 
nombre a la señora, y le disparó 13 veces, des-
pués de que ella respondiera: “¿Cómo así?”. 
Esta última conversación permite inferir que 
la señora no sospechaba de Pérez Monsalve y 
creía que no era una amenaza para su segu-
ridad. También asesinaron a Humberto Var-
gas, un carnicero que había acompañado a 
la señora en su visita a los santeros cubanos. 
Con la información revelada por Jaimes, los 
sicarios retiraron (el 16 de febrero) 514 000 
000 de pesos de la cuenta de la señora en la 
Caja Popular Cooperativa, que luego fueron 
invertidos en la bolsa de valores a través de 
empresa ASVALORES de Cali (Juzgado Se-
gundo Penal del Circuito Especializado de 
Bogotá 2001, 3).

Después del asesinato, vino la reacción 
violenta de la parte ofendida. Fue rápida, efec-
tiva y sistemática. Intuimos que los ofensores 
no esperaban una reacción tan rápida y vio-
lenta. Suponían que la debilidad manifiesta de 
la Monita y su esposo no permitía conjeturar 
una respuesta letal. Pero la situación de José 
Santacruz, y de Sejo, su hombre de confianza, 
era también desesperada: Santacruz fue asesi-
nado en marzo del mismo año por hombres 
de Carlos Castaño, y Sejo fue localizado en 
Barranquilla junto a un escolta. Los docu-
mentos de identidad de Sejo fueron dejados 
en el cuerpo de la primera víctima, lo que lle-
vó a una identificación equivocada. Mientras 
tanto, en una finca en las afueras de Barran-
quilla, el ejecutor fue sometido a toda clase de 

torturas. Debía señalar a sus cómplices. Luego 
de tres días, su resistencia se quebró y delató 
a sus compinches. Unos días después, ocurrie-
ron dos asesinatos en Cali. De nuevo, un par 
de crímenes en apariencia independientes.

Las propiedades de Sánchez fueron inves-
tigadas y los hombres de la víctima estuvieron 
muy cerca de encontrarlo en una finca, pro-
piedad de un socio de la Monita, en la que 
se escondía en México. El socio que le había 
dado refugio a Sánchez fue ejecutado. Según 
el testimonio de un antiguo operador de se-
guridad del esposo de la Monita, unas 25 per-
sonas habrían sido víctimas de la cascada de 
violencia punitiva que siguió a su asesinato.

Consideremos ahora las decisiones de la 
Monita con respecto a la estructura de la red 
en la que movía y qué tanto influyó sobre la 
violencia compleja desatada. Es obvio que las 
personas, no importa qué tan poderosas, no tie-
nen la capacidad de elegir la estructura de red 
en la que actúan. Sí es posible, sin embargo, ver 
el papel de la estructura de la red sobre las op-
ciones disponibles en la situación de desorden 
creciente que debió enfrentar al final.

La Monita era una intermediaria impor-
tante en la red en la que actuaba: vinculaba 
a políticos con narcotraficantes, a narcotrafi-
cantes con otros importantes intermediarios 
de los mercados de bienes de lujo y a narco-
traficantes de distintas agrupaciones. Esos vín-
culos le permitieron ser un personaje crucial 
en la financiación de la campaña de Samper 
y en múltiples negocios y transacciones. Pero 
esta posición de intermediaria suprema tenía 
un precio muy alto: el altísimo número de 
trayectorias que pasaban por ella, y hacían po-
sible alcanzarla por distintas vías.

Cuando la tensión llegó a su punto más 
alto, la Monita decidió, correctamente, rom-
per con casi todos sus vínculos y solo conservar 
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unos dos o tres. Pero sus enemigos pudieron 
alcanzarla comprando a Jaimes, su jefe de se-
guridad, conocedor de su agenda y de su de-
pendencia de los santeros para la toma de 
decisiones cruciales. Fue el conocimiento que 
tenía Sánchez Cristancho de los contactos de 
la Monita lo que permitió que fuera localizada 
y ejecutada por el grupo de sicarios comanda-
do por Sejo. En un mundo pequeño, una muy 
alta capacidad de intermediación puede ser una 
terrible limitación en momentos de desorden y 
ajuste de cuentas.

Quizás la personalidad de los individuos 
puede tener un impacto sobre el tipo de redes 
en el que acaban actuando. Morselli, Gabor y 
Kedrowski (2012), comentando el trabajo de 
Kalish y Robbins (2006), dan unas luces que 
podrían ayudar a entender las relaciones entre 
la personalidad de los jefes criminales y las es-
tructuras de red en las que actúan.

Predisposiciones psicológicas explicaron 
una porción significativa de la varianza con 
respecto al tipo de redes en las que estaban 
involucrados los individuos. Sus resultados 
indican que la gente que se ve a sí misma 
como vulnerable a fuerzas externas tiende 
a vivir en redes cerradas con conexiones 
débiles. En cambio, aquellos que buscaban 
convertirse en intermediarios y mante-
ner sus vínculos fuertes aparte y llenar los 
huecos estructurales tienden a ser indivi-
dualistas y autónomos (Morselli, Gabor y 
Kedrowski 2012, 29).

Por su personalidad, audacia y su capacidad 
para ejercer la violencia virtuosa contra in-
fractores y deshonestos, la Monita perteneció 
al segundo tipo de personalidades y, por eso, 
se convirtió en una importante intermedia-
ria entre políticos y narcotraficantes, y entre 
distintos tipos de narcotraficantes y hombres 
de negocios. Pero hay algo más: la Monita era 

mujer, y una mujer muy dura. Ejercía un po-
der de intermediación que no debería perte-
necer a una mujer en el mundo del narcotráfi-
co. Era, por tanto, una “bruja” peligrosa, que 
debía ser eliminada.  

Conclusiones 

El caso de la Monita es un ejemplo de un pro-
ceso de violencia compleja, en el que un even-
to provocador, en una situación de desorden, 
reorganiza las relaciones expresadas por los 
vínculos en una red. Así, lleva a la creación de 
nuevas coaliciones, basadas en nuevas infor-
maciones, que desencadenan cascadas de vio-
lencia letal en períodos de tiempo muy cortos. 
Es en ese contexto de extremo desorden en el 
que debe ser entendida la reacción de los ofen-
didos por la muerte de la Monita. 

Sin embargo, no se trataba de una vengan-
za simple. La posición de intermediaria pode-
rosa de la Monita en la red de narcotrafican-
tes, policías y políticos que hemos descrito, 
su irrespeto por las jerarquías masculinas de 
los carteles, su decisión de eliminar a quienes 
no cumplían con su palabra o no pagaban sus 
deudas, y la muy rica y valiosa información en 
sus manos la convirtieron en la enemiga ideal 
en momentos en que los narcotraficantes de 
Cali y del Valle se sentían amenazados por la 
extradición o la muerte. 

Una vez asesinada, en la reacción violen-
ta de la parte ofendida por la deslealtad y la 
agresión súbita, está el deseo de ejercer justi-
cia directa y letal, proporcional al tamaño de 
la ofensa infligida. En ese sentido, la relación 
entre ofensores y ofendidos no es simétrica. 
La parte ofendida siente que el tamaño de la 
ofensa infligida solo puede ser saldada por una 
violencia superior y ejemplar. Si cuenta con la 
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capacidad ofensiva y militar apropiada, y tie-
ne acceso a la información necesaria acerca de 
la localización y los recursos de sus enemigos, 
como ocurre en los mundos criminales peque-
ños, eliminará no solo a los ofensores origi-
nales, sino a todos lo que estén relacionados 
con ellos. 

Eso fue lo que ocurrió después del asesinato 
de la Monita: el ejercicio de la violencia virtuo-
sa, propuesta por Fiske y Rai (2015), multipli-
cada por la magnitud de los recursos violentos 
en manos de narcotraficantes y asociados.
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Resumen 
El presente artículo analiza las diferencias en la utilización de la violencia relacionada con los 
mercados ilegales de drogas entre unidades subnacionales de un mismo país. El objetivo es 
poner en discusión el argumento sostenido por parte de la literatura académica que postula 
que ciertas variables políticas, como la rotación partidaria y el incremento en la competencia 
política a escala subnacional, afectan los niveles de violencia asociada con el mercado ilegal 
de drogas, como consecuencia de la ruptura de las redes de protección estatales a dichos mer-
cados. Partiendo de la literatura que aborda la relación entre violencia y mercados ilegales, se 
analizan los casos de las provincias argentinas de Buenos Aires y Santa Fe durante el período 
2007-2018 con base en una triangulación entre estadísticas oficiales, artículos periodísticos y 
fuentes secundarias. Se sostiene que la hipótesis formulada para otros países de la región, que 
vincula la rotación partidaria y el incremento de la competencia política con las diferencias 
en la utilización de la violencia relacionada con el mercado ilegal de estupefacientes no resulta 
aplicable al caso argentino, por lo que las explicaciones deben buscarse en función de otro tipo 
de variables que tengan en cuenta los contextos subnacionales. 

Palabras clave: Argentina; competencia política; drogas; mercados ilegales; rotación partida-
ria; violencia

Abstract
This article analyzes the differences in the use of violence related to illegal drug markets between 
sub-national units of the same country. The objective is to put under discussion the spread argu-
ment held by many scholars that claims that political variables, such as party turnover and political 
competition at the subnational level, affect the levels of drug-related violence as a consequence of 
the breakdown of the state protection networks to these markets. Starting with the literature that 
addresses the relation between illegal markets and violence, cases of the Argentinean provinces 
of Buenos Aires and Santa Fe during the 2007-2018 period are analyzed, through triangulation 
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between official statistics, press documents and 
secondary sources. In this sense, it is concluded 
that the argument sustained for other countries 
of the region that links party turnover and the 
increase of political competition with differences 
in drug related violence is not suitable to analyze 
the Argentinean case. Consequently, explanations 
have to be searched, considering a different kind 
of variables that account for subnational contexts.

Keywords: Argentina; drugs; illegal markets; 
party turnover; political competition; violence

Introducción

El mercado ilegal de drogas en Argentina ha 
experimentado un crecimiento notable en los 
últimos 15 años. De acuerdo con los datos 
provistos por el Observatorio Argentino de 
Drogas (OAD) de la Secretaría de Políticas 
Integrales sobre Drogas (SEDRONAR), entre 
2004 y 2010, la prevalencia de consumo de 
drogas ilícitas aumentó a escala nacional en la 
población de entre 12 y 65 años, empujando 
la demanda de estas sustancias y por lo tan-
to el crecimiento del mercado minorista. En 
paralelo, el Barómetro del Narcotráfico y las 
Adicciones en la Argentina de la Universidad 
Católica Argentina ha destacado la aceleración 
de este proceso en la última década, señalando 
que entre 2010 y 2016 hubo un significativo 
aumento del registro de venta de drogas en las 
regiones urbanas de mayor concentración de 
población. Al crecimiento del mercado mi-
norista, empujado por el incremento en el 
consumo en los principales centros urbanos, 
se suma la expansión del mercado mayorista 
destinado a la exportación de estas sustancias. 
La Oficina de Naciones Unidas Contra la 
Droga y el Delito (UNODC) en su Informe 
Anual 2016 señala a la Argentina como uno 

de los países no-Europeos con mayor frecuen-
cia de envíos de cocaína hacia Europa, detrás 
de Brasil, Colombia, Ecuador y la República 
Dominicana (UNODC 2016, 38).

Sumadas a las consecuencias negativas para 
la salud pública que conlleva la expansión del 
mercado ilegal de estupefacientes, derivadas del 
incremento en el consumo problemático de al-
gunas sustancias, el crecimiento de la actividad 
en estas arenas de intercambio ilegales ha ten-
dido a ser asociado de manera casi automática 
con el incremento de la violencia. Según esta 
mirada, los mercados ilegales de estupefacientes 
resultan violentos debido a que no cuentan con 
mecanismos de resolución de disputas dentro 
del sistema legal establecido por el Estado, lo 
que obliga a quienes desarrollan su actividad en 
la clandestinidad a hacer uso de otros medios 
para procesar sus conflictos, haciéndolos más 
propensos a la utilización de la violencia. 

Sin embargo, quienes sostienen estas posi-
ciones, subestiman las grandes variaciones en 
los índices de violencia relacionados al mer-
cado ilegal de estupefacientes entre distintos 
países y dentro de ellos. En Argentina, al igual 
que en otros países de la región, encontramos 
diferencias significativas en los índices de vio-
lencia entre unidades subnacionales, inclusive 
entre aquellas con similares características po-
blacionales y socioeconómicas (SNIC 2018).

¿Cómo se explican estas diferencias? Existe 
cierto consenso en señalar la importancia del 
rol del Estado en la configuración de estos 
mercados, por lo que los distintos modos de 
intervención estatal tendrían consecuencias 
diferenciales en la utilización de la violencia 
dentro de los mismos. En este sentido, se 
postula que las variaciones en los niveles de 
violencia dentro y entre mercados ilícitos pue-
den depender en gran medida de la existencia 
de las llamadas redes de protección estatales 
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(Misse 2007; Snyder y Durán Martínez 2009) 
mediante las cuales los funcionarios públicos 
se abstienen de hacer cumplir la ley o bien la 
hacen cumplir selectivamente, a cambio de 
una porción de las ganancias generadas por 
una o varias organizaciones delictivas. En ese 
marco, algunas de las hipótesis ensayadas para 
las diferencias en los niveles de violencia sos-
tienen que existen variables de tipo político, 
tales como el recambio partidario en territo-
rios con larga predominancia de una fuerza 
política, o el incremento en la competencia 
política, que pueden provocar la ruptura de 
las redes de protección estatales y por lo tanto 
producir un incremento de la violencia aso-
ciada a los mercados ilegales (Snyder y Durán 
Martinez 2009; Trejo y Ley 2017; Flom 2018; 
González y Cáceres 2019; Naylor 2009).

El presente trabajo propone poner a 
prueba estas hipótesis para el caso de un país 
con niveles moderados de violencia como 
Argentina,2 intentando responder a la siguien-
te pregunta: ¿pueden la rotación partidaria y 
la competencia política a escala subnacional 
generar un aumento en la violencia relaciona-
da con el mercado ilegal de estupefacientes? 
Para contestar este interrogante realizaremos 
un análisis de las provincias de Buenos Aires y 
Santa Fe, entre los años 2007 y 2018. Durante 
este período, ambas provincias experimenta-
ron cambios del partido gobernante luego de 
una larga tradición de hegemonía del partido 
peronista en sus territorios, sin embargo, úni-
camente Santa Fe experimentó un incremento 
considerable en los niveles de violencia rela-
cionada con el mercado ilegal de drogas. 

El trabajo se estructura de la siguiente ma-
nera. En un primer momento realizaremos 

2 Argentina posee tasas de homicidio cada cien mil habitan-
tes que han oscilado entre un mínimo de 5,3 y un máximo 
de 7,6 en la última década (SNIC 2018)

una serie de precisiones conceptuales sobre 
qué entendemos por mercados ilegales y re-
pasaremos la discusión en torno al uso de la 
violencia en ellos. Luego nos enfocaremos es-
pecíficamente en la literatura académica que 
explica las variaciones en los niveles de vio-
lencia en función de variables políticas, para 
en un tercer momento analizar los casos de 
las provincias de Buenos Aires y Santa Fe en 
Argentina, utilizando las variables de rotación 
partidaria y competencia política. Finalmen-
te, proponemos una breve discusión sobre las 
variables puestas en juego y aquellas que con-
sideramos relevantes para tener en cuenta a la 
hora de formular nuevas hipótesis que permi-
tan explicar estos fenómenos.

Mercados ilegales y utilización 
de la violencia

Como señalan Beckert y Dewey (2017), por 
definición los mercados ilegales constituyen 
arenas de intercambio ilegalizadas por el Es-
tado, lo que resulta central para analizar su 
relación con la violencia. La ilegalidad de 
estas arenas de intercambio produce que las 
relaciones económicas que vinculan a sus dis-
tintos participantes, ya sean estas de produc-
ción, distribución o comercialización, queden 
igualmente prohibidas, lo que las excluye de 
la posibilidad de apelar (al menos por medios 
legales) al arbitraje del Estado ante eventuales 
disputas. Andreas y Wallman (2009) señalan 
que los actores de los mercados ilícitos carecen 
de los recursos legales para asegurar el cum-
plimiento de los contratos o para protegerse 
contra potenciales ataques por parte de otros 
participantes o terceros actores. Esta falta de 
acceso a la protección que brindan las leyes 
civiles o penales produce que los actores en la 
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economía ilícita deban utilizar otros medios 
para procesar sus conflictos, lo que los hace 
más propensos a utilizar la violencia. En la 
misma línea, Reuter (2009) indica que estos 
mercados operan sin las garantías que ofrece 
el sistema judicial para los mercados legales, 
de tal manera que los acuerdos entre partes no 
quedan plasmados en documentos escritos ni 
pueden ser hechos cumplir apelando al siste-
ma legal. Lejos de intentar facilitar sus tran-
sacciones, el Estado brega por interrumpirlas, 
por lo que la combinación de estos factores 
puede llevar a la violencia por una multiplici-
dad de causas.

Sin embargo, el hecho de que los merca-
dos ilegales sean más propensos a la violencia 
que los legales no implica que estos sean in-
herentemente violentos. Como señala Friman 
(2009), la utilización de la violencia es consi-
derada como “mala para los negocios” por los 
propios actores que desarrollan su actividad 
en estos mercados, debido a que acarrea cos-
tos potenciales que van desde represalias por 
parte de competidores, hasta mayores niveles 
de intervención en el mercado por parte de las 
autoridades estatales, por lo que su uso se pro-
duce de manera selectiva antes que uniforme.

De hecho, pueden existir grandes diferen-
cias en términos de utilización de la violencia 
entre distintos mercados ilegales en función 
de la naturaleza la naturaleza del bien o ser-
vicio ilegal que se comercializa (Reuter 2009; 
Dewey 2017): dentro del mismo mercado 
ilegal de drogas entre distintos países afecta-
dos de manera similar por la producción y el 
tráfico de drogas (Durán Martínez 2015); en-
tre los distintos mercados minoristas de dro-
gas en función de la sustancia comercializada 
(Reuter 2009); e incluso dentro de los países 
afectados, entre distintas regiones o unidades 
subnacionales (Durán Martínez 2015; Trejo y 

Ley 2017; Solís Delgadillo, Cerna Villagra y 
Peris Castiglioni 2019).

La asociación casi automática entre el 
funcionamiento de mercados ilegales y altos 
niveles de violencia deriva, en parte, de la exis-
tencia de cierto sesgo en la selección de casos 
en las investigaciones que abordan la temática. 
De esta manera, mientras que gran parte de la 
literatura académica ha volcado sus esfuerzos 
en estudiar el mercado ilegal de drogas en paí-
ses con índices particularmente altos de vio-
lencia como México, Colombia o Brasil (Arias 
2006; Snyder y Durán Martínez 2009; Ríos 
2015; Trejo y Ley 2017), el funcionamiento 
de estos mismos mercados pero en contextos 
de menor violencia o de mercados de otro tipo 
de mercancías, han recibido menor atención.

En suma, el uso de la violencia en los 
mercados ilegales se encuentra lejos de estar 
generalizado, por lo que siguiendo a Friman 
(2009) la pregunta es bajo qué condiciones re-
sulta más o menos probable que esa violencia 
ocurra. A continuación centraremos nuestra 
atención en los mercados ilegales de drogas 
para desarrollar brevemente algunas de las ex-
plicaciones que dan cuenta de las diferencias 
en el uso de la violencia, para luego prestar 
particular atención a aquellas que ponen en 
juego variables de tipo político.

Intervención estatal, competencia 
política y violencia relacionada con 
las drogas

Como señala Durán Martínez (2015), se han 
formulado una multiplicidad de explicaciones 
que intentan dar cuenta de las variaciones en 
la frecuencia con la que se utiliza la violen-
cia en el funcionamiento del mercado ilegal 
de estupefacientes. Entre ellas podemos dis-
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ilícitos dependen en gran medida de la exis-
tencia de las llamadas “redes de protección 
patrocinadas por el Estado”. Estas redes son 
definidas como instituciones informales, a tra-
vés de las cuales los funcionarios públicos se 
abstienen de hacer cumplir la ley o bien la ha-
cen cumplir selectivamente, a cambio de una 
porción de las ganancias generadas por una o 
varias organizaciones delictivas. Los funciona-
rios públicos probablemente no solo obten-
gan ganancias materiales de esta vinculación, 
sino que quizás también esperen que las orga-
nizaciones delictivas que se unen a las redes 
de protección estatales provean información 
sobre sus rivales y cumplan con ciertas expec-
tativas de comportamiento, por ejemplo, abs-
teniéndose de usar la violencia para mantener 
ciertos niveles de paz pública. La existencia de 
redes de protección patrocinadas por el Esta-
do ayuda a mantener contenidos los niveles de 
violencia derivados del funcionamiento de los 
mercados ilegales de estupefacientes. 

Los argumentos esgrimidos por Snyder 
y Durán Martínez (2009) han sido retoma-
dos por algunos autores para destacar el rol 
de la rotación partidaria y el incremento de 
la competencia políticapara explicar las dife-
rencias en los niveles de violencia dentro de 
un mismo país. De esta manera, Trejo y Ley 
(2017) argumentan que en el caso mexicano 
la alternancia política y la rotación de partidos 
en las gobernaciones socavaron las redes in-
formales de protección que habían facilitado 
la operatoria de los carteles bajo el período de 
dominación del PRI (Partido Revolucionario 
Institucional), desencadenando un importan-
te incremento de la violencia relacionada con 
los mercados ilegales de drogas. Flom (2018) 
realiza un análisis similar para el caso argen-
tino, sosteniendo que en las democracias con 
instituciones formales débiles, la competencia 

tinguir: 1) aquellas de tipo económico, que 
postulan que los mercados más lucrativos 
tienden a generar mayor violencia en la me-
dida en que crean incentivos para los crimi-
nales para acceder al mercado y proteger su 
territorio por medios violentos (Reuter 2009); 
2) explicaciones centradas en la política inter-
nacional, que argumentan que la violencia en 
los mercados ilegales de drogas se encuentra 
en función del régimen global de prohibi-
ción y la “guerra contra las drogas” liderada 
por Estados Unidos, las cuales han enfatizado 
las respuestas militares a la actividad de estos 
mercados sobre algunos países en particular; y 
3) los enfoques que se centran en variables de 
tipo socioeconómicas vinculan procesos como 
la globalización, la rápida urbanización y las 
transformaciones económicas con la violencia 
criminal.

Todas ellas muestran falencias a la hora de 
explicar las causas de las diferencias en la vio-
lencia relacionada con las drogas, ya sea por-
que 1) la violencia está asociada tanto a altos 
como bajos niveles de precios así como a esca-
sez o amplios suministros de drogas; 2) no dan 
cuenta de la variación en la violencia dentro 
de países que enfrentan similar presión inter-
nacional; y 3) pasan por alto los mercados ile-
gales relativamente no violentos así como va-
riaciones en la violencia entre territorios que 
presentan índices socioeconómicos similares. 
Para intentar cerrar esa brecha, muchos acadé-
micos han analizado el rol Estado en la con-
figuración de estos mercados, resaltando de 
qué manera distintos modos de intervención 
estatal pueden tener consecuencias en la utili-
zación de la violencia dentro de los mismos. 

En este sentido resulta fundamental el 
trabajo de Snyder y Durán Martínez (2009), 
quienes postulan que las variaciones en los 
niveles de violencia dentro y entre mercados 
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como indicador para estimar las diferencias 
en términos de utilización de la violencia, 
debido a que contiene bajos niveles de subre-
gistro y permite estandarizar la comparación 
entre unidades subnacionales. Sin embargo, 
el hecho de que Argentina no cuente con un 
registro especial de homicidios vinculados al 
narcotráfico hizo necesario incorporar técni-
cas cualitativas a la investigación. Estas con-
sistieron en el análisis documental sobre notas 
periodísticas y fuentes secundarias. El corpus 
de notas periodísticas fue relevado utilizando 
el motor de búsqueda Google, filtrando los re-
sultados por fecha y buscando las menciones 
a las palabras drogas, narcotráfico y violencia 
para cada una de las provincias analizadas. Las 
fuentes secundarias estuvieron compuestas 
fundamentalmente por investigaciones acadé-
micas, por lo que se revisaron los trabajos de 
Eventon (2013), Saín (2017), Saín y Navarro 
(2019), Flom (2018) y González (2019).

Como mencionamos, la intención de este 
trabajo es dar cuenta de la variación en la vio-
lencia relacionada con las drogas dentro de un 
mismo país, por lo que los casos seleccionados 
corresponden a dos unidades subnacionales 
argentinas, concretamente las provincias de 
Buenos Aires y Santa Fe. La elección de los 
casos se fundamenta en primera instancia en 
la intención de ampliar la literatura académica 
sobre la variación de la violencia relacionada 
con los mercados ilegales de estupefacientes 
dentro de países con tasas de crímenes relati-
vamente bajas y (quizás por ello) que han re-
cibido menor atención que otros en la región. 

Con respecto a la elección de las provin-
cias, se sigue el criterio de comparación entre 
casos más similares debido a que estos terri-
torios presentan una serie de características 
comunes que permiten controlar algunas va-
riables importantes. Entre ellas podemos men-

política determina el grado en el que los po-
líticos pueden controlar la policía, lo que su 
vez influencia la coordinación existente den-
tro de la fuerza. Siguiendo esta lógica, el grado 
de coordinación policial genera diferentes re-
gímenes regulatorios, es decir, variaciones en 
la manera en que son aplicadas las reglas in-
formales que buscan gobernar la actividad del 
mercado ilegal de drogas, concluyendo que la 
violencia asociada a estos mercados varía de 
acuerdo a qué régimen regulatorio prevalece.

En suma, estos autores sostienen que exis-
te una relación causal entre el incremento de 
la competencia política y la rotación partida-
ria con el aumento de la violencia relacionada 
con las drogas. Esta se fundamenta a partir de 
la ruptura de las redes de protección estatal 
establecidas por las anteriores autoridades po-
líticas sobre esos mercados ilegales, las cuales 
permitirían cierto grado de control sobre la 
utilización de la violencia en sus territorios. 
En las secciones siguientes pretendo cuestio-
nar estos argumentos, sosteniendo que para 
el caso argentino, tanto la rotación partida-
ria, como el incremento en la competencia 
política a escala subnacional no explican el 
incremento en la violencia relacionada con el 
mercado ilegal de drogas, por lo que para dar 
cuenta de estas variaciones debemos indagar 
sobre otro tipo de variables.

Metodología y selección de casos

El método utilizado incluye la triangulación 
de técnicas cuantitativas y cualitativas de in-
vestigación. Dentro de las primeras se realizó 
un abordaje descriptivo de estadísticas oficia-
les a partir de datos del Sistema Nacional de 
Información Criminal (SNIC). Se utilizó la 
tasa de homicidios cada 100 000 habitantes 
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indicadores. En primer lugar, si el gobierno 
entrante resultó electo por un margen igual o 
superior al 10 % de los votos, lo que puede 
aportar una medida del nivel de competencia 
electoral existente en un distrito. En segun-
do lugar, si el partido gobernante cuenta con 
mayoría en ambas cámaras legislativas pro-
vinciales, lo cual determina si debe entablar 
negociaciones con la oposición para aprobar 
determinadas leyes. En tercer lugar, si el go-
bierno provincial se posiciona como aliado u 
opositor al gobierno nacional, debido a que 
esto puede tener consecuencias en el envío de 
recursos de distinto tipo por parte del gobier-
no central, así como alentar la competencia 
política mediante el patrocinio de candidatos 
opositores en la provincia.

Por último, el período seleccionado para 
el análisis (2007-2018) permite abarcar los 
procesos de rotación partidaria en Santa Fe 
(2007) y Buenos Aires (2015). El límite se es-
tablece en 2018 debido a que este es el último 
año del que se disponen datos del SNIC. A 
continuación pondremos a prueba las hipóte-
sis sobre la rotación partidaria y el incremento 
de la competencia política para cada uno de 
los casos en el período 2007-2018.

El caso de la provincia de 
Buenos Aires

Una serie de académicos que han investigado 
las dinámicas de los mercados ilegales de estu-
pefacientes en la provincia de Buenos Aires, 
coinciden en la existencia de vínculos entre 
actores que desarrollan su actividad en estos 
mercados, funcionarios estatales, poder políti-
co y policía (Flom 2018; Saín 2017; Sobering 
y Auyero 2019). Saín (2017) señala la existen-
cia de un “doble pacto”, consistente en primer 

cionar: 1) la pertenencia a un mismo país, lo 
que permite controlarlas variables nacionales; 
2) presentan similares valores en las variables 
socioeconómicas más importantes como la es-
tructura productiva, los niveles de pobreza y 
desigualdad;3 3) ambas experimentaron pro-
cesos de recambio partidario en la goberna-
ción luego de largos períodos de dominio del 
partido peronista; y 4) presentan condiciones 
geográficas similares, ninguna comparte fron-
tera terrestre con países limítrofes y ambas 
cuentan con puertos a la vera de grandes vías 
fluviales navegables. 

Resulta necesario aclarar que uno de los 
puntos problemáticos en la comparación es 
que el tamaño de los mercados ilegales de 
drogas en ambas provincias no resulta direc-
tamente equiparables en términos absolutos, 
debido a las grandes diferencias poblacionales 
existentes entre ambas. Sin embargo, según 
los datos de consumo publicados por Sedro-
nar (2017), ambos territorios poseen porcen-
tajes de prevalencia anual en el consumo simi-
lares (8,4 % para Buenos Aires y 10 % para 
Santa Fe), lo que permite inferir que al menos 
el mercado ilegal minorista de estas sustancias 
puede considerarse equivalente en términos 
proporcionales, aunque este continua siendo 
un indicador altamente imperfecto para di-
mensionarlo. 

En cuanto a las variables independientes, 
la rotación partidaria se operacionalizó de ma-
nera dicotómica en función de la presencia o 
ausencia de cambios en el partido de gobier-
no en el período analizado. Por su parte, la 
competencia política se midió en base a tres 

3 El porcentaje de población por debajo de la línea de pobre-
za para el primer semestre de 2018 fue de 31,9 % en Buenos 
Aires y de 30,3 % en Santa Fe, mientras que el coeficiente de 
Gini fue de 0,389 y 0,379 para el segundo trimestre del año 
2015. Fuente: EPH- INDEC.
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su competidor inmediato en el primer caso y 
de cerca del 40 % en el segundo, sucediendo 
a un gobernador del mismo signo político.4 
En paralelo, en ambos períodos, el peronismo 
obtuvo la mayoría de las bancas en la legisla-
tura bicameral de la provincia. Esto permitió 
que en sus dos gestiones pudiera aprobar la 
mayoría de los proyectos de ley provinciales 
sin necesidad de forjar alianzas con otras fuer-
zas políticas en la legislatura. El único indica-
dor donde se registran diferencias entre ambas 
gestiones del gobernador es en la alianza con 
el gobierno presidido por Cristina Fernández 
de Kirchner, quien formaba parte de la misma 
fuerza política. Durante su primer mandato, 
ambas esferas gubernamentales, mantuvieron 
una estrecha alianza. Sin embargo, el segun-
do mandato del gobernador estuvo atravesado 
por distintas disputas con el gobierno nacio-
nal, sobre todo durante los dos primeros años 
de gestión, por lo que puede cuestionarse la 
continuidad de la alianza entre ambas esferas 
de gobierno durante ese período

La correlación entre los valores adquiri-
dos por estas variables y la estabilidad en la 
violencia relacionada con el mercado ilegal de 
drogas no resulta lineal. Durante la primera 
gobernación de Scioli el comportamiento de 
los indicadores de violencia se acercó a lo que 
la literatura predice en función de los valores 
adquiridos por las variables políticas. En este 
sentido, se registró una relativa estabilidad en 
la tasa de homicidios en este período, produ-
ciéndose un leve incremento en este indica-
dor, que pasó de 6,1 en 2007 a 7,3 en 2011. 
Sin embargo, en su segunda gobernación 
(2007-2011), se registró cierto aumento en la 
violencia relacionada con las drogas, a pesar 

4 Daniel Scioli sucedió al también gobernador peronista 
Felipe Solá en su primer gobernación y luego obtuvo la re-
elección en 2011.

término, en un acuerdo entre policías y delin-
cuentes, caracterizado por la regulación poli-
cial de los mercados ilegales a través de diver-
sos mecanismos como la liberación de zonas o 
la aplicación selectiva de la ley; y, en segundo 
término, en un pacto entre políticos y poli-
cías, donde los primeros dejan a los segundos 
obtener beneficios materiales provenientes de 
la regulación a cambio de una porción de las 
ganancias provenientes de estos mercados y 
del mantenimiento de niveles aceptables de 
orden público. 

Por su parte, Flom (2018) sostiene que en 
la provincia de Buenos Aires existió un control 
centralizado por parte del gobierno peronista 
de Daniel Scioli sobre la corrupción policial, 
lo que permitió a la policía regular el mercado 
de tráfico de drogas en el área metropolitana a 
través de redes de protección coordinadas, en 
las cuales la policía protegió a los vendedores 
de la aplicación de la ley a cambio de bene-
ficios materiales, a menudo compartidos con 
la administración gubernamental. Siguiendo 
esta lógica, el recambio partidario y el incre-
mento de la competencia política producirían 
un quiebre en las redes de protección estatales 
al mercado ilegal de estupefacientes y una ma-
yor propensión a la utilización de la violencia 
por parte de sus participantes (Flom 2018; 
Trejo y Ley 2017). Sin embargo, un repaso 
por la evolución de estas variables durante el 
período 2007-2018 permite cuestionar este 
argumento.

El período 2007-2015, que abarca las dos 
gobernaciones de Daniel Scioli, estuvo ca-
racterizado tanto por la ausencia de rotación 
partidaria como por un bajo nivel de com-
petencia política. Scioli asumió tanto su pri-
mera y segunda gobernación luego de ganar 
ampliamente las elecciones, con un margen 
levemente mayor al 30 % de los votos sobre 
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tercio de la totalidad de sus efectivos al co-
nurbano bonaerense para reforzar la seguridad 
(Frederic 2019).

De todas maneras, el cambio más impor-
tante en las variables analizadas se produjo en 
2015 con la derrota del peronismo y la llegada 
de la alianza Cambiemos al poder, luego de 
la victoria de María Eugenia Vidal en la con-
tienda electoral. En esta elección se produjo 
la primera rotación en el partido gobernante 
desde 1987, rompiendo con un dominio de 
28 años del partido peronista, un importante 
cambio en la política bonaerense y nacional 
teniendo en cuenta de que esta importante 
provincia se constituyó históricamente como 
un bastión electoral del peronismo. En para-
lelo, la victoria de la alianza Cambiemos im-
plicó un aumento de la competencia política. 
Por un lado, Vidal resultó vencedora por un 
margen del 4 %, por lo que la diferencia con 
su principal contrincante fue considerable-
mente menor a la que había obtenido Scioli 
en contiendas electorales anteriores. Por otro, 
el nuevo oficialismo no contaba con mayoría 
en ambas cámaras de la legislatura provincial, 
sino únicamente en el Senado, debido a que 
obtuvo menos de la mitad de las bancas pues-
tas en juego en la cámara baja. El único indi-
cador de competencia política que coincidió 
con las gestión del período 2007-2011 fue la 
alineamiento con el gobierno nacional, que 
también quedó en manos de la alianza Cam-
biemos luego de 2015. 

A este escenario de rotación partidaria e 
incremento en la competencia política se aña-
diría una impronta discursiva que apuntaba 
contra las “mafias” policiales y un proceso de 
“purga” dentro de la policía bonaerense que 
incluyó el desplazamiento de 1561 efectivos 
(Ministerio de Seguridad de la Nación 2019), 
el reemplazo de la mitad de los miembros de 

de que las principales variables políticas pre-
sentaron pocos cambios. Contrario a la idea 
de que Scioli tuvo un alto nivel de control po-
lítico sobre la policía y por lo tanto sobre la 
regulación de los mercados ilegales, los años 
2013 y 2014 mostraron un incremento en la 
violencia que llevaron la tasa de homicidios 
a 9,2 y 9,1 respectivamente, las más altas en 
10 años, lo que incluso empujó al gobernador 
a decretar la “emergencia en seguridad” en la 
provincia (La Nación 2014).El incremento de 
la violencia fue atribuido por el propio Scioli 
a la actividad en el mercado ilegal de drogas, 
señalando “la combinación de drogas y las ar-
mas” como la principal fuente de delito, soli-
citando a la justicia que aceleren los procesos 
abiertos contra los “sospechosos cabecillas del 
narco” y anunciando la creación un cuerpo 
especializado en inteligencia financiera y pa-
trimonial, para “facilitar la tarea de congela-
miento de los activos de los narcotraficantes” 
(Telam 2014; Clarín 2014a). 

En este contexto, el incremento de la vio-
lencia en estos dos años podría ser atribuido al 
único indicador que presentó variación entre 
el primer y segundo mandato del gobernador, 
es decir, la disputa política mantenida entre el 
gobierno provincial y el nacional. Como seña-
lan González y Cáceres (2019), un escenario 
de disputa entre ambas esferas gubernamenta-
les puede generar un incremento en la violen-
cia en una provincia en particular, como con-
secuencia de que el gobierno nacional puede 
limitar el envío de fondos o el despliegue de 
fuerzas federales en los territorios provincia-
les díscolos. Sin embargo, esta tendencia no 
se efectivizó en la provincia de Buenos Aires, 
donde a partir de 2011 se observó un incre-
mento constante de la asignación de fuerzas 
de seguridad federales, principalmente, de 
Gendarmería Nacional, que destinó casi un 
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menos, dos hipótesis alternativas para explicar 
la no ocurrencia de este fenómeno. La primera 
de ellas es que a pesar del recambio partidario, 
el incremento de la competencia política y los 
cambios introducidos dentro de la institución 
policial, el gobierno de Vidal no quebró las 
redes de protección estatal al mercado ilegal 
de estupefacientes, cuya continuidad explica 
que no se haya producido un estallido de la 
violencia durante su gestión. La segunda es, 
que es posible, que la configuración de las re-
des de protección estatal en Buenos Aires se 
hayan estructurado de manera menos vertical, 
más atomizada y por lo tanto más caótica de 
lo que la literatura especializada supone, por 
lo que en realidad nunca hayan estado en con-
diciones reales de asegurar la paz en los territo-
rios mediante arreglos ilegales en función de la 
necesidad de los gobernantes de turno, lo que 
de alguna manera explicaría el incremento de 
la violencia registrado durante la gobernación 
de Scioli. 

Ya sea que nos inclinemos por la hipótesis 
de la continuidad de estas redes o por la im-
posibilidad de las mismas de asegurar la paz en 
el territorio, los cambios en el ámbito político 
partidario no provocaron modificaciones en 
la violencia relacionada con el mercado ilegal 
de estupefacientes en la provincia de Buenos 

la cúpula policial y el pase a retiro de funcio-
narios policiales de alto rango (Perfil 2017). 
A pesar de que estos cambios en el ámbito 
político y policial vaticinaban la ruptura de 
las redes de protección estatal y por lo tan-
to un incremento en la violencia asociada al 
mercado ilegal de drogas, el período de Vidal 
frente al gobierno provincial se caracterizó por 
una baja en los homicidios. De esta manera, 
la tasa que mide este tipo de delito pasó de 
7,4 cada 100 000 habitantes en el último año 
de Scioli a 6,8 en el primer año de gobierno 
de Vidal (2016), hasta llegar a 5,8 en 2018. 
Los niveles de violencia durante el período de 
gobierno de Cambiemos en la provincia Bue-
nos Aires fueron incluso más bajos que los de 
la primer gobernación de Scioli, caracterizada 
por la continuidad partidaria y un bajo nivel 
de competencia política.

En este sentido, los cambios en el ámbito 
político partidario que se produjeron con la 
llegada de la alianza Cambiemos a la goberna-
ción provincial en 2015 no tuvieron un corre-
lato en el incremento de la violencia asociada 
al mercado ilegal de estupefacientes, a pesar de 
que se introdujeron modificaciones dentro de 
la institución policial que podían hacer pre-
sumir un quiebre de las redes de protección 
estatal del narcotráfico. Pueden pensarse, al 

Gráfico 1. Evolución de la tasa de homicidios cada 100 000 habitantes. 
Provincia de Buenos Aires (2007-2018)
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ya desarrollados que vinculan estas variables 
con la ruptura de las redes de protección esta-
tal al mercado ilegal de estupefacientes (Flom 
2018). Sin embargo, al igual que en Buenos 
Aires, una mirada en profundidad sobre el 
caso permite poner en cuestión esta relación. 

La llegada de Hermes Binner (2007-2011) 
bajo el sello del FPCySa la gobernación pro-
vincial implicó un cambio político significa-
tivo en una provincia gobernada durante 24 
años consecutivos por el peronismo. Su ges-
tión estuvo signada por el recambio en el par-
tido gobernante y por altos niveles de compe-
tencia política. El FPCyS ganó la elección por 
poco más del 10 % sobre la segunda fuerza 
política, pero obtuvo mayoría únicamente en 
la cámara de diputados de la provincia, mien-
tras que en la cámara de senadores quedó re-
legada como segunda fuerza, muy por detrás 
de la principal fuerza de oposición que obtuvo 
mayoría propia. En paralelo el gobierno pro-
vincial, de distinto signo político al nacional, 
se posicionó como un opositor moderado a la 
gestión presidencial. 

Sin embargo, al menos durante la prime-
ra gobernación del FPCyS (2007-2011), los 
cambios políticos antes mencionados y el alto 
nivel de competencia política en la provincia 

Aires. El gráfico 1 ilustra este punto a través 
de la evolución de la tasa de homicidios en 
la provincia durante las gestiones de gobierno 
analizadas (2007-2018).

Pasaremos a observar cómo operaron estas 
variables en el caso santafesino para analizar su 
relación con el incremento de la violencia en 
el territorio provincial.

El caso de Santa Fe

Si bien la provincia de Santa Fe ha tenido his-
tóricamente cifras de homicidio que superan 
la media nacional, en la última década ha ex-
perimentado un abrupto incremento en los 
índices de violencia, principalmente, como 
resultado del accionar delictivo de grupos de-
dicados al comercio ilegal de drogas en sus dos 
principales centros urbanos, Rosario y Santa 
Fe (Eventon 2013). Las explicaciones ensaya-
das para dar cuenta de este fenómeno inclu-
yen las variables políticas mencionadas tales 
como la rotación partidaria y el incremento en 
la competencia política a partir de la derrota 
del peronismo y la irrupción del Frente Pro-
gresista Cívico y Social (FPCyS), en las elec-
ciones de 2007, basándose en los argumentos 

Gráfico 2. Evolución de la tasa de homicidios cada 100 000 habitantes 
en Santa Fe (2007-2018)
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rritorio entre bandas dedicadas al comercio 
ilegal de estupefacientes en la ciudad de Rosa-
rio (Perfil 2013; Clarín 2014b; El País 2014). 
Este incremento de la violencia asociada al 
mercado ilegal de drogas se produjo, sin em-
bargo, en un contexto político que combinaba 
la continuidad partidaria del socialismo con 
altos niveles de competencia política. Bonfatti 
resultó vencedor de las elecciones con un es-
trecho margen del 3,6 % de los votos sobre 
su competidor inmediato y no logró mayoría 
en ninguna de las dos cámaras legislativas, las 
cuales, por el contrario, quedaron bajo con-
trol del peronismo. 

Por otra parte, la victoria de Cristina Fer-
nández de Kirchner bajo el sello del peronis-
mo en las elecciones nacionales del mismo año 
significó la continuidad de la disputa política 
mantenida entre el gobierno provincial y sus 
pares nacionales que había comenzado en la 
anterior gestión. En este sentido, este período 
estuvo caracterizado por un gobierno que si 
bien no tuvo que enfrentar cambios políticos 
abruptos gracias a la continuidad partidaria, 
debió lidiar con una fuerte competencia polí-
tica dentro de su territorio como consecuencia 
de los factores antes mencionados. 

Ahora bien, descartada la rotación partida-
ria como fuente de ruptura de las redes de pro-
tección estatal al mercado ilegal de estupefa-
cientes en el caso santafesino, ¿puede afirmarse 
que los niveles de competencia política hayan 
desencadenado esta ruptura y por lo tanto ex-
pliquen el aumento en la violencia relacionada 
con el narcotráfico? Si bien la competencia po-
lítica puede haber dificultado la adopción de 
algunas medidas para hacer frente al incremen-
to de la violencia registrado a partir de 2011, 
y por lo tanto, haber tenido incidencia en la 
insuficiencia de la respuesta gubernamental a 
este fenómeno, difícilmente pueda afirmarse 

no tuvieron un correlato en términos de incre-
mento de la violencia relacionada con el mer-
cado ilegal de estupefacientes. Este período 
se caracterizó por su estabilidad en la tasa de 
homicidios, la cual continuó fluctuando entre 
valores similares a los registrados durante el 
último año de la gobernación de su predece-
sor, el peronista Jorge Obeid (2003-2007), os-
cilando entre un máximo de 9,5 en 2007 y un 
mínimo de 8,3 en 2010 (ver gráfico 2). Este 
dato resulta crucial, debido a que al igual que 
lo ocurrido a partir de 2015 en la provincia 
de Buenos Aires con la victoria de la alianza 
Cambiemos, los importantes cambios que se 
suscitaron en la estructura política partidaria 
de la provincia de Santa Fe con la llegada del 
FPCyS en 2007, no parecen haber generado 
efectos en términos de incremento de la vio-
lencia asociada al narcotráfico en el territorio 
provincial.

En el análisis del primer gobierno del so-
cialismo en Santa Fe queda expuesto cómo la 
rotación partidaria no necesariamente implica 
cambios en la estructura de los organismos 
encargados de la persecución del narcotráfico 
y por lo tanto no pueden tomarse como sinó-
nimo de ruptura de las redes de protección es-
tatales. Como señala González (2019), si bien 
en la gobernación de Binner se registraron 
algunas modificaciones en las designaciones 
de los mandos medios, la jefatura provincial 
mantuvo cierta estabilidad, sin grandes rota-
ciones manteniendo la “cúpula policial here-
dada” del gobierno justicialista. 

La explosión de la violencia en la provin-
cia de Santa Fe ocurriría en el transcurso del 
segundo mandato del FPCyS, encabezado por 
Antonio Bonfatti (2011-2015), donde la tasa 
de homicidios registró un aumento del 43,5 
% entre 2011 y 2014 (SNIC 2018), empu-
jada fundamentalmente por la disputa de te-
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organización, pero siempre desde una posición 
de subordinación a sus liderazgos. En este sen-
tido, ya sea en marco de continuidad de las 
redes de protección estatal o de la ruptura de 
las mismas, causada “desde abajo” por el accio-
nar de un grupo criminal, el incremento de la 
violencia no tuvo relación directa con cambios 
en el ámbito político-partidario en la goberna-
ción provincial.

Finalmente, la gobernación de Lifschitz 
(2015-2019) también perteneciente al FPCyS 
tuvo características similares a la de Bonfatti 
con respecto a las variables políticas puestas 
en juego, incluyendo continuidad partidaria 
y altos niveles de competencia política, pero 
con distinto resultado en los indicadores de 
violencia a escala provincial. El candidato 
oficialista resultó vencedor en una contienda 
electoral muy reñida, obteniendo una mínima 
diferencia de 0,9 % de los votos sobre su com-
petidor inmediato, y obtuvo mayoría propia 
en la cámara de Diputados provincial, pero 
no en la de senadores. Al igual que sus prede-
cesores, el gobernador siguió perteneciendo a 
una fuerza política partidaria distinta a la del 
presidente de la nación, Mauricio Macri, elec-
to bajo el sello de la alianza Cambiemos. En 
este escenario, se posicionó como un opositor 
“moderado” con acercamientos y tensiones 
con la gestión nacional a pesar de contar con 
variables similares a la anterior gestión, los re-
sultados en términos de violencia relacionada 
con el mercado ilegal de estupefacientes expe-
rimentaron cierta mejora. La tasa de homici-
dios durante la gestión de Lifschitz se redujo 
de 12,2 cada 100 000 habitantes en 2015 a 
9,5 en 2018, recuperando niveles similares a 
los registrados durante el gobierno de Binner 
(2007-2011). Si bien los niveles de violencia 
en Santa Fe siguieron estando por encima del 
promedio nacional, la moderada baja en la 

que esta se relacione a una ruptura de las re-
des de protección estatal al mercado ilegal de 
drogas promovida por el gobierno provincial.

De hecho, existen diferentes posiciona-
mientos con respecto a la continuidad o rup-
tura de las redes de protección estatal a este 
mercado ilegal en el caso santafesino. Gonzales 
(2019) plantea que estas redes tuvieron cierta 
continuidad durante el gobierno de Bonfatti, 
donde se registraron dinámicas policiales de 
protección ilegal similares a las que se habían 
identificado en administraciones anteriores. 
En este escenario, las causas de este abrupto 
incremento de la violencia pueden estar rela-
cionadas más a la efectiva protección de crimi-
nales y el involucramiento directo de miem-
bros de las fuerzas de seguridad en el mercado 
ilegal de drogas en un escenario de disputa 
territorial entre bandas dedicadas a esta activi-
dad para garantizarles impunidad, antes que a 
una ruptura de las mencionadas redes de pro-
tección. Por otra parte, Saín y Navarro (2019) 
señalan una especificidad del caso santafecino, 
la aparición de una banda con alto poder de 
fuego conocida como Los Monos que hizo un 
uso sistemático de la violencia, no solo dirigida 
a competidores dentro de los mercados ilega-
les sino incluso contra edificios y funcionarios 
públicos, llegando a atacar sedes judiciales y 
viviendas de funcionarios de la justicia santafe-
sino e inclusive la casa del propio gobernador, 
lo que constituye un hecho sin precedentes en 
el contexto argentino. Sin embargo, los auto-
res consideran que el violento accionar de esta 
banda rompe las lógicas de funcionamiento 
de las redes de protección estatal, señalando 
que su despliegue no derivó de la regulación 
policial sino que de una compleja trama de 
transacciones entre Los Monos y sectores de 
la policía santafesina y otras fuerzas, que ope-
raron formando parte o colaborando con esta 
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tasa de homicidios durante la gestión de Li-
fschitz permite observar que el incremento 
abrupto de la violencia no coincide con la lle-
gada de una nueva fuerza política partidaria 
al poder a partir de 2007, sino que constituye 
un fenómeno circunscripto mayoritariamente 
a un período específico (2011-2015) dentro 
de los 12 años de gobierno del FPCyS en San-
ta Fe. La información que ilustra este punto se 
sintetiza en el gráfico 2.

Discusión

Una mirada a los casos de Buenos Aires y 
Santa Fe, en el período 2007-2018, permite 
poner en cuestión las hipótesis que relacionan 
la rotación partidaria y el aumento en la com-
petencia política a escala subnacional, con in-
crementos en la violencia relacionada con el 
mercado ilegal de estupefacientes. Este hecho 
queda ilustrado al observar los dos períodos 
donde se registraron los mayores cambios en 
el ámbito político partidario en cada una de 
las provincias, caracterizados tanto por la ro-
tación en el partido de gobierno como por 
un alto nivel de competencia política. Como 
mencionamos, tanto el período 2007-2011 
en Santa Fe, como 2015-2018 en Buenos Ai-
res, significaron importantes cambios a nivel 
partidario debido a que rompieron con largos 
períodos de hegemonía del peronismo y en 
los cuales los gobernadores enfrentaron altos 
niveles de competencia política. A pesar de los 
pronósticos teóricos frente a este escenario, ni 
Binner en Santa Fe ni Vidal en Buenos Aires 
debieron enfrentar incrementos en la violen-
cia relacionada con el mercado ilegal de estu-
pefacientes en sus respectivas provincias. 

De hecho, el único período donde se 
produjeron cambios abruptos en los niveles 

de violencia en ambas provincias durante los 
años analizados coincide con la gobernación 
de Bonfatti (2011-2015) en Santa Fe. Al po-
ner en cuestión que el estallido de la violen-
cia en este período haya tenido que ver con 
cambios partidarios o en la intensidad de la 
competencia política, el carácter excepcional 
de lo ocurrido en Santa Fe durante este perío-
do amerita un análisis profundo del caso que 
arroje luz tanto sobre los cambios en las diná-
micas del mercado ilegal como en las inter-
venciones estatales sobre el mismo. Una de las 
particularidades que registró este período fue 
el crecimiento territorial de una banda como 
Los Monos, con una capacidad de fuego pocas 
veces vista en un país como la Argentina, que 
hizo un uso sistemático de la violencia para 
expandir su principal actividad ilegal. De he-
cho, los dos años más violentos (2013 y 2014) 
coinciden con el asesinato del líder de la ban-
da Claudio Ariel Cantero (2013), que desató 
una serie de venganzas y luchas por el territo-
rio que hicieron que Rosario se transformara 
en un escenario dantesco. 

En este contexto, la principal pregunta 
que debemos formularlos no gira en torno a 
si los cambios en el ámbito partidario pue-
den generar un incremento en los niveles de 
violencia relacionados al mercado ilegal de 
estupefacientes, sino a qué condiciones per-
mitieron el surgimiento de una banda de las 
características de Los Monos y bajo qué mo-
dalidades de intervención (legal e ilegal) del 
Estado. De esta manera, podremos desentra-
ñar si estos niveles de violencia se produjeron 
al amparo dela protección brindada por redes 
conformadas por funcionarios estatales o fue-
ron consecuencia de la ruptura de las mismas.

En este sentido, la hipótesis podría 
reformularse para sostener que las diferencias 
en la violencia relacionada con el mercado 
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ilegal de drogas puede pensarse como el re-
sultado parcial de determinadas modalidades 
de intervención del Estado por vías forma-
les e informales. La efectividad de las “redes 
de protección estatal” sobre estos mercados 
para asegurar el control de la violencia sobre 
los territorios dependería de que se ejerza un 
estricto verticalismo desde el poder político 
hacia la policía, y de esta hacia los actores 
que actúan en los mercados ilegales. En la 
medida en que esas redes no se configuren 
de esa manera, lo que pareciera suceder en 
muchos casos, resulta más probable que los 
agentes estatales involucrados dejen ejercer 
(y ejerzan por sí mismos) la violencia como 
medio para la resolución de disputas. Sin 
embargo, esta conjetura deberá ser objeto de 
futuras indagaciones.

Conclusión

Como desarrollamos al comienzo de este tra-
bajo, los mercados ilegales de drogas resultan 
más propensos a la utilización de la violen-
cia que los legales debido a que no pueden 
apelar a la intermediación (legal) del Estado 
para la resolución de conflictos entre partes. 
Sin embargo, esto no implica que sean inhe-
rentemente violentos. Existen importantes 
diferencias en cuanto a la utilización de la vio-
lencia entre los mercados ilegales de distintos 
tipos de sustancias, entre países y dentro de 
ellos entre distintas unidades subnacionales 
que deben ser tenidas en cuenta a la hora de 
analizar este fenómeno. Como pudimos de-
sarrollar con base en el análisis de los casos 
de Buenos Aires y Santa Fe, en Argentina, las 
explicaciones que relacionan variables como 
la rotación partidaria y los incrementos en 
la competencia política con el aumento de la 

violencia relacionada con el narcotráfico no 
resultan las más adecuadas para dar cuenta de 
las diferencias existentes al respecto entre estos 
dos territorios. 

En este sentido, las explicaciones formu-
ladas sobre este tipo de fenómenos para otros 
casos en la región no parecen trasladables al 
caso argentino. Esto quizás se deba a cierto 
sesgo de selección que ha empujado a la lite-
ratura a ocuparse, por válidos motivos, de los 
casos que muestran altos índices de violencia 
relacionada con el mercado ilegal de estupefa-
cientes antes que de aquellos en los cuales esta 
actividad se desenvuelve con índices relativa-
mente bajos. De esta manera, resulta impor-
tante profundizar la investigación sobre estos 
últimos y de las diferencias existentes dentro 
de ellos entre sus unidades subnacionales. Sur-
ge, en este sentido, la necesidad de observar 
particularmente las modalidades de interven-
ción (legal e ilegal) del Estado bajo un lente 
que tenga en cuenta los contextos particulares 
de cada territorio, con el fin de desentrañar los 
particulares procesos que producen que en al-
gunos de ellos la utilización de la violencia en 
el mercado ilegal de estupefacientes sea más 
frecuente que en otros.
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Misceláneo

Acción u omisión

Fachada del Monumento a la Bandera Argentina. 
Rosario, Argentina. Proyecto de Ángel Guido (1943). 

La serie de URVIO 28 “Estado y narcotráfico” está compuesta 
por intervenciones conceptuales mediante la técnica 

de fotobordado sobre planos arquitectónicos 
de obras emblemáticas del Estado. 
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Resumen 
El artículo contribuye a expandir el conocimiento sobre la violencia en contexto de encierro en América Latina, 
a partir del análisis de la Encuesta a Personas Privadas de Libertad realizada en seis países de la región. Identifica 
los factores de riesgo que incrementan la vulnerabilidad de los varones privados de libertad a ser victimizados 
dentro de la prisión. Los resultados muestran que las personas detenidas más proclives a ser víctimas de violencia 
dentro de la prisión son quienes tienen menor edad, fueron víctimas de violencia durante su infancia, reciben 
visitas poco frecuentes, son reincidentes, consumen alcohol y/o drogas dentro del penal, conciben cierto nivel de 
corrupción entre los agentes de seguridad y/o, además, están en penales con problemas de hacinamiento. En la 
misma línea, quienes emplean la mayor parte de su tiempo dentro del penal en trabajar y/o estudiar, y/o quienes 
están detenidos por drogas son menos propensos a ser victimizados. El artículo sugiere posibles estrategias de 
intervención para erradicar la violencia dentro de los centros penitenciarios, para reforzar su rol “reintegrador”.

Palabras clave: América Latina; prisión; reintegración; víctimas; violencia 

Abstract
This paper contributes to the literature on violence in Latin American prisons by identifying a set of risk factors 
likely to increase prison victimization for male inmates. Drawing on data from six Latin American countries gath-
ered by the “Survey of Prison Inmates”, our findings suggest that inmates are more likely to experience victimiza-
tion if they: are young, were victimized as children, receive fewer visits while incarcerated, are recidivists, use alcohol 
and/or other substances while incarcerated, perceive prison staff to be corrupt, and are imprisoned in overcrowded 
facilities. Inmates are less likely to be victimized if they are imprisoned for a drug offense, or if they dedicate most of 
their time behind bars to work or to educational activities. The paper also suggests a number of intervention strate-
gies aimed at reducing prison violence and strengthening the reintegration potential of correctional institutions.

Keywords: Latin America; prison; reintegration; victims; violence
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Introducción 

La victimización dentro de las instituciones de 
reclusión es una problemática de gran relevan-
cia, a la que se enfrentan de forma constante 
los sistemas penitenciarios. Esas instituciones 
no solo deben proteger a la sociedad de aque-
llos que han cometido delitos, sino que deben 
velar por la seguridad de las personas que se 
encuentran privadas de su libertad. 

Las instituciones penitenciarias reúnen 
una serie de características que las tornan en 
escenarios particularmente propicios para la 
perpetración de actos violentos, a saber: la 
concentración en un espacio reducido de una 
cantidad elevada de sujetos con trayectorias 
delictivas y/o violentas; el déficit de infraes-
tructura para el alojamiento, el tratamiento y 
la provisión de servicios a dichos individuos; 
personal penitenciario poco entrenado y mo-
tivado para enfrentar las situaciones complejas 
que emergen en el contexto penitenciario, y 
con escasos mecanismos de control y super-
visión; altos niveles de hermetismo de las ins-
tituciones penitenciarias, así como problemas 
y desincentivos para transparentar sus irregu-
laridades (Gambetta 2009; Matthews 2012; 
Schenk y Fremouw 2012). 

Sin embargo, a pesar de que la violencia 
parece ser parte de la cotidianeidad de las 
instituciones penitenciarias –tanto para aque-
llos que se encuentran privados de su liber-
tad como para los funcionarios de los centros 
de reclusión (Ireland 1999; Lahm 2009; So-
rensen y Cunningham 2010; Sorensen et al. 
2011)– existe una relativa escasez de estudios 
en torno a la temática (Wooldredge y Steiner 
2013; Steiner et al. 2017). Esto es cierto, en 
particular, para el estudio de la victimización 
dentro de los centros penales y los factores que 
contribuyen a su explicación, temática que ha 

sido poco abordada, a pesar de sus importan-
tes implicancias de política pública. 

En ese sentido, la literatura señala que la 
victimización dentro de la prisión incremen-
ta las probabilidades de reincidencia luego 
del egreso de la cárcel (Listwan et al. 2011; 
Mooney y Daffern 2015;  Trulson et al. 
2011); dificulta el desarrollo de los programas 
educativos, laborales y tratamientos psicoló-
gicos dentro de dichos centros (Auty, Cope 
y Liebling  2017) y erosiona la legitimidad 
y confianza que depositan los reclusos en las 
autoridades penitenciarias y viceversa, lo cual 
genera ambientes hostiles, cuya gestión resul-
ta más difícil (Cooke, Wozniak y Johnstone 
2008; Gadon, Johnstone y Cooke 2006; Stei-
ner, Butler y Ellison 2014).

La escasez de estudios relativos a la victi-
mización en prisión es aguda en el contexto 
latinoamericano, donde de manera paradóji-
ca las condiciones de reclusión son más críti-
cas y los niveles de violencia son más elevados 
que en los países desarrollados, en los que los 
estudios se han concentrado (Arbach-Lucio-
ni, Martinez-García y Pueyo 2012; Jacobson, 
Heard y Fair 2017; Trajtenberg y Sanchez de 
Ribera 2018; Sanhueza et al. 2015). Por tan-
to, la producción de conocimiento en torno 
a las dinámicas de interacción dentro de las 
instituciones de reclusión se torna impor-
tante en la región. En este sentido, el ob-
jetivo del siguiente artículo es contribuir a 
expandir el conocimiento sobre la violencia 
en contextos de encierro en América Latina. 
Se busca identificar los factores de riesgo que 
incrementan la vulnerabilidad de los varones 
privados de libertad a ser victimizados dentro 
de la prisión.
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la materia no son concluyentes, ya que una 
serie de estudios han arribado a resultados que 
cuestionan dicha conclusión (Ireland 1999; 
Irwin 2005). Asimismo, los estudios indican 
que los hombres tienden a ser victimizados en 
mayor medida que las mujeres (Hensley et al. 
2003; Ireland 1999; Wolff et al. 2007; Wool-
dredge y Steiner 2012). 

En lo que respecta a la dimensión for-
mativa, la evidencia señala que aquellos con 
mayores niveles de educación tienden a sufrir 
menores niveles de victimización dentro de la 
prisión (Morash et al. 2012; Wolff et al. 2007; 
Wooldredge y Steiner 2012). En cuanto al ori-
gen étnico racial de los reclusos, algunos estu-
dios realizados en los Estados Unidos encon-
traron que las personas afroamericanas tienen 
menor probabilidad de ser victimizadas por 
otros reclusos (Wolff, Shi y Bachman 2008; 
Wooldredge y Steiner 2012), pero mayor pro-
babilidad de ser violentadas por miembros del 
personal penitenciario. 

En cuanto a los factores vinculados a las 
relaciones sociales y familiares de las personas 
privadas de libertad, se destaca que los reclusos 
casados que cohabitaban con sus esposas pre-
viamente al encarcelamiento sufren menores 
niveles de victimización dentro de la prisión, 
así como aquellos que reciben visitas con ma-
yor frecuencia (Kuo, Cuvelier y Huang 2014; 
Wooldredge 1994). Otra cuestión relacionada 
con la historia de las personas que se encuen-
tran privadas de libertad –muchas de las cuales 
tienen largos historiales de victimización en el 
seno familiar o en el marco de instituciones de 
cuidado o de infracción para menores– es el 
abuso físico y sexual. Las personas privadas de 
libertad que antes de su encarcelamiento su-
frieron abuso físico o sexual registran mayores 
niveles de victimización dentro de la prisión 
que aquellos sin historiales de ese tipo (Mo-

Revisión de literatura: factores 
de riesgo asociados con la 
victimización en la prisión

Diversos estudios han sido destinados al exa-
men de los predictores y las causas de la victi-
mización dentro de centros penitenciarios. La 
literatura que se ha acumulado en la materia 
sugiere que la victimización en el contexto 
carcelario puede explicarse en función de una 
multiplicidad de factores. Algunos de estos re-
fieren a características de los individuos que se 
encuentran privados de libertad, mientras que 
otros están vinculados a sus rutinas y experien-
cias dentro de los penales. Otros factores refie-
ren a características del entorno penitenciario 
en el que se encuentran recluidos. A continua-
ción, se presenta un resumen de los resultados 
de dicha literatura, organizado en función de 
estos tres tipos de factores, a saber: individuales, 
vinculados a las rutinas dentro de la prisión y 
relativos al entorno penitenciario.

Factores individuales

Parte de la literatura destinada al estudio de la 
victimización y la perpetración de actos vio-
lentos en prisión ha examinado el rol que jue-
gan las variables que refieren a características 
de las víctimas de dichos actos. Entre ellas se 
destacan algunas variables sociodemográficas, 
cuestiones relativas a sus vínculos sociales y fa-
miliares, sus trayectorias delictivas, y variables 
vinculadas a su salud mental.

En relación con los factores de tipo socio-
demográfico, la literatura especializada seña-
la que las personas privadas de libertad más 
jóvenes suelen ser victimizadas con mayor 
frecuencia que las más adultas (Kerbs y Jolley 
2007; Wolff, Shi y Siegel 2009; Wooldredge 
1994; 1998). Sin embargo, los resultados en 
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ser más victimizados en el entorno peniten-
ciario (Kuo, Cuvelier y Huang. 2014; Listwan 
et al. 2014). Asimismo, los individuos que 
exhiben mayores niveles de ansiedad son más 
proclives a ser víctimas de violencia dentro de 
la prisión (Kuo, Cuvelier y Huang 2014). En 
cuanto al consumo de sustancias, algunos es-
tudios señalan que los individuos que exhiben 
síntomas de consumo problemático de drogas 
son victimizados en mayor medida que aque-
llos que no evidencian estos síntomas (Wood 
y Buttaro 2013).

Factores vinculados a las rutinas dentro 
de la prisión

Los estudios que se centran en los factores vin-
culados a las rutinas de los reclusos dentro de 
las prisiones señalan que las personas privadas 
de libertad con mayor involucramiento en 
actividades educativas, laborales, deportivas, 
religiosas y/o recreativas tienen menores pro-
babilidades de ser victimizadas que aquellas 
con poca o nula participación en este tipo de 
actividades (Listwan et al. 2014; Wooldred-
ge 1994; 1998; Wooldredge y Steiner 2012; 
2014). En ese sentido, a más horas destinadas 
a este tipo de actividades, menores chances 
tienen los reclusos de ser víctimas de violencia. 

La relación entre el involucramiento en 
actividades y la victimización ha sido explica-
da por la estructuración de la rutina cotidiana 
que dichas actividades implican, y la conse-
cuente reducción del tiempo en espacios me-
nos dotados de vigilancia, como celdas o es-
pacios comunes, donde pueden darse ataques 
con más facilidad (Wooldredge 1998). Según 
la teoría de las actividades rutinarias o los esti-
los de vida (Cohen y Felson 1979; Hindelang, 
Gottfredson y Garofalo 1978), la rutina co-
tidiana de las personas condiciona su exposi-

rash et al. 2012; Wood 2013; Wood y Buttaro 
2013; Wolff et al. 2007; Wolff, Shi y Siegel 
2009). 

En relación con los factores vinculados a 
las trayectorias delictivas de las personas pri-
vadas de libertad, algunos estudios han encon-
trado que los reclusos con experiencias previas 
de encarcelamiento son más proclives a ser 
víctimas de violencia (Wooldredge 1994). 
Asimismo, aquellos que se encuentran dete-
nidos por delitos sexuales y delitos violentos 
sufren mayores niveles de victimización (Kuo, 
Cuvelier y Huang 2014; Wood y Buttaro 
2013; Listwan et al. 2014; Wooldredge y Stei-
ner 2014; Camp et al. 2003; Davis 1968), en 
contraposición a quienes cumplen condenas 
por narcotráfico, que experimentan menores 
niveles (Wood y Buttaro 2013). 

Según la literatura especializada en el es-
tudio de la cultura carcelaria, la victimización 
de las personas encarceladas por delitos sexua-
les se debe en cierta medida a la percepción 
negativa de estos delitos en la cultura carce-
laria, en particular aquellos que involucran a 
niños (Akerstrom 1986; Toch 1978; Vaughn y 
Sapp 1989; Davis 1968). En ese sentido, uno 
de los componentes del código informal que 
orienta la conducta de los reclusos refiere a sus 
actitudes hacia el crimen y sus perpetradores. 
Diversos estudios destacan que los reclusos 
suelen respetar a sus pares en diversos grados, 
en función del delito que cometieron. Desta-
ca el rechazo hacia aquellos que perpetraron 
delitos sexuales (Akerstrom 1986; Toch 1978; 
Vaughn y Sapp 1989).

Un último factor individual abordado por 
la literatura refiere a la salud mental de las per-
sonas privadas de libertad. Se señala que los 
individuos que han recibido tratamiento por 
condiciones como esquizofrenia, bipolaridad 
y otros problemas de salud mental tienden a 
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en módulos de segregación administrativa y 
custodia protectora (que suelen caracterizar-
se por su alta densidad poblacional y pocas 
restricciones sobre las rutinas y conductas 
de las personas recluidas) también tienden 
a registrar mayores niveles de victimización 
(Wooldredge y Steiner 2013).

Factores vinculados al entorno penitenciario

La literatura relativa al entorno penitenciario y 
su vinculación con el riesgo de victimización 
examina tanto aspectos materiales como inma-
teriales de la vida dentro de los establecimien-
tos de reclusión. En cuanto a los aspectos mate-
riales, el estudio realizado por Gaes y McGuire 
(1985) destaca una relación positiva entre 
hacinamiento carcelario y victimización. No 
obstante, otras investigaciones no han llegado 
a resultados tan concluyentes. Por ejemplo, 
Camp et al. (2003) no encuentran una asocia-
ción significativa entre hacinamiento y violen-
cia, mientras que Wooldredge y Steiner (2009) 
subrayan que el impacto del hacinamiento so-
bre la violencia se ve moderado por el tamaño 
de la prisión. También en lo que se refiere a los 
aspectos materiales del entorno penitenciario, 
Tartaro y Levy (2007) evidencian que, a mayor 
cantidad de reclusos supervisados por guardia, 
se observan mayores tasas de victimización. 

Otro aspecto material que ha sido estu-
diado en relación con la victimización es el 
diseño arquitectónico y el tamaño de los esta-
blecimientos penitenciarios. Las prisiones de 
mayores dimensiones, con poblaciones peni-
tenciarias más grandes y de diseño arquitec-
tónico lineal, suelen tener tasas más altas de 
victimización que las prisiones más pequeñas, 
con contingentes de reclusos más reducidos y 
diseños de tipo podular (Wooldredge y Stei-
ner 2013; Useem y Piehl 2006). El diseño li-

ción a situaciones propicias a la victimización. 
La participación en actividades dentro de la 
prisión “protege” a los reclusos de la exposi-
ción a situaciones potencialmente violentas, 
caracterizadas por la falta de estructuración y 
vigilancia, en las que podrían ser victimizados.

No obstante, en la dirección contraria, 
algunos estudios indican que la participación 
en este tipo de actividades aumenta las posi-
bilidades de ser victimizado (Wooldredge y 
Steiner 2013). Se sugiere que los reclusos que 
participan en programas educativos y/o labo-
rales (entre otros) pueden ser percibidos por 
sus pares como excesivamente alineados a la 
institución penitenciaria y, en consecuencia, 
perder su respeto y confianza, lo que aumenta 
la probabilidad de ser víctimas de violencia.  
Asimismo, algunos puestos laborales expo-
nen a los reclusos a situaciones en las que se 
encuentran en mayor riesgo de victimización 
dado que, por ejemplo, deben desplazarse a 
espacios de baja vigilancia, interactuar con 
personas desconocidas, circular por módulos 
donde se encuentran alojadas personas con 
problemáticas de conducta, todo lo cual pue-
de aumentar su propensión a ser agredidos 
(Jordan 2005; Kuo, Cuvelier y Huang 2014; 
Wooldredge y Steiner 2013).

Las rutinas de las personas privadas de li-
bertad también se ven determinadas por el 
grado de seguridad del espacio en el que son 
recluidas, ya que esto condiciona la libertad 
de circulación que pueden tener y el tipo de 
rutinas que desarrollan. Múltiples estudios 
señalan que los reclusos que son privados de 
su libertad en módulos de máxima seguridad 
sufren mayores niveles de victimización que 
aquellos que se encuentran alojados en espa-
cios de menores niveles de seguridad (Coo-
ley 1993; Hensley et al. 2003). Asimismo, 
las personas que son privadas de libertad 
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Por último, otro factor de interés es el de 
la aplicación de los reglamentos penitencia-
rios y el modo en que son puestos en prácti-
ca. Existe evidencia empírica que muestra que, 
en las prisiones donde los reclusos consideran 
que los reglamentos penitenciarios son aplica-
dos con laxitud o impuestos deficitariamente, 
se registran niveles de victimización más altos. 
Ese también es el caso en los establecimientos 
penitenciarios donde el propio personal peni-
tenciario considera que la normativa carcelaria 
es subaplicada (Wooldredge y Steiner 2012; 
2013; 2014). Ello puede deberse a que, al notar 
que la normativa penitenciaria no es aplicada de 
modo estricto, algunos reclusos pueden aprove-
charse y victimizar a otras personas privadas de 
libertad, a sabiendas de que no necesariamente 
sufrirán las consecuencias de sus acciones (Byr-
ne y Hummer 2008; Liebling 2004; Sparks, 
Bottoms y Hay 1996). Así, la indulgencia en 
la aplicación de las normas puede resultar en 
mayores niveles de victimización y, por tanto, 
operar en contra de los más débiles.

Datos, variables y técnicas 
de análisis

El artículo se basa en los datos de la Encuesta 
a personas privadas de libertad realizada por 
el Centro de Estudios Latinoamericanos so-
bre Inseguridad y Violencia (CELIV), con 
apoyos del PNUD (Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo) y del BID (Ban-
co Interamericano de Desarrollo), en centros 
penitenciarios de seis países latinoamericanos: 
Argentina, Chile, Costa Rica, Honduras, Mé-
xico y Perú.3 La muestra se compone de 5400 
varones en total: 845 reclusos en Argentina, 

3 En Perú, Honduras y Costa Rica los datos tienen repre-
sentación nacional, lo cual no sucede en el resto de países. 

neal se caracteriza por tener filas de celdas ali-
neadas a lo largo de pasillos, lo cual ofrece un 
menor nivel de protección a los reclusos, en 
comparación con el diseño podular, caracteri-
zado por la configuración semicircular de las 
celdas alrededor de un espacio de uso común 
(Wooldredge 1998).

En cuanto a los elementos inmateriales del 
ambiente penitenciario, se destaca que, cuan-
to mejor es el clima penitenciario –entendido 
como la satisfacción de las personas privadas 
de libertad respecto a las intervenciones del 
personal, así como sus actitudes positivas en 
relación con el personal carcelario– menores 
son los niveles de victimización (Kuo, Cuve-
lier y Huang 2014; Wolff, Shi y Siege 2009). 
Autores centrales de la literatura sobre la le-
gitimidad de las autoridades penitenciarias y 
el desempeño moral de las cárceles (Bottoms 
1999; Sparks, Bottoms y Hay 1996; Liebling 
2004) señalan que el grado en el que los re-
clusos perciben al personal penitenciario 
como justo y su creencia de que tratan a las 
personas privadas de libertad de modo justo 
y equitativo pueden reflejar su capacidad de 
proteger a los reclusos de ser victimizados. En 
ese sentido, los reclusos que tienden a ver a los 
guardias como menos competentes, justos y 
equitativos pueden estar en mayor riesgo de 
victimización, por no poder acudir al auxilio 
del personal penitenciario (Liebling 2004; 
Sparks, Bottoms y Hay 1996).

Asimismo, Pérez et al. señalan que las per-
sonas privadas de libertad que expresan una 
percepción favorable respecto a la seguridad 
de su entorno penitenciario tienen menores 
probabilidades de ser victimizadas que aque-
llas que expresan visiones más negativas. Es 
decir, se plantea que quienes se sienten más 
seguros son también los que menos episodios 
de violencia experimentan.



86

Violencia en América Latina: ¿qué factores aumentan el riesgo de ser victimizado...                        Ana Safranoff y Daniela Kaiser 

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 28 • septiembre-diciembre 2020 • pp.80-99
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

mo, las víctimas de violencia en el contexto 
penitenciario pueden ser reticentes a reportar-
la, por la normalización de la violencia como 
parte constitutiva del universo carcelario. Esto 
también puede deberse a su falta de confian-
za en las autoridades penitenciarias y el siste-
ma judicial o a la noción de que reportar lo 
acontecido no resultará en nada positivo (Aebi 
2008; Kidd y Chayet 2010). 

En cualquier caso, es necesario destacar 
que, en el desarrollo de la encuesta, reitera-
das veces se hace alusión al hecho de que las 
respuestas son anónimas, confidenciales y no 
existe ningún tipo de vinculación con las au-
toridades penitenciarias y/o el sistema de jus-
ticia. De todas formas, aun así, es esperable 
que el fenómeno de la violencia carcelaria esté 
subreportado. 

Las variables independientes se derivan de 
los distintos factores de riesgo que, según la 
literatura, influyen en la victimización dentro 
de la prisión. Los diferentes factores no serán 
tratados como alternativos, sino como com-
plementarios, en la medida que se considera 
que todos ellos tienen un rol significativo. Se 
consideran los factores de riesgo en tres nive-
les: individual, rutinas dentro del estableci-
miento penitenciario y entorno carcelario. La 
distribución de la muestra según las variables 
independientes/de control incluidas en el aná-
lisis se encuentra en la tabla 1. 

Factores individuales

Con el objetivo de capturar el efecto de los 
factores de riesgo en el nivel individual, des-
tacados por la literatura, se incorporan al 
análisis diferentes variables sobre edad, nivel 
educativo, victimización en la infancia, fre-
cuencia de las visitas y, por último, respecto 

693 en Chile, 1021 en México, 1049 en Perú, 
929 en Costa Rica y 863 en Honduras. Si bien 
la encuesta también ha sido realizada a muje-
res privadas de libertad, este artículo solo se 
centra en los varones, considerando que los 
factores asociados con la victimización feme-
nina son diferentes y, por tanto, requieren un 
estudio específico. 

Dada la existencia de valores perdidos en 
las variables principales, la muestra utilizada 
en los análisis cuenta con 5196 individuos va-
rones privados de libertad. La técnica princi-
pal empleada es la regresión logística. Se busca 
explorar los factores de riesgo asociados con la 
probabilidad de ser victimizado en la prisión. 
La variable dependiente sobre victimización es 
un indicador binario que se construyó a partir 
de una pregunta de la encuesta sobre si en los 
últimos seis meses lo han golpeado dentro del 
penal. Los detenidos que lo confirmaron (que 
sí han sido golpeados) adquieren el valor 1 en 
la variable, en contraposición a quienes no 
(valor 0). Hay un 17,5 % de varones privados 
de libertad que afirman haber sido golpeados 
en los últimos seis meses dentro del centro pe-
nitenciario. 

Cabe hacer una aclaración respecto a estos 
datos. Las cifras de victimización en general, y 
de victimización en el contexto penitenciario 
en particular, suelen verse afectadas por altos 
niveles de subreporte. Esto se debe a proble-
mas de deseabilidad social y a la tendencia a 
no reportar experiencias consideradas como 
vergonzantes o graves (Connell y Farrington 
1996). En el contexto penitenciario, donde 
rigen códigos contrarios a reportar a otros 
reclusos, y donde el incentivo a denunciar 
es bajo, dado el miedo a sufrir represalias y 
la restricción a la circulación, es razonable es-
perar que el subreporte sea sustantivo (Byrne 
y Hummer 2007; Wolff et al. 2007). Asimis-
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Tabla 1. Distribución de la muestra según las variables independientes/de 
control incluidas en el análisis

Variables independientes

 

Edad (media) 35,99

Educación baja: hasta primario incompleto 28,3%

Educación media-alta: primario completo o más 71,7 %

Fue víctima de violencia en la infancia 56,6 %

No fue víctima de violencia en la infancia 43,4 %

Recibe visitas con poca frecuencia 28,2 %

Recibe visitas frecuentes 71,8 %

Tiene una sentencia anterior 35,2 %

No tiene una sentencia anterior 64,8 %

Detenido por robo 49,1 %

Detenido por “otro delito” 8,4 %

Detenido por homicidio 19,2 %

Detenido por drogas 7,9 %

Detenido por delitos sexuales 15,4%

Rutina/
Actividades

Emplea la mayor parte del tiempo trabajando o estudiando 49,0%

Emplea la mayor parte del tiempo en otras actividades 26,1%

No se sabe en qué emplea la mayor parte del tiempo 24,8 %

Consumió alcohol/drogas en el penal 16,6 %

No consumió alcohol/drogas en el penal 67,0 %

No se sabe si consumió alcohol/drogas en el penal 16,4 %

Entorno 
carcelario

Considera que por dinero los agentes lo hubieran dejado ir 40,0 %

No considera que por dinero lo hubieran dejado ir 49,0 %

No se sabe si considera que por dinero lo hubieran dejado ir 11,0 %

Penal con hacinamiento: el 50 % o más considera que están hacinados 62,0%

Penal sin hacinamiento: menos del 50 % considera que están hacinados 38,0 %

Variables de 
control

Argentina 15,6 %

Chile 12,8 %

Costa Rica 17,2 %

Honduras 16,0 %

México 18,9 %

Perú 19,4 %
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podrán ser consideradas en el análisis, dada 
la ausencia de información al respecto en la 
encuesta.

Factores vinculados a la rutina dentro 
de la prisión

Los factores de riesgo en relación con la coti-
dianeidad dentro de la prisión son considera-
dos a partir de dos variables. Por un lado, se 
incluye una variable en relación con el “em-
pleo del tiempo durante el día en la prisión”. 
Quienes informan que la mayor parte del 
tiempo trabajan y/o estudian dentro del penal 
adquieren el valor 1, en contraposición a quie-
nes emplean la mayor parte de su tiempo en 
otras actividades (valor 0). Dada la existencia 
de valores perdidos en la variable (24,8 % del 
total, ver tabla 1), se incorpora una variable 
dicotómica que incluye –valor 1– a quienes 
no respondieron la pregunta, de forma tal de 
no perder estos casos para las otras variables. 
Los casos perdidos de la variable responden a 
una cuestión aleatoria: esa pregunta no se hizo 
en todos los países a toda la muestra, sino que, 
por una cuestión de longitud de la encuesta, 
se hizo a una submuestra de casos selecciona-
dos de modo aleatorio.  

Por otro lado, el consumo de drogas y/o 
alcohol dentro del penal se deriva de una pre-
gunta de la encuesta sobre si el individuo ha 
consumido alcohol o alguna droga durante el 
último mes dentro de la prisión (valor 1). La 
categoría de referencia (valor 0) comprende a 
quienes no han consumido ninguna de esas 
sustancias. Dado que la pregunta no ha sido 
realizada en Honduras, se incluye una variable 
dicotómica que corresponde a quienes no tie-
nen información para la variable (valor 1), de 
forma tal que no se pierdan estos casos en las 
otras variables.

a la trayectoria delictiva del individuo. La 
edad al momento de la encuesta se incluye 
en el modelo como variable cuantitativa. La 
dimensión formativa es incorporada a partir 
de la variable nivel educativo bajo, que in-
cluye a aquellos encuestados que no llegaron 
a completar la educación primaria (la cate-
goría de referencia la componen quienes tie-
nen mayor nivel educativo, es decir, primario 
completo o más). 

La victimización en la infancia se explo-
ra a partir de un indicador sobre violencia 
familiar: aquel entrevistado cuyo padre le 
pegaba para retarlo y/o fue testigo de violen-
cia hacia la madre (es decir, fue víctima de al 
menos una de las dos formas de violencia) 
adquiere el valor 1 en esta variable binaria 
y se considera que proviene de un entorno 
familiar violento, en contraposición a quie-
nes adquieren el valor 0. La asiduidad de las 
visitas se incluye como variable dicotómica: 
quienes reciben visitas con poca o nula fre-
cuencia (cada tres meses, una vez al año o 
nunca) comprenden el valor 1 (la categoría 
de referencia –valor 0– corresponde a quie-
nes reciben visitas frecuentes). 

Por último, la trayectoria delictiva se ex-
plora a partir de dos variables que intentan 
captar el recorrido delictivo del individuo. 
Por un lado, la existencia de condenas ante-
riores es un indicador binario: quienes han 
sido condenados previamente por algún otro 
delito (es decir, son reincidentes) adquieren 
el valor 1 en esta variable. Por otro lado, se 
incluye una variable con cinco categorías en 
relación con el tipo de delito más grave por 
el que el individuo está detenido: robo, ho-
micidio, drogas, delitos sexuales (categoría 
de referencia) y otros delitos.  Las variables 
relativas a la salud mental del individuo (des-
tacadas en la literatura como relevantes) no 
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la literatura (tal como la percepción sobre la 
aplicación de la normativa penitenciaria) no 
podrán ser considerados, dada la ausencia de 
información en la encuesta.

Los análisis se realizan a partir de una re-
gresión logística con la variable dependiente 
sobre si la persona ha sido golpeada en los úl-
timos seis meses dentro de la prisión (o no). 
Las variables independientes son incorpora-
das con el objetivo de identificar los factores 
de riesgo asociados con la victimización en la 
prisión. Es necesario señalar que se incluyen 
variables de control correspondientes a cada 
uno de los seis países, tomando a Chile como 
categoría de referencia.4 Dado que la muestra 
utilizada en los análisis incluye a todos los paí-
ses conjuntamente, esta variable se incorpora 
para descartar posibles efectos de composición 
contextuales, es decir, efectos que son produc-
to de la distribución desigual de las variables 
principales en los distintos países. 

Resultados: factores de riesgo 
asociados con la victimización 
dentro de la prisión

A partir de la tabla 2 resulta posible explorar 
los factores de riesgo asociados con la proba-
bilidad de que una persona privada de libertad 
haya estado sido victimizada dentro de la pri-
sión en los últimos seis meses. Se han tenido 
en cuenta diferentes factores de riesgo deriva-
dos de la literatura especializados en distintos 
niveles (factores individuales, vinculados a la 
rutina dentro de la prisión y al entorno peni-
tenciario).

4 Chile se plantea como categoría de referencia dado que 
presenta valores extremos en la variable dependiente “ha sido 
golpeado dentro de la prisión”. Es el país con mayor porcen-
taje de individuos que afirma haber sido victimizado.

Factores vinculados al entorno penitenciario

En el modelo se incluyen indicadores en re-
lación con el entorno carcelario. En primer 
lugar, una variable respecto a la percepción de 
corrupción de los agentes de seguridad, la cual 
se deriva de una pregunta de la encuesta so-
bre si el individuo considera que, si le hubiera 
dado dinero a los policías que lo detuvieron, 
lo hubieran dejado ir. Quienes responden 
afirmativamente a la pregunta adquieren el 
valor 1 en esta variable binaria y se considera 
que conciben cierto nivel de corrupción entre 
los agentes de seguridad, en contraposición a 
quienes adquieren el valor 0. Dada la existen-
cia de valores perdidos en esta variable (11 % 
del total, ver tabla 1), se incorpora una varia-
ble dicotómica que comprende –valor 1– a 
quienes no respondieron la pregunta, de for-
ma tal que no se pierdan esos casos y, además, 
se pueda explorar si la ausencia de respuesta 
(ns/nc) tiene algún tipo de patrón. 

En segundo lugar, con el objetivo de cap-
tar las condiciones materiales del penal, se 
considera una variable sobre si el individuo se 
encuentra en un centro penitenciario donde 
el 50 % o más de los entrevistados de dicho 
penal indica que existe hacinamiento –valor 
1– (la categoría de referencia –valor 0– la con-
forman quienes están en penales donde menos 
del 50 % considera que hay hacinamiento). El 
hacinamiento se calcula a partir de dos pre-
guntas de la encuesta: 1) ¿para cuántas perso-
nas está diseñado el lugar en el que duerme?, 
2) en promedio, ¿cuántas personas han dor-
mido ahí durante la última semana? En ese 
sentido, se considera que existe hacinamiento 
en un penal cuando los entrevistados afirman 
que el espacio está diseñado para menos per-
sonas de las que duermen en él. Otros facto-
res del entorno penitenciario destacados en 
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babilidad de un individuo privado de libertad 
de haber sido golpeado dentro de la prisión en 
América Latina. En primer lugar, en el nivel 

Los resultados muestran que los factores de 
riesgo en los tres niveles considerados están 
asociados de manera significativa con la pro-

Tabla 2. Factores asociados con la probabilidad de los individuos privados de libertad en 
América Latina de haber sido golpeados durante los seis últimos meses en prisión. Efectos 
principales. Regresión logística.

Variables S.E. Exp(B)

Factores 
individuales

Edad 0,004 0,985***

Educación baja 0,087 1,02

Fue víctima de violencia en la infancia 0,08 1,423***

Recibe visitas con poca frecuencia 0,085 1,273***

Tiene una sentencia anterior 0,086 1,331***

Detenido por robo 0,135 1,228

Detenido por “otro delito” 0,181 1,109

Detenido por homicidio 0,148 1,047

Detenido por drogas 0,202 0,634**

Factores 
vinculados a la 

rutina carcelaria

Emplea la mayor parte del tiempo trabajando o estudiando 0,093 0,724***

No se sabe en qué emplea la mayor parte del tiempo 0,12 0,755**

Consumió alcohol/drogas en el penal 0,094 1,898***

No se sabe si consumió alcohol/drogas en el penal 0,824 1.29

Factores 
vinculados 
al entorno 
carcelario

Considera que por dinero los agentes lo hubieran dejador ir 0,081 1,475***

No se sabe si considera que por dinero lo hubieran dejado ir 0,142 1,01

Penal donde existe hacinamiento 0,102 1,845***

Variables de 
control

Argentina 0,145 1.136

Costa Rica 0,153 0,422***

Honduras 0,835 0,414

México 0,15 0,492***

Perú 0,141 0,716**

Constant 0,257 0,207***

-2 Log likelihood 4512.614

Nagelkerke R Square 0.098

n = 5196 ***Significativo al 0,01; **Significativo al 0,05; *Significativo al 0,1.

Ref: educación media-alta: primario completo o más; no fue víctima de violencia en su infancia; recibe visitas frecuentes; 
no tiene una sentencia anterior; detenido por delitos sexuales; no emplea la mayor parte del tiempo trabajando o 

estudiando; no consumió en el penal; no considera que por dinero lo hubieran dejado ir; penal donde menos del 50 % 
de los encuestados considera que hay hacinamiento; Chile.
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do de forma significativa a la probabilidad de 
ser víctima de violencia dentro de la prisión. 
La educación no parece tener influencia en el 
riesgo de victimización, en contraposición a la 
evidencia previa (Morash et al. 2012; Wolff et 
al. 2007; Wooldredge y Steiner 2012). 

En segundo lugar, en relación con los 
factores vinculados a la rutina dentro de la 
prisión, la evidencia muestra que aquellos 
individuos privados de libertad que emplean 
la mayor parte de su tiempo trabajando y/o 
estudiando tienen menos probabilidad de ser 
víctimas de violencia. Ello concuerda con ha-
llazgos previos, que destacan la relevancia de 
esas actividades dentro de la prisión, en tanto 
que estructuran la rutina cotidiana de los de-
tenidos, así como también reducen su tiempo 
en espacios más propicios para la victimiza-
ción, por ejemplo, espacios menos dotados de 
vigilancia, donde pueden darse ataques con 
más facilidad (Listwan et al. 2014; Wooldred-
ge 1994; 1998; Wooldredge y Steiner 2012; 
2014). Además, los resultados revelan que 
quienes “no se sabe en qué emplean la mayor 
parte del tiempo” (a quienes no se les hizo esa 
pregunta) también tienen menos probabili-
dad de ser victimizados. Quienes se sabe que 
emplean la mayor parte del tiempo en prisión 
haciendo otro tipo de actividades diferentes a 
estudiar y/o trabajar son quienes tienen mayor 
probabilidad de sufrir violencia.  

Asimismo, quienes consumieron alcohol 
y/o drogas dentro del penal son más proclives 
a haber sido golpeados. Es razonable pensar 
que los individuos que consumen alcohol y/o 
drogas dentro de la prisión establecen víncu-
los con individuos capaces de proveerlos de 
dichas sustancias, los cuales pueden desem-
bocar en conflictos y/o situaciones propicias 
para su victimización. Asimismo, puede que 
frecuenten zonas poco vigiladas para realizar 

individual, se observa que la edad se asocia ne-
gativamente con la victimización, es decir, los 
individuos mayores tienen menor riesgo de ser 
victimizados dentro de la prisión, lo cual con-
cuerda con hallazgos previos (Kerbs y Jolley 
2007; Wolff, Shi y Siegel 2009; Wooldredge 
1994; 1998). Asimismo, quienes han sido 
víctimas de violencia durante su infancia y/o 
reciben visitas con escasa o nula frecuencia re-
sultan más propensos a ser agredidos durante 
el encarcelamiento, lo cual también concuer-
da con la literatura previa. 

En lo que respecta a la trayectoria delic-
tiva, los resultados muestran que quienes 
cuentan con una sentencia anterior (son rein-
cidentes) tienen mayor riesgo de ser víctimas 
de violencia dentro de la prisión. Ese hallazgo 
se corresponde con otros estudios que identi-
fican que los reclusos con experiencias previas 
de encarcelamiento experimentan mayores 
niveles de victimización (Wooldredge 1994). 

En cuanto al tipo de delito, la evidencia no 
resulta del todo consistente con la literatura. 
Por un lado, en consonancia con estudios pre-
vios, se observa que quienes están detenidos 
por drogas tienen menos riesgo de ser agre-
didos dentro de la prisión, en comparación 
a quienes están por delitos sexuales (Wood y 
Buttaro 2013). Ahora bien, en lo que respec-
ta a los otros tipos de delitos, no se observan 
diferencias significativas entre quienes están 
en prisión por robo, homicidio u otros delitos 
en comparación a quienes están por delitos 
sexuales. Contrario a los hallazgos previos en 
otros contextos, en términos generales, aquí 
no se evidencia que quienes están por delitos 
sexuales sufran mayores niveles de victimiza-
ción (Kuo, Cuvelier y Huang 2014; Wood y 
Buttaro 2013; Listwan et al. 2014). 

El nivel educativo se presenta como un fac-
tor de riesgo en el nivel individual, no asocia-
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las transacciones de las sustancias y/o que 
dicha transacción o consumo implique una 
fuente de disputa con los agentes de seguri-
dad, exponiéndose así a un mayor riesgo de 
victimización. 

Por último, se observa que los factores de 
riesgo vinculados al entorno carcelario tam-
bién tienen una influencia significativa, en 
consonancia con estudios previos (Gaes y Mc-
Guire 1985; Liebling 2004; Sparks, Bottoms 
y Hay 1996): aquellas personas privadas de 
libertad que perciben como corruptos a los 
agentes de seguridad y/o están en un penal en 
donde el 50 % o más de los entrevistados in-
dica que existe hacinamiento tienen más pro-
babilidad de haber sido victimizados dentro 
de la prisión.

Resulta necesario mencionar que el mode-
lo cuenta con un R Cuadrado de Nagelkerke 
de 0,098, lo cual indica que el conjunto de 
variables independientes consideradas explica 
el 9,8 % de la varianza de la variable depen-
diente. Este hallazgo sugiere la necesidad de 
explorar otros factores de riesgo asociados con 
la victimización dentro de la prisión, de forma 
tal que se pueda incrementar la potencia ex-
plicativa del modelo. Esto sucede con frecuen-
cia en investigación social y podría implicar 
que, para ahondar más en la explicación de 
un fenómeno, es importante disponer de otro 
tipo de variables, tal como las contextuales, 
que por lo general no están incluidas en las en-
cuestas (Camarero, Almazán y Mañas 2015).

 En tal sentido, por ejemplo, el nivel de 
seguridad y el tamaño de las cárceles son fac-
tores del entorno penitenciario que la evi-
dencia internacional destaca como relevantes 
para la victimización (Berk y de Leeuw 1999; 
Wooldredge y Steiner 2009; Wooldredge y 
Steiner 2015; Tahamont 2019). En el orden 
individual, el origen étnico racial, la salud 

mental, la orientación sexual y la identidad de 
género de los individuos (Wolff, Shi y Bach-
man 2008; Jenness et al. 2010; Wooldredge y 
Steiner 2012; Beck et al. 2013; Kuo, Cuvelier 
y Huang 2014; Listwan et al. 2014; Jenness, 
Sexton y Sumner 2019) también han sido dis-
tinguidos por la literatura como significativos. 
Si bien esas variables no han podido ser incor-
poradas en el presente análisis, dada la ausen-
cia de información al respecto en la encuesta, 
futuras investigaciones deben explorar su rele-
vancia en relación con la victimización dentro 
de las prisiones en América Latina (tabla 3). 

Tabla 3. ¿Cuáles son los factores que aumen-
tan el riesgo de ser victimizado dentro de la 
prisión? Síntesis de los resultados del análisis

• Factores individuales: menor edad, haber sido 
víctima de violencia en la infancia, recibir visitas 
con poca/nula frecuencia, tener una sentencia 
anterior, estar detenido por robo.

• Factores vinculados a la rutina dentro de la 
prisión:  emplear la mayor parte del tiempo 
en otras actividades que no son ni estudiar ni 
trabajar; consumir alcohol/drogas en el penal.

• Factores vinculados al entorno penitenciario: 
percibir la existencia de corrupción entre los 
agentes de seguridad, estar en un penal en 
donde hay hacinamiento.

Conclusiones

A partir del análisis de la Encuesta a Personas 
Privadas de Libertad realizada en seis países 
de América Latina, el artículo contribuye a 
expandir el conocimiento sobre la violencia 
dentro de las prisiones en la región latinoa-
mericana. La victimización en instituciones 
de reclusión es una problemática importante 
para los sistemas penitenciarios. Por ende, es 
necesario diseñar estrategias de prevención de 
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la violencia carcelaria y de intervención ante 
situaciones de este tipo, para reducir los in-
cidentes. Ello es imprescindible, no solo por 
el efecto directo de la violencia sobre las víc-
timas, sino porque la victimización aumenta 
las probabilidades de reincidir luego de la sa-
lida de la prisión, dificulta el desarrollo de las 
actividades dentro de los centros y erosiona 
la legitimidad y confianza que depositan los 
reclusos en las autoridades penitenciarias y vi-
ceversa. Así, se producen ambientes hostiles, 
más difíciles de gestionar.

Los hallazgos del artículo revelan la exis-
tencia de diversos factores de riesgo que in-
crementan la vulnerabilidad de los varones 
privados de libertad a ser victimizados dentro 
de la prisión. Sugieren que las estrategias efec-
tivas de erradicación de la violencia dentro de 
la prisión deben tener en cuenta esos factores. 

Por un lado, los análisis destacan que quie-
nes reciben visitas con escasa o nula frecuencia 
son más propensos a ser agredidos durante su 
encarcelamiento. De aquí se desprende la im-
portancia de fortalecer los vínculos sociales y el 
capital social de los individuos privados de li-
bertad como factor protector hacia la violencia. 

Por otro lado, las actividades dentro de la 
prisión también se presentan como una he-
rramienta idónea para prevenir las agresiones. 
Los hallazgos revelan que aquellos individuos 
que dedican la mayor parte de su tiempo a tra-
bajar y/o estudiar dentro de la prisión tienen 
menos probabilidad de ser víctimas de violen-
cia. En esa línea, se subraya la relevancia de 
promover la implementación de programas 
dentro de la prisión como una de las formas 
de prevenir la victimización. 

Las actividades dentro de la prisión es-
tructuran la rutina cotidiana de los detenidos 
e incentivan su presencia en espacios dotados 
de cierto nivel de vigilancia penitenciaria. Así, 

se exponen a menores riesgos de victimización 
que en otras áreas dentro de la prisión. Ade-
más, se ha demostrado que quienes participan 
en programas educativos tienen mayores pro-
babilidades de encontrar empleo y menores 
niveles de reincidencia una vez que egresan de 
las cárceles (Aos, Miller y Drake 2006; Davis 
et al. 2013; Ellison et al. 2017; MacKenzie 
2006). Es menester extender la cobertura de 
ese tipo de actividades, no solo como estra-
tegia para reducir la violencia dentro de la 
prisión, sino también para favorecer la etapa 
postpenitenciaria. 

Por el contrario, el consumo de alcohol y/o 
drogas dentro del penal incrementa la probabi-
lidad de ser víctima de violencia, lo cual segu-
ramente está asociado con la exposición de los 
detenidos a vínculos transaccionales que pue-
den desembocar en conflictos, la participación 
en espacios exentos de vigilancia y más propi-
cios para la victimización, y/o la posible fuente 
de disputa con los agentes de seguridad, que 
puede implicar el consumo y/o la transacción. 

Asimismo, se subraya la necesidad de in-
tervenir en características de tipo material 
de las cárceles. Los análisis muestran que el 
hacinamiento se asocia positivamente con la 
victimización, lo cual revela la importancia de 
mejorar las condiciones de los penales como 
estrategia de prevención y reducción de las 
agresiones. El hacinamiento favorece los inci-
dentes de violencia entre internos y entre estos 
y el personal. También da lugar a entornos en 
los que se propagan enfermedades infecciosas 
como VIH, neumonía y tuberculosis (Ayala 
et al. 2016; García-Guerrero y Marco 2012), 
obstaculiza la integración de los internos en 
programas de rehabilitación (Limoncelli, Me-
llow y Na 2019) y/o favorece el desarrollo de 
otras problemáticas como escasez de agua y 
alimentos, sistemas sanitarios deficitarios, es-
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casos controles médicos, mala ventilación y/o 
problemas de gestión (Bierie 2012). 

Por último, se destaca la relevancia de los 
elementos inmateriales del entorno peniten-
ciario. Los resultados revelan que aquellas per-
sonas privadas de libertad que perciben como 
corruptos a los agentes de seguridad tienen 
más probabilidades de ser victimizadas den-
tro de la prisión. En tal sentido, se subraya la 
necesidad de diseñar propuestas encaminadas 
al fortalecimiento de la legitimidad de las ins-
tituciones penitenciarias y/o, en específico, de 
los agentes de seguridad.

En síntesis, este trabajo sugiere que las 
políticas de erradicación y prevención de la 
violencia dentro de la prisión deben tener en 
cuenta diversas dimensiones de la problemáti-
ca. La introducción de estrategias basadas en 
evidencia resulta clave para promover ambien-
tes en los que se garantice el derecho a la segu-
ridad de las personas privadas de libertad. La 
erradicación de la violencia carcelaria debe ser 
un área de intervención prioritaria, en espe-
cial en el contexto latinoamericano, donde sus 
niveles son elevados.  Reducir las agresiones 
dentro de la prisión no solo resulta un obje-
tivo de corto plazo para disminuir el número 
de víctimas y generar espacios más seguros de 
convivencia, también implica reforzar el rol 
“reintegrador” de las instituciones peniten-
ciarias. Considerando que, teóricamente, la 
función de las cárceles es la reeducación y la 
reinserción de los individuos, resulta necesa-
rio garantizar las herramientas necesarias y el 
espacio adecuado para que ese proceso ocurra. 

El presente artículo ha sido una prime-
ra aproximación a la violencia carcelaria en 
América Latina, lo cual deja lugar a variados 
temas para profundizar. Futuras investigacio-
nes deberán focalizarse, por ejemplo, en otras 
formas de victimización dentro de la prisión, 

considerando que los resultados del análisis 
se circunscriben a una concepción física de la 
violencia, lo cual resulta reduccionista. 

Asimismo, resulta esencial explorar dife-
rencias respecto a los agresores. Los factores de 
riesgo asociados con la victimización pueden 
ser distintos según el perpetrador del maltrato 
(por ejemplo, otros internos, agentes de segu-
ridad y/o personal del penal), lo cual aquí no 
ha sido contemplado. Este artículo es un pun-
to de partida sobre el cual se definen múltiples 
líneas futuras de investigación. 
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Resumen 
El presente artículo se propone analizar la construcción de relaciones de género y masculinidades en ex-
periencias de encierro punitivo de jóvenes procesados penalmente en Argentina durante los años 2018 y 
2019. Se basa en información obtenida en dos centros de privación de la libertad ubicados en la ciudad 
de La Plata (provincia de Buenos Aires), con un abordaje de corte cualitativo y el uso de fuentes primarias 
(diario de campo de observaciones no participantes y entrevistas a jóvenes y otros actores clave). Teniendo 
en cuenta que existe una amplia bibliografía enmarcada en la sociología penal que da cuenta de las condi-
ciones de detención de los jóvenes alojados en dispositivos penales, este artículo pretende hacer un aporte 
indagando cuáles son las relaciones de género que se articulan en la experiencia de prisionización de los 
jóvenes. Se concluye que analizar la construcción de relaciones de género aporta elementos relevantes para 
la indagación cualitativa de las condiciones de encierro punitivo de jóvenes.

Palabras clave: cárcel; encierro punitivo; jóvenes; relaciones de género; sociología penal

Abstract
This article aims to analyze the practices and experiences that build up gender relations and masculinities of 
criminally prosecuted youths in punitive facilities in Argentina during 2018 and 2019. Based on information 
gathered in two centers of deprivation of liberty located in the city of La Plata (province of Buenos Aires), the 
investigation uses a qualitative approach and primary sources (field journal of non-participant observation 
and interviews to prisoned youths and other key actors). Considering that there is an extended corpus of lit-
erature related to criminal sociology that explains the conditions of detentions of youths located in punitive 
facilities, this article intends to make a contribution to the analysis of the experience of imprisonment of the 
youths by highlighting the role that gender relations play in it. 
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Introducción

Este artículo propone analizar algunas expe-
riencias en dispositivos de encierro punitivo de 
jóvenes, para identificar la construcción de rela-
ciones de género en el encierro, tomando como 
referencia empírica la observación no partici-
pante en dos centros de detención de jóvenes, 
ubicados en la ciudad de La Plata, capital de la 
provincia de Buenos Aires, Argentina. 

El género implica una “forma de estruc-
turar la práctica social en general, no un tipo 
especial de práctica” (Connell 1997, 9). Por 
tanto, se propone la indagación en torno a las 
relaciones de género que se suscitan en el es-
pacio carcelario, que también se comprenden 
como pautas que regulan la actuación de los 
sujetos. En este orden de ideas, se entiende 
que las características propias de las institu-
ciones totales (Goffman 1989) o instituciones 
de secuestro legal (Foucault 2008), en las cua-
les impera tanto una regimentación casi total 
del tiempo y del espacio como el orden de la 
imposición disciplinaria sobre los internos o 
“clientela”2 penal, actúan como mediaciones 
que admiten una lectura en torno a cómo 
moldean relaciones de género determinadas.

Tal como se precisará en el apartado meto-
dológico, el ingreso al campo, que antecedió a 
la escritura de este artículo, se vinculó con una 
investigación más amplia en torno a la inter-
vención de dos equipos de extensión universi-
taria con jóvenes alojados en dos dispositivos 

2 La idea de “clientela” pretende dar cuenta de la selectividad 
del sistema penal, en la medida en que son determinadas 
capas sociales las que mayoritariamente se constituyen como 
objeto de persecución penal, políticas de encarcelamiento 
y otras estrategias complementarias de gobierno. Desde la 
perspectiva criminológica, podría señalarse que el concep-
to se vincula a las teorías del etiquetamiento (labeling ap-
proach), que enfatizan cómo se despliegan los procesos de 
criminalización. 

de encierro punitivo, inscriptos en una unidad 
académica de la Universidad Nacional de La 
Plata.3 Durante el transcurso de la pesquisa, 
emergieron hallazgos vinculados con prácticas 
que tendían a la producción de determinadas 
relaciones de género entre los jóvenes y los 
operadores de las instituciones penales. Esos 
hallazgos pueden ser interpretados a partir de 
los aportes de los estudios de género, que dan 
cuenta de las relaciones complejas entre los 
cuerpos y las divisiones sexo genéricas, eludien-
do cualquier determinismo social y/o biológi-
co (Butler 2008; Connell 1997; Young 2004). 
Así, las diferencias socialmente construidas en 
torno a lo femenino y lo masculino, como tam-
bién las concepciones hegemónicas en torno a 
lo anatómico, se entrelazan con distinciones 
significativas en las prácticas sociales (Butler 
2008; Bourdieu 1998; 2008; Delphy 2002).

El estado del arte involucra al campo de 
estudios de la sociología penal juvenil y el 
de las políticas de seguridad en la Argentina 
contemporánea. En la primera década de este 
siglo, la mayoría de las intervenciones teóricas 
tuvieron como eje los cambios instrumenta-
dos en la normativa local en torno al desarme 
del viejo modelo tutelar, que regulaba la in-
fancia criminal y la consolidación del paradig-
ma de la protección y promoción integral de 
derechos de los niños, niñas y adolescentes4 

3 Si bien la extensión universitaria admite diversas formas 
de implementación, puede señalarse que esta implica una 
intervención planificada desde las Universidades, dirigida al 
medio social en el que están insertas, que puede o no trabajar 
sobre una “demanda” o una “problemática social” previa. La 
UNLP (Universidad Nacional de La Plata) fue una universi-
dad pionera en Latinoamérica en lo referido a la incorpora-
ción de la extensión en su proyecto institucional, en el año 
1905 (Urtubey 2020).
4 En la República Argentina sigue vigente el decreto ley 
22.278, que establece el Régimen Penal de la Minoridad. 
Como ley de fondo, conserva la gramática y los principios 
de la doctrina de la “situación irregular”.
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(Villalta 2013; Beloff 2008; Guemureman 
2005). Habiendo transcurrido tal fase y re-
acomodamiento legislativo e institucional, 
durante la última década se destaca una gran 
profusión de aportes que abordan las violen-
cias institucionales propias de cada eslabón de 
la cadena punitiva que se despliegan sobre los 
jóvenes aprehendidos (Daroqui, López y Ci-
priano García 2012; López 2010), así como 
también las políticas de seguridad dirigidas a 
la niñez y adolescencia (Guemureman 2015; 
Daroqui, López y Cipriano García 2012). 

Los informes realizados por la Comisión 
Provincial por la Memoria de la provincia 
de Buenos Aires analizan desde un enfoque 
cuantitativo la situación de la población del 
sistema penal, en general, y del juvenil en par-
ticular. Esto contrasta con la desidia de pro-
ducción estadística e informativa por parte de 
las agencias estatales encargadas del despliegue 
del circuito penal juvenil.5 Por su lado, el libro 
colectivo Sujetos de castigos (Daroqui, López y 
Cipriano García 2012) sistematiza un estudio 
multidimensional sobre el sistema penal juve-
nil provincial y las condiciones de encierro en 
los dispositivos punitivos.  

5 En el sistema penal juvenil provincial, las únicas estadísti-
cas públicas son elaboradas por el Ministerio Público de la 
provincia de Buenos Aires, cuyos informes dan cuenta de 
la cantidad de IPP (investigaciones penales preparatorias) 
iniciadas a jóvenes, las cuales se desagregan en bien jurídico 
protegido y departamento judicial en el que tuvieron inicio. 
En cuanto al poder ejecutivo, desde el año 2005 no publica 
estadísticas oficiales respecto de datos esenciales como la po-
blación de jóvenes alojados. Si bien por imperio de las leyes 
13.298 y 13.634 los jóvenes no pueden ser detenidos por 
agentes policiales ni trasladados a comisarías, lo cierto es que 
el trabajo de campo de diversas investigaciones da cuenta de 
que esta agencia concentra la totalidad de las aprehensiones, 
lo que la sitúa como un eslabón clave en la cadena punitiva 
penal juvenil. Tampoco existe información o estadística al-
guna que brinde precisiones sobre los jóvenes aprehendidos 
(Informe Comisión Provincial por la Memoria 2019; Da-
roqui, López y Cipriano García 2012; Guemureman 2015; 
Urtubey 2020).

Por fuera de la sociología penal juvenil, 
existen diversos trabajos que abordan a las 
juventudes de sectores populares desde cliva-
jes de género y violencia (Tonkonoff 2007; 
Rodríguez Alzueta 2014; Míguez 2008; Mí-
guez y Semán 2006; Kessler 2004). Más allá 
del indudable valor de esas aportaciones, este 
artículo se ancla en una perspectiva que pre-
tende focalizar en la institución penal como 
“institución total” (Goffman 1989) y matriz 
estructurante de las experiencias que aquí se 
analizan. Resulta de interés rescatar las apor-
taciones de Medan (2011) y Nebra (2018), en 
la medida en que se trata de abordajes previos 
a las dimensiones de género y la construcción 
de masculinidades en jóvenes en contacto con 
el sistema penal y destinatarios de políticas so-
ciales asistenciales. 

Como última referencia vinculada al esta-
do de la cuestión, es importante destacar la 
producción académica de un campo emergen-
te como es el de la educación en contextos de 
encierro (Frejtman y Herrera 2010; Venceslao 
Pueyo 2012; Ángel 2015; Urtubey 2020). De 
todo lo anterior se desprende la necesidad de 
retomar, desde la sociología penal juvenil, la 
dimensión de la construcción de relaciones de 
género en los establecimientos de encierro ju-
venil, vacío en el que se inscribe este artículo 
y que fundamenta la necesidad de explorar tal 
temática.

Metodología 

Como se señaló antes, la referencia empírica 
principal está dada por el registro de campo 
producto de la observación no participante 
realizada en los centros de detención de jó-
venes (Taylor y Bogdan 1986). El ingreso al 
campo estuvo enmarcado en un proyecto de 
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investigación más amplio sobre educación, 
extensión universitaria y contextos de encie-
rro juvenil en el Sistema de Responsabilidad 
Penal Juvenil bonaerense. Las experiencias 
que se abordarán en este artículo tuvieron 
lugar en torno a encuentros pedagógicos y 
extensionistas, a los cuales el autor de este 
artículo asistió como observador. Es preciso 
dejar en claro que las extensionistas permitie-
ron que se las acompañara a los encuentros 
con los jóvenes al solo efecto de tomar notas 
y realizar entrevistas a ellos y al personal de 
las instituciones, sin necesidad de tener una 
intervención decisiva en las experiencias pe-
dagógicas.

La metodología presenta un diseño flexi-
ble y de corte cualitativo, a través de la recons-
trucción de dos estudios de caso. En cuanto 
a los espacios en los cuales se desarrolló el 
trabajo de campo, estos fueron un centro ce-
rrado y un centro de contención ubicados en 
la ciudad de La Plata. Estos dispositivos son 
espacios dirigidos por un director o directora, 
a los que se suman equipos técnicos compues-
tos por psicólogos y asistentes sociales, y final-
mente personal de seguridad civil (es decir, no 
penitenciario), con facultades de control sobre 
los jóvenes. 

En los establecimientos mencionados 
se ejecutan medidas privativas de la liber-
tad dictadas sobre jóvenes de sexo mascu-
lino, procesados penalmente, en virtud de 
una sentencia o en forma cautelar. Ambos 
poseen una capacidad de 25 plazas y se en-
cuentran regulados por la resolución provin-
cial 172/2007 (y sus modificatorias), bajo la 
competencia de la Dirección de Institutos 
Penales; es decir, dentro del organismo pro-
vincial de niñez y adolescencia, que a su vez 
está en la órbita del Ministerio de Desarrollo 
de la Comunidad. 

La experiencia en el centro cerrado: 
expulsando la “ropa de mujer” 

Este primer apartado concentra el análisis en 
torno a una experiencia sucedida en uno de los 
dispositivos analizados: el centro cerrado. Uno 
de los dos equipos de extensión universitaria 
realizó allí un taller audiovisual, desde febrero 
del año 2018 a diciembre del año 2019, con 
encuentros de forma quincenal con los jóvenes. 
Actividades como la mencionada se amparan 
en la normativa nacional y provincial6 que 
prevé el acceso de los jóvenes a instancias edu-
cativas formales y no formales. Sin embargo, 
la bibliografía especializada señala su carácter 
discontinuo y frágil, como también el hecho 
de que su implementación está en permanente 
tensión con la administración de cada dispo-
sitivo penal y los objetivos de orden interno 
institucionales, que suelen limitar el accionar 
de los agentes educativos (Urtubey 2020; Da-
roqui, López y Cipriano García 2012). 

6 Es preciso dar cuenta sumariamente del marco normativo 
protectorio de la infancia articulado en la primera década de 
este siglo. En el año 2005 se sancionó en Argentina la ley 
26.061, que tuvo por objetivo adecuar el derecho interno a 
los preceptos de la Convención Internacional de Derechos 
del Niño. A pesar de algunas deficiencias en cuanto a su 
técnica legislativa, dos de sus artículos implicaron la dero-
gación, después de casi un siglo de vigencia, del paradigma 
de la situación irregular de la ley 10.903 y la instituciona-
lización del “paradigma de la protección integral” a escala 
nacional. En la provincia de Buenos Aires, lo propio se hizo 
con la sanción de la ley 13.298, así como la sanción de la 
ley 13.634 disolvió el Fuero de Menores y creó el Fuero de 
Responsabilidad Penal Juvenil. Finalmente, la ley 13.688 de 
educación provincial recepta el discurso protectorio de los 
derechos humanos y destina un capítulo a la educación en 
contextos de encierro. Una profusa bibliografía destaca el 
incumplimiento de muchas de las disposiciones citadas (In-
forme de la Comisión Provincial por la Memoria 2019; Da-
roqui, López y Cipriano García 2012; Urtubey 2020), pero 
las normas señaladas han desplegado una institucionalidad 
más progresista para la niñez y juventud, tanto en la esfera 
asistencial como en la penal, más allá de la subsistencia de un 
régimen penal de la minoridad (decreto ley 22.278), anclado 
en el paradigma de la “situación irregular”.
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En el marco de la experiencia descrita, du-
rante el mes de agosto del 2018, una integran-
te del equipo extensionista invitó a una com-
positora y cantante de rap al centro cerrado, 
con el objetivo de que animara a los jóvenes a 
componer y a escribir, ya que estos usualmente 
realizaban esas actividades en solitario. Sin em-
bargo, la circunstancia de que la compositora 
de rap era una artista con un discurso fuerte-
mente atravesado por la cuestión de género y 
la militancia motivó que la integrante del equi-
po de extensión le formulara una advertencia 
clara: “Hay algunas personas que trabajan acá 
que son buenas, otros que no tanto, pero bue-
no, tampoco nosotros podemos entrar a con-
frontar” (Registro de campo, 31 de agosto del 
2018). Nebra (2018, 115-116) señala que las 
irrupciones de “las mujeres en una institución 
masculinizada y con una presencia mayoritaria 
de varones, ‘dinamitan’ las relaciones que se 
suelen dar en su interior”. Si bien esta expresión 
admite ser complejizada, lo cierto es que algo 
del orden de ese conflicto parecía representar-
se en el discurso de la extensionista, quien de 
alguna forma preveía que la retórica feminista 
debía ser expresada con cautela dentro del esta-
blecimiento penal. Por su lado, otra extensio-
nista también se dirigió a la compositora para 
establecer unas pautas de trabajo concretas.

Hay que ir con cuidado, los chicos están 
lejos de su familia, de su contexto, de sus 
amigos, vienen de la “no pertenencia”. 
Por ahí vos les decís todo lo que pensás, 
deconstruyendo todo, y esas pequeñas es-
tructuras primarias de familia, al fin y al 
cabo, son lo único que los chicos tienen de 
seguro en su cabeza (Registro de campo, 31 
de agosto del 2018).

Del discurso de la extensionista se destaca una 
recomendación en torno a cómo abordar a los 
jóvenes de manera más eficiente. Esta conver-

sación con la compositora tuvo lugar en el tra-
yecto desde el centro de la ciudad de La Plata 
hasta la localidad de Abasto, donde está ubica-
do el centro cerrado. Al desembarcar en el cen-
tro cerrado, pudo comprobarse que los jóvenes 
contemplaron con sorpresa a la compositora. 
En efecto, ellos ya habían sido advertidos de 
que los visitaría una persona que no conocían, 
pero como se señalará más adelante, la presen-
cia de la invitada despertaba interrogantes en 
la medida en que su estética no parecía la del 
estereotipo de una “mujer”. Tal circunstancia se 
expresa por el hecho de que, al momento en 
que ella entró al establecimiento, los jóvenes 
comenzaron a consultarles discretamente a las 
extensionistas si la compositora era “un hombre 
o una mujer”, “un flaco o una flaca” (Registro 
de campo, 31 de agosto del 2018). 

Al comenzar el taller de ese día de agosto, 
las tres extensionistas presentes introdujeron 
a la compositora, señalando solo que ella se 
dedicaba a la música. Seguidamente, la com-
positora realizó su propia presentación.

La compositora comienza con una larga alo-
cución en la cual se presenta, habla fluida-
mente de su experiencia viviendo en la calle 
y de ser una chica trans. Dice que le gusta 
la música y que quiere conectar con los chicos 
desde ese lugar, porque “busco una sonrisa, 
un gesto, algo, poner en palabras algo que 
sale de nuestra mente, que pasa por la lapi-
cera, pero antes por la mano, la libertad, la 
vivencia, compartiéndonos. La palabra me 
empodera, puedo escribir una sensación re 
bonita, pero también puedo encabronarme 
si matan a mi compañera travesti. Eso es lo 
que yo quería flashear” (Registro de campo, 
31 de agosto del 2018).

Como en parte puede apreciarse en esta úl-
tima nota de campo, la compositora echaba 
mano de diversas adjetivaciones, muchas ve-
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ces usando palabras y términos callejeros e 
informales, e incluso del lunfardo, que eran 
reconocidos y celebrados por los jóvenes. Ese 
registro también se expresaba cantando.

“Cartitas de amor, chamuyo, levante, no 
soy de nadie, de las palabras (…)”, canta la 
compositora, y los jóvenes sonríen y cele-
bran. Seguidamente, ella vuelve a dialogar, 
en un tono de mayor seriedad, y afirma 
“¿Entienden el concepto? No es nada difí-
cil poder rapear (…) A mí me gustaría que, 
si pueden traer algo de lo suyo, de ustedes, 
que fluya, está buenísimo si podemos jugar 
con eso. No hace falta escribir. Con decir, 
ya está bueno”. Los jóvenes la escuchan 
atentamente (Registro de campo, 31 de 
agosto del 2018).
 

El discurso de la compositora hacía hincapié 
en que “no es necesario nada” para crear o ha-
cer música, de modo que los jóvenes pudieran 
luego construir un relato a partir de sus pro-
pias palabras, vivencias y experiencias. Asimis-
mo, en el hilo discursivo autorreferencial de 
la compositora, su exposición en algunos mo-
mentos implicó hacer comentarios relativos al 
consumo de cannabis,7 elemento que impli-
caba una tensión con el orden institucional, 
el cual presenta como parte de su programa 
formal, combatir el consumo de drogas por 
parte de los jóvenes. Como se aprecia en la 
siguiente nota, el justificativo expresado por 
la compositora se vinculaba con ser “honesta” 
respecto de sus elecciones vitales al presentarse 
ante los jóvenes.

La compositora explica: “No hace falta 
nada [para crear artísticamente]. Así que 
yo quiero preguntarles qué les gusta a us-
tedes”. Cada uno de los jóvenes empieza a 

7 Cuyo consumo, tenencia y comercialización se encuentran 
penados por el Código Penal en la República Argentina.

responder, algunos más tímidos que otros. 
Dicen fútbol. “Cumpa [compañero], ¿que 
qué te gusta”, pregunta. “Cumpa, ¿algo que 
te guste?” Cortar pelo, dice uno de los jó-
venes. “Cumpa, ¿qué te gusta?”. Hacer pan, 
contesta otro. “Qué rico el pan”, dice la 
compositora, y continúa: “Bueno, yo aho-
ra conocí algo de ustedes, ahora quiero que 
conozcan de mí. Yo estoy cansada de que 
me pregunten si soy un pibe o una piba. 
Si estudié algo o me recibí. De qué trabajo 
(…) Yo fumo marihuana. Contesto since-
ramente porque creo que acá estamos para 
no caretearnos”. Los jóvenes celebran esta 
declaración con risas: “Mató tu onda”, le 
dicen, impresionados (Registro de campo, 
31 de agosto del 2018).

Lo expuesto hasta acá da cuenta de la sorpresa 
de los jóvenes frente a una presencia a todas 
luces disruptiva. En varios trabajos sobre con-
textos de encierro juvenil, se ha señalado, des-
de la perspectiva de Erving Goffman (1989), 
que en tales instituciones penales el poder pu-
nitivo opera por medio de operaciones tanto 
de “mortificación del yo” como de “estigmati-
zación” de los internos (Urtubey 2020; López 
2010). En ese sentido, el autor destaca que 
una estrategia para lidiar con la estigmatiza-
ción consiste en agruparse con otros que sean 
identificados como “iguales”. 

La llegada de la compositora al espacio 
carcelario, de alguna manera, materializaba 
esa posibilidad, actualizando y ponderando la 
cultura del barrio, del compañerismo, y tam-
bién del consumo de drogas, aspectos todos 
considerados negativos en el ideario rehabili-
tador de la institución penal juvenil. Como 
señala Butler (2008, 164), las actuaciones 
desplegadas en una improvisación son “prác-
ticas citacionales, instituidas dentro de (…) 
un ámbito de restricciones constitutivas”. De 
tal forma, puede afirmarse que el discurso de 
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la compositora, oscilante entre el canto y lo 
hablado, entre las referencias a las drogas, el 
barrio y la amistad, implicaba una improvisa-
ción que liberaba sentido por su tensión con 
las “restricciones” del contexto de encierro y 
su mandato de “recuperar” a los jóvenes. Aho-
ra, si bien hasta aquí pudo leerse cierta arti-
culación entre el discurso de la compositora y 
los jóvenes, un emergente como la cuestión de 
género comenzó a asomar y a adquirir centra-
lidad en el taller de esa jornada.

La compositora se expresa rapeando: 
“Nunca nuestro deseo por encima del de 
otro (…) esta canción va para los que cuen-
tan con cuantas chicas estuvieron (…) No 
habitamos siempre la misma cuerpa (…) 
No importa si tenemos pito o vagina si nos 
compartimos con chicos o con chicas o 
con travas [travestis] o lo que sea”. Advier-
to que, si bien las cosas que dice la com-
positora sorprenden a los jóvenes, a todo 
lo expresado por ella los jóvenes asienten, 
con sonrisas. Uno de los jóvenes le dice a 
otro: “Igual tiene sentido todo lo que dice, 
eh…” (Registro de campo, 31 de agosto 
del 2018).

Como se observa en la nota de campo, existía 
en el discurso de la compositora un reperto-
rio léxico que articulaba un posicionamiento 
crítico en torno a la sexualidad y la cons-
trucción social de los géneros, con el molde 
de una retórica callejera y marginal, que en 
última instancia permitía hacer aprehensi-
bles algunas de sus consignas. Su discurso se 
enhebraba en una retórica feminista con la 
cual los jóvenes no estaban vinculados, pero 
ellos la escuchaban atentamente. El taller 
culminó luego de estos intercambios, entre 
conversaciones y canto con los jóvenes, y la 
compositora señaló que volvería a visitarlos 
posteriormente. 

El balance de las extensionistas fue positi-
vo, en la medida en que los jóvenes se habían 
entusiasmado con la presencia de la compo-
sitora. Sin embargo, una de ellas señaló en 
una conversación informal que “a los guar-
dias [de la institución] igual creo que no les 
gustó mucho ella [la compositora]…  Uno la 
escuchó hablar de la marihuana, y obvio que 
no le gustó ni medio [nada]” (Entrevista con 
una extensionista, 31 de agosto del año 2018). 
Ese comentario denota la presencia del perso-
nal de seguridad en el desarrollo de la escena 
educativa, es decir, escudriñando el curso de 
los acontecimientos. Ello no resulta un hecho 
aislado, sino una constante que, como se ha 
señalado en otros trabajos, tiene por objeto el 
control y la vigilancia de las actividades que 
se desarrollan intra muros con los jóvenes, las 
cuales se espera que no sean disruptivas res-
pecto del orden institucional (Urtubey 2020).

En relación con la promesa de la composi-
tora de volver a la institución, debe señalarse 
que esto se produjo varios meses más tarde. 
En esa oportunidad, su ingreso se produjo 
nuevamente de la mano de las extensionistas, 
y se repitió el traslado conjunto desde el cen-
tro de la ciudad de La Plata hasta Abasto. Esa 
vez la compositora traería consigo dos mochi-
las con libros e indumentaria para regalarles a 
los jóvenes, hecho significativo si se tiene en 
cuenta que, en el encierro, no pueden tener 
pertenencias y apenas cuentan con mudas de 
ropa. La observación participante permitió 
detectar que se trata de una práctica común 
entre las extensionistas el facilitarles a los jó-
venes los elementos mencionados, aunque en 
todos los casos se entregan a los operadores 
de la institución, quienes serán los encarga-
dos de repartirlas entre ellos en el curso de los 
días siguientes. De la misma forma, cuando la 
compositora volvió por segunda vez a la ins-
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titución penal, entregó también las mochilas 
con ropa al personal de la institución. El taller 
de ese día repitió en gran medida el esquema 
del primer encuentro. No obstante, interesa 
señalar lo que sucedió algunos días después de 
la visita.

En una entrevista personal, una de las ex-
tensionistas me comenta: “Me llamó el di-
rector de la institución diciéndome que la 
ropa que había llevado esta chica [la com-
positora] estaba toda rota, y que los chicos 
se habían sentido mal. También que [la 
compositora] les había llevado ropa de mu-
jer, y bueno nosotros no sabíamos nada, es-
tuvo mal ella también en hacer algo así, sin 
consultarnos… pero bueno los ‘maestros’ 
[guardias de seguridad] también estaban 
recalientes, porque los chicos empezaron a 
hacerse burlas entre sí, con la ropa de mu-
jer. Dijo [el directivo] que ella [la composi-
tora] no puede venir más” (Entrevista a una 
extensionista, 2 de mayo del 2019).

Como era habitual, los elementos que trajo 
la compositora fueron distribuidos por los 
operadores cuando ella y las extensionistas 
ya se habían retirado de la institución aquel 
día. Sin embargo, a una de las extensionistas 
se le indicó que había “ropa de mujer” entre 
las vestimentas a distribuir, indicando que ello 
constituía algo absolutamente inapropiado. 
La invitada había señalado que traía ropa para 
los jóvenes, sin dar mayores especificaciones, 
lo que fue percibido por las extensionistas (en 
entrevista personal) como una circunstancia 
coherente con el discurso feminista de la com-
positora (es decir, cierto enojo no fue, según la 
extensionista, por el gesto de la ropa en sí, sino 
porque la compositora no lo hubiera consulta-
do con ella antes).

Ahora bien, en primer término, se desta-
ca la censura institucional a la presencia de la 

compositora, impuesta sobre la voluntad de 
los docentes e intentando incidir de manera 
clara en el devenir de las prácticas pedagógi-
cas. Sin embargo, el hecho de que el director 
de la institución hubiese hecho hincapié en 
la presencia disruptiva de la “ropa de mujer” 
permite pensar que el orden de la institución 
también descansa en la consolidación de este-
reotipos de género y de masculinidad. Es decir, 
de la última nota de campo analizada emerge 
que el hecho de que los jóvenes se hubieran 
“hecho burlas” entre sí con la ropa de mujer es 
leído con suma gravedad por el director de la 
institución. Si se recuerda con Pavarini (1980, 
190) que la cárcel implicó “transformar al cri-
minal violento, febril, irreflexivo (sujeto real) 
en detenido (sujeto ideal) disciplinado y me-
cánico”, se explica por qué el momento en el 
cual los jóvenes pueden reírse y bromear en 
torno a la “ropa de mujer”, jugando con cierta 
feminidad, es leído como un conflicto a los 
ojos del director de la institución.  

En consonancia con lo dicho hasta aquí, 
interesa apuntar que, en el ejercicio de su po-
der pastoral (Foucault 2006), los directores de 
las instituciones penales tienen amplias facul-
tades para avalar, restringir e intervenir sobre 
las intervenciones de quienes ingresan a estas 
como docentes (Urtubey 2020). En el episo-
dio en el cual el director motorizó la expulsión 
de la compositora aduciendo la introducción 
de ropa de mujer en la institución penal, se 
evidencia que, si bien el programa formal de la 
institución no lo establece, inquietar represen-
taciones en torno a la masculinidad no cons-
tituye una práctica que sea recibida favorable-
mente por los directivos del establecimiento. 
No es preciso que el director haya pretendido 
en forma consciente pensar que los jóvenes 
de cuyo bienestar él es responsable sean, de 
alguna forma, “masculinos”, pero está claro 
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que en su maniobra de no entregar las vesti-
mentas “de mujer” se implicó un intento de 
estabilizar, puertas adentro, roles de géneros 
concretos, y que se presentan y representan 
como “naturales”.

 Como señala Bourdieu (2000, 22) “la 
fuerza del orden masculino se descubre en el 
hecho de que prescinde de cualquier justifica-
ción: la visión androcéntrica se impone como 
neutra y no siente la necesidad de enunciar-
se en unos discursos capaces de legitimarla”. 
Desde esa perspectiva, más allá del enojo del 
director, resulta significativo que no se haya 
dado ninguna explicación adicional a la cues-
tión de la “ropa de mujer” como elemento 
escandalizante. Y es que, siguiendo al soció-
logo francés, se puede entender por qué para 
este operador no resultaba “necesario” expli-
car algo obvio, es decir, la separación binaria 
de los sexos y la necesidad de mantener ese 
esquema dentro de un establecimiento cuyo 
programa es, formalmente, “educativo”.

Según Connell (1988), diversas prácticas 
sociales inciden en la construcción de relacio-
nes de género, y asimismo, en la asignación de 
roles del mismo orden. Si bien la cárcel es una 
institución total, no escapa a que dentro de 
ella puedan emerger lógicas y prácticas que re-
definan el ordenamiento punitivo. Es por eso 
que el directivo intervino clausurando una es-
cena que había descolocado tanto al personal 
de seguridad como a los jóvenes. 

En una investigación sobre infancia y po-
líticas sociales, Carla Villalta (2013) señala 
las dificultades que tienen los operadores de 
estas políticas para poner en cuestión sus pro-
pias sensibilidades e ideales respecto de lo que 
constituye la infancia o juventud “ideal”. La 
mencionada autora señala que resulta un peli-
gro caer en “homogeneizar distintas experien-
cias y considerar que quienes no se adecuan 

a ese ideal caen en el terreno de lo desviado 
o de lo anormal” (2013: 264). Así, algo del 
orden de este conflicto pareció emerger en la 
práctica tutelar del director del establecimien-
to, ubicando en un mismo plano a la “ropa 
rota” y a la “ropa de mujer”, en un ejercicio 
ciertamente moralizante y que posicionó un 
asunto vinculado a la feminidad en el orden 
de lo disruptivo y decididamente “no ideal”, 
o indeseable.

Es preciso señalar que las extensionistas 
no compartieron el criterio del director del 
establecimiento, es decir, que relativizaron la 
“gravedad” del hecho. No obstante, debieron 
cumplir con la exigencia de no invitar más a 
la compositora, ya que las exigencias de los 
operadores institucionales deben ser aceptadas 
como condición clave para sostener las prácti-
cas educativas en el encierro. En efecto, como 
se señaló en una investigación amplia sobre 
este tema, si bien 

las experiencias de extensión no renuncian 
a sus objetivos educativos, también aceptan 
ceder a las exigencias institucionales. En esta 
relación compleja entre objetivos y pautas 
de unos y otros actores, se puede leer cómo 
los extensionistas deben negociar el favor 
de las autoridades para poder desplegar sus 
propuestas (Urtubey 2020, 139-140).  

Así, asomó con claridad la preocupación ins-
titucional por imponer cierto consenso en 
torno al sostenimiento de roles y estereotipos 
de género entre los jóvenes. La vestimenta es 
lo que portan los sujetos sobre sí, y en con-
secuencia, debe entenderse que el énfasis de 
la censura institucional refleja el moldeo de 
relaciones de género en el encierro. Si bien no 
es de extrañar que el poder punitivo en una 
institución total se exprese también desde una 
dimensión de género, el valor de la escena re-
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construida mediante el registro de campo da 
cuenta empíricamente de cómo el cuerpo es 
“el sostén y blanco de todas las operaciones 
institucionales, y por lo tanto, gestionarlo es 
fundamental tanto si se lo quiere encauzar 
como si se pretende ordenarlo” (Bouilly, Ló-
pez y Pasin 2012: 325). Con independencia 
de las intenciones que pudo haber tenido la 
compositora, la circulación de la “ropa de mu-
jer” en la institución tensionó la “oposición 
homóloga” de los caracteres “masculinos” y 
“femeninos” (Bourdieu 2008, 20), provocan-
do una respuesta institucional en la cual la 
normalización de cierto ideario de masculini-
dad emergió como un clivaje central. 

La experiencia en el centro de con-
tención: “Che, basta, hay mujeres”

Este apartado se centra en la producción de 
relaciones de género dentro del centro de con-
tención, en el cual otro grupo de extensión 
realizó un taller de arte y poesía entre los años 
2017 y 2019, con una frecuencia semanal. 
Con la conformidad de las extensionistas, se 
pudo realizar observación participante, re-
gistrando lo que sucedía en cada jornada sin 
necesidad de tener una intervención decisiva 
en el despliegue y la realización de los encuen-
tros. Asimismo, fue posible realizar entrevistas 
a los jóvenes, en momentos en los que ello no 
interfería con el desarrollo del taller. En estas 
entrevistas, las experiencias violentas en torno 
al tránsito entre las distintas instituciones pe-
nales del sistema penal juvenil emergían como 
un tema recurrente.

Un joven señala a unas de las extensionis-
tas: “Yo robaba, pero no peleaba, no me 
iba a las manos. En la calle tiras uno o dos 

tiros, y todos corren, tranqui. Acá adentro 
[en el centro de contención] te tenés que 
agarrar… te vienen tres [contrincantes] y 
tenés que aprender a pelearte” (Registro de 
campo, 15 de agosto del 2018)

En la nota de campo, uno de los jóvenes desta-
ca que el tránsito por las instituciones impone 
la inmersión en comportamientos vinculados 
a un tipo de violencia específica, es decir, de 
contacto físico confrontativo. Si bien el joven 
señala que “en la calle” (es decir, antes de su 
aprehensión) usaba un arma de fuego, no deja 
de ser significativa la referencia a que la entra-
da en una institución penal implica iniciarse 
en un tipo de contacto físico confrontativo.  
En el trabajo de campo pudo observarse la 
emergencia de peleas y confrontaciones entre 
los jóvenes, en el marco de las experiencias 
extensionistas. En una jornada a mediados 
del mes de octubre del 2018, las dos exten-
sionistas presentes se encontraron con que, de 
los 13 jóvenes que participaban del taller, al 
menos la mitad eran nuevos, es decir, que su 
ingreso al centro de contención había tenido 
lugar escasos días atrás.

Las extensionistas invitan a los jóvenes 
a trabajar en el patio del centro de con-
tención, puesto que el día está soleado, y 
cuentan con el permiso previo de la direc-
ción. Una vez allí les reparten témperas y 
fibrones, y explican que se va a continuar 
con el retrato, como en el encuentro an-
terior. Transcurrida una hora, unos cuatro 
jóvenes más se suman al taller, y el gru-
po comienza a bifurcarse en dos grandes 
segmentos: el de los “recién llegados” al 
centro y los que ya revisten cierta antigüe-
dad. Los más antiguos llaman a los nuevos 
con apodos que hacen referencia a atribu-
tos físicos, de manera peyorativa, es decir, 
señalando que tal es “narigón”, que otro 
es “feo”, o bien que otro está “quemado” 
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[dañado] por el consumo de drogas o que 
presentan “ojos desorbitados”. De igual 
manera, también noto apodos que remiten 
a ciertos roles del mundo delictivo: algunos 
jóvenes son nombrados como “el transa”, 
aquel es “el chorizo”. Las extensionistas es-
tán presentes, pero no interfieren, más allá 
de que entre ellas se hacen gestos visuales 
que expresan reprobación por lo que está 
sucediendo entre los jóvenes (Registro de 
campo, 15 de octubre del 2018).

En la nota de campo que antecede puede ad-
vertirse de qué manera el desarrollo de la expe-
riencia extensionista, en un momento dado, 
se tensionó o perturbó por el surgimiento de 
conflictos entre los jóvenes. Las responsables 
del taller habían identificado la presencia de 
jóvenes recién llegados al establecimiento, 
pero en el curso de la actividad emergió cierta 
rivalidad entre estos y los jóvenes ya asentados 
o con cierta antigüedad. El uso de apodos pe-
yorativos traduce una capacidad de objetiva-
ción de los sujetos, al designar a las personas 
por medio de términos degradantes y despec-
tivos. Si bien el recurso a este tipo de expre-
siones está lejos de ser patrimonio exclusivo 
de los jóvenes de sectores populares, interesa 
apuntar el sentido que adquieren en el con-
texto en el cual se los profiere, es decir, de en-
cierro punitivo. 

Trabajos como los de Míguez (2008) y 
Ángel (2015) han destacado de qué manera 
la interacción entre los sujetos privados de su 
libertad incurre en la fabricación de estereoti-
pos carcelarios y de epítetos y adjetivaciones 
que tienen como fin imponer distinciones 
y jerarquizaciones en el cuerpo de internos. 
Asumiendo que el uso de apodos peyorativos 
y la violencia verbal pueden ser analizados en 
su eficacia para establecer identificaciones, re-

gular relaciones y construir vínculos (Míguez 
y Semán 2006), su introducción por parte de 
los jóvenes con mayor antigüedad en el esta-
blecimiento, que entraron en la escena, vin-
culó una operación de estigmatización y hu-
millación respecto de aquellos jóvenes “recién 
llegados” a la institución penal. Esta dinámica 
provocativa y de burla de unos sobre otros re-
cuerda la lógica oposicional entre los estable-
cidos y los forasteros preconizada por Norbert 
Elias en su análisis de la discriminación y la 
violencia en Winston Parva.

Si bien existen varios aportes desde diver-
sas disciplinas, que destacan que el uso de apo-
dos es recurrente en los jóvenes (Nebra 2018; 
Medan 2011), resulta de interés plantear qué 
sentidos adquieren esos intercambios en un 
contexto de encierro. Es necesario indagar de 
qué manera el tránsito por la prisión implica 
para los jóvenes instancias de regulación de 
vínculos y jerarquías por medio de ciertos ti-
pos de violencia, más precisamente vinculados 
a la violencia verbal, psicológica y física. En 
última instancia, estos colaboran en el sosteni-
miento de estereotipos asociados con formas 
de masculinidad hegemónica, con una pro-
ductividad específica en el contexto carcelario. 

Como se señaló antes, en la confrontación 
fue posible distinguir dos grupos: el de los jó-
venes ya establecidos y el de los recién llega-
dos. Asimismo, no todos los jóvenes tomaron 
parte de la confrontación, sino que algunos 
siguieron concentrados en los trabajos artís-
ticos que estaban realizando en el marco del 
taller extensionista. En términos de Goffman 
(1989, 21), podría señalarse la dimensión 
de la “evitación” en tales respuestas, es decir, 
la resistencia a hacer contacto visual con los 
agresores, y evitar así ser parte activa en un 
conflicto. Teniendo en cuenta que parte de los 
jóvenes optaron por mantenerse ajenos a la si-
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tuación que se estaba desarrollando, es preciso 
continuar el relato de la escena teniendo en 
cuenta a aquellos que tuvieron un rol diná-
mico en ella. 

Algunos jóvenes empiezan a tener un diá-
logo que va de la seca ironía al insulto, 
hasta que, de un momento al otro, pasan 
a la violencia física. Algunos jóvenes si-
guen concentrados en sus trabajos y otros 
contemplan entre risas, expectantes. Sin 
embargo, al momento en que la pelea y 
los forcejeos no cesan, dos jóvenes inten-
tar detener el incidente, aseverando “che, 
basta, hay mujeres [por las extensionistas], 
basta…”. Los jóvenes dejan de confrontar 
cuando sus compañeros hacen esta adver-
tencia (Registro de campo, 15 de octubre 
del 2018).

En la nota de campo puede observarse que el 
curso de una pelea puede iniciarse en la vio-
lencia verbal y acabar en la violencia física. 
Por entrevistas realizadas a los operadores de 
instituciones penales, y tal como lo señala la 
bibliografía especializada, la finalidad de estas 
agresiones suele incidir en que los “perdedo-
res” queden a merced o disposición de quie-
nes resultaron ganadores en la confrontación.8 
Esas prácticas implican también un ejercicio 
de producción del orden carcelario, que la ins-
titución terceriza en sus mismos internos, al 
auspiciar sobre todo por medio de omisiones 
la “cesión de una porción de poder a determi-
nados presos o presas a efectos de establecer 
una relación de asimetría entre las mismas 

8 En las investigaciones sobre dispositivos de encierro puni-
tivo de mayores de edad, algunos investigadores han indaga-
do en profundidad de qué manera coexisten en los internos 
distintas formas de practicar la violencia física. Así, la figura 
del “limpieza” y la del “bardero” imponen diversas formas 
de asumir un comportamiento violento, en el primer caso 
tendiendo a construir una relación de reciprocidad positiva 
con el personal penitenciario (Míguez 2008; Ángel 2015). 

personas detenidas que conviven en un espa-
cio común” (Andersen 2014, 266). 

Más allá de los efectos contingentes que 
pudo haber tenido la pelea analizada, tradu-
ce que las prácticas de violencia patriarcal que 
construyen socialmente las formas de mascu-
linidad hegemónica tienen su propia produc-
tividad dentro del dispositivo de encierro (en 
términos de regular la convivencia entre gru-
pos de pares). El uso de la fuerza física suele 
implicar en los jóvenes un ejercicio de mascu-
linidad que les posibilita afirmar su existen-
cia (Medan 2011; Tonkonoff 2007). Por otro 
lado, el hecho de que algunos jóvenes se man-
tenían al margen de la pelea, concentrados 
en sus trabajos, en parte puede dar cuenta de 
la habitualidad de esos enfrentamientos o de 
cierta recurrencia, toda vez que la pelea no pa-
recía constituir un evento extraordinario que 
eclipsara la atención de todos los presentes. 
Como señala Miguez (2003),

las condiciones en que estos jóvenes se de-
sarrollan desde su infancia hacen que ad-
quieran un ‘habitus’ en el que la resistencia 
y capacidad de violencia corporal es, a la 
vez, resultado del contexto de crianza y un 
recurso al que pueden echar mano para 
subsistir.

La explicación cobra sentido en escenas como 
la que se detectó en la observación de cam-
po, en la cual la pelea no parecía configurar 
un evento disruptivo o novedoso. En relación 
con las relaciones de género y la producción 
de masculinidades dentro del encierro, intere-
sa hacer hincapié en el comentario “hay mu-
jeres”. La percepción de las extensionistas por 
su condición de “mujeres” se tradujo como un 
elemento que debía ser tenido en cuenta en 
el comportamiento frente a ellas. A la postre, 
tuvo el efecto de clausurar la disputa entre los 
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jóvenes. Así, resulta de interés de qué manera la 
intervención de los jóvenes que alertaron “hay 
mujeres” podría haber funcionado tanto como 
una excusa socialmente válida para poner fin 
al enfrentamiento como para señalarles a los 
integrantes de la disputa que, frente a la pre-
sencia de mujeres, cabría desplegar un compor-
tamiento diferente al que estaban exhibiendo.

Otra nota de campo da cuenta de una si-
tuación acontecida en ese mismo centro de 
contención. En el contexto de una clase de ta-
ller extensionista llevada a cabo en agosto del 
mismo año 2018, uno de los jóvenes les co-
mentó a las extensionistas presentes que pron-
tamente sería trasladado a otra institución 
penal. Expresó incertidumbre en la medida 
en que el establecimiento de destino era muy 
conocido por múltiples hechos de violencia 
entre jóvenes y de violencia institucional que 
habían sucedido allí. Los traslados dentro de 
los circuitos institucionales implican mucho 
más que un acto físico, 

frente a cualquier salida que implique un 
contacto con el mundo exterior, es decir, 
cualquier discontinuidad en la situación am-
biental de captura, supone que al regresar (o 
ingresar a otro establecimiento del “circui-
to”) se atraviesa por el mismo procedimien-
to de requisa, despojo y aislamiento (Daro-
qui, López y Cipriano García 2012, 209).

Es ese el contexto en el que son sumergidos los 
jóvenes cuando son aprehendidos en las “ins-
tituciones totales” (Goffman 2006). Teniendo 
en cuenta esa circunstancia, se pudo registrar 
el siguiente diálogo entre las extensionistas y 
el joven.

Una extensionista lo interpela al joven nue-
vamente y parece convencerlo de que no 
le conviene irse de donde él está ahora. El 
joven responde que no conoce otras institu-

ciones a las que pueda solicitar ir, en reem-
plazo de la que ya le han indicado. Otra ex-
tensionista le comenta que, pase lo que pase, 
no tenga miedo de hablar con su defensor 
oficial, o que debe dar aviso si en la insti-
tución a la que lo trasladarán llega a recibir 
tratos violentos o peleas con otros jóvenes. 
Él dice que no, que se la “va a bancar”. La 
extensionista le aclara que, si le pasa algo y él 
no puede “hacerle frente”, no tiene por qué 
martirizarse. Los demás jóvenes que están 
cerca escuchando se ríen, manifestando que 
los consejos de las extensionistas tienen algo 
de “blando” o de poca hombría (Registro de 
campo, 15 de agosto del 2018).

Lo que se traduce de la nota es que las ins-
tancias de confrontación violenta dentro de 
los dispositivos de privación de la libertad 
son una constante en el tránsito entre los jó-
venes. En la escena comentada, en tanto el 
joven expresó ciertos reparos en relación con 
el traslado o se mostraba algo vacilante, las ex-
tensionistas asumieron un discurso que moti-
vó respuestas risueñas e irónicas por parte de 
otros jóvenes que estaban atentos a la conver-
sación. Al respecto, al analizar los caracteres 
hegemónicamente asociados con lo femenino 
y a lo masculino, Bourdieu (2008, 67) aseve-
ra que, “si las mujeres sometidas a un trabajo 
de socialización que tiende a menoscabarlas, a 
negarlas, practican el aprendizaje de las virtu-
des negativas de abnegación, resignación y si-
lencio, los hombres también son prisioneros y 
son víctima de la representación dominante”.

En tanto en la escena las extensionistas 
no avalaron una conducta pasiva o abnegada, 
sino más bien de cuestionamiento, en el caso 
de las respuestas de los jóvenes sí emergió con 
claridad el mandato de que las prácticas de 
violencia física o institucional deben ser acep-
tadas como tales y no ser eje de denuncia, in-
quietud o preocupación. Es notable que la po-
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sición de los jóvenes en torno a cierto ideario 
de resistencia o mandato de “dar pelea” impli-
ca una posición de género que tiene un efecto 
concreto en sus prácticas y sus experiencias 
corporales (Connell 1988), ya que se puede 
observar de qué manera sus representaciones 
acerca de la masculinidad inciden en su trán-
sito por las instituciones penales y en la ne-
gativa a plantearse como sujetos que pueden 
encontrarse en una situación que demande, 
por ejemplo, expresar temor o incertidumbre. 

La información recabada muestra que la 
regulación de los vínculos entre los jóvenes en 
los dispositivos de encierro incluye la incur-
sión en ciertos tipos de prácticas de violencia 
física y verbal. Si bien estas formas de violencia 
constituyen prácticas que también se dan extra 
muros de la institución carcelaria, su recurren-
cia moldea la rutina y el tránsito de los jóvenes 
por las instituciones del sistema penal. Tanto 
en las notas de campo analizadas como en di-
versos comentarios de los jóvenes durante las 
entrevistas se plantearon aseveraciones como 
“acá adentro te tenés que agarrar”, “tenés que 
aprender a pelearte”, o bien “acá estamos de 
vacaciones [en alusión a un establecimiento 
aparentemente no violento]”. Ello refleja que 
el mandato es “dar pelea” o salir airoso ante 
confrontaciones violentas.

Por lo expuesto hasta aquí, puede afirmar-
se que la naturalización de las respuestas vio-
lentas para afrontar la vida en la cárcel se da de 
la mano de “una reacción defensiva que cola-
bora para que la persona se muestre ausente de 
sentimientos y cierta insensibilidad” (Daroqui 
2014, 176). Las formas de insensibilización 
como las exhibiciones del grado de fuerza o 
resistencia gravitan tanto en las experiencias 
personales de encierro punitivo como en las 
relaciones entre pares. Como se vio, inciden 
en las delimitaciones entre grupos de jóvenes 

que recién arriban a los institutos respecto de 
otros con más antigüedad o ya establecidos.

Se ha señalado de qué manera esas prácti-
cas se vinculan con la producción y reproduc-
ción de relaciones de género dentro del encie-
rro, en la medida en que las posturas de los 
jóvenes responden a la presentación de carac-
teres hegemónicamente señalados como “mas-
culinos”. Es claro que esto se vincula con lo 
que Bourdieu (1998) ha conceptuado como 
“privilegio de lo masculino”, el cual expresa el 
mandato de que los hombres afirmen su viri-
lidad en cualquier circunstancia. Lo contrario 
(e “indeseable”) sería feminizarse, entendien-
do la feminización como la “oposición homó-
loga” del atributo masculino de “la fuerza”. 

Como síntesis de esta experiencia, enton-
ces, vale señalar que la formación cultural he-
teronormada y la prevalencia de la segmenta-
ción sexo genérica de caracteres “masculinos” 
y “femeninos”, en forma alguna es exclusiva-
mente tributaria del sistema carcelario, sino 
que, como se ha señalado, también es deudora 
de prácticas de sociabilidad de los propios jó-
venes. Sin embargo, resulta pertinente volver 
sobre lo apuntado por Chauvenet, quien se-
ñala que estabilizar una perspectiva meramen-
te interaccionista sería imaginar “un mundo 
carcelario construido por los mismos agentes 
sociales en situación y a partir de aquello que 
desde el inicio dan por descontado” (Chau-
venet 2006, 374). Para Ferreccio (2018, 57), 
tal “perspectiva que puede ser válida para in-
terpretar interacciones entre personas libres y 
autónomas, no lo es tanto para comprender 
la vida en prisión, ya que es la privación de la 
libertad en sus consecuencias sociales la que 
ella silencia”. 

Por acción u omisión, el hecho de que los 
enfrentamientos y las prácticas de violencia 
física tengan un lugar tan central en las ex-
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periencias de prisionización permite concluir 
que las instituciones de encierro refuerzan in-
teracciones entre pares en las que se ponen en 
juego humillaciones, desafíos de fuerza, resis-
tencia y riesgo.  

Conclusiones

De acuerdo al análisis de los dos casos propues-
tos, resulta claro que las relaciones de género se 
presentan en la construcción de masculinidades 
y en vinculación con lo femenino, en las prác-
ticas que se despliegan entre los actores adscrip-
tos a las instituciones penales juveniles. Tanto 
la expulsión de la compositora en la experien-
cia de extensión en el centro cerrado como la 
reproducción de prácticas mediante las cuales 
los jóvenes deben exhibir una mayor dureza, 
resistencia y “aguante” en el centro de conten-
ción permitieron arrojar luz en torno a cómo 
algunas prácticas ligadas a la consolidación 
de estereotipos masculinos se imponen como 
estructurantes del esquema disciplinario insti-
tucional y de las regulaciones de los vínculos 
entre las personas alojadas en los dispositivos.

En síntesis, se evidencia que los emergen-
tes vinculados con la producción de formas 
de masculinidad y de relaciones de género 
ameritan un análisis multidimensional, com-
prensivo de las características y prácticas cul-
turales de los sujetos implicados, pero sin que 
esto vaya en desmedro de la consideración de 
las instituciones penales como estructurantes 
estratégicos de las mediaciones que en ellas se 
dan. Solo teniendo en cuenta la complejidad 
del objeto será posible admitir la perspectiva 
de género como un vector crucial y de poten-
cia para indagar las relaciones que se imbrican 
entre los jóvenes en los espacios de encierro 
punitivo, campo temático aún incipiente.
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Estudios Globales 

Los muertos

Fachada de la Casa Blanca. Washington, 
Estados Unidos. Proyecto de James Hoban (1790). 

La serie de URVIO 28 “Estado y narcotráfico” 
está compuesta por intervenciones conceptuales 

mediante la técnica de fotobordado sobre planos 
arquitectónicos de obras emblemáticas del Estado. 
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Resumen 
El presente artículo tiene por objetivo analizar y explicar el contexto de violencia y el ejercicio despótico 
del poder gubernamental que, mediante la relación orgánica con los grupos del narcotráfico, despojó a mi-
les de familias del estado de Nayarit, México, en el periodo 2011-2017. Se propone el término de necro-
política del despojo, siguiendo las rutas teóricas asociadas al necropoder y al despojo, junto con el análisis 
de la narrativa testimonial. Se toman de referencia trabajos de investigación periodística y documental, 
donde ciudadanos revelan, a partir de sus experiencias, la manera de operar del gobierno del estado. Como 
resultado, se encuentran nuevos elementos teórico-conceptuales que abonan a la discusión y a la compren-
sión de relaciones poco perceptibles de los Estados con el narcotráfico. Se concluye que la necropolítica del 
despojo favorece la acumulación de capitales locales y la concentración de poder mediante la violencia, el 
terror y la muerte, lo cual fortalece la constitución de narcoestados.

Palabras clave: capital; cuerpos; despojo; muerte; narcotráfico; poder; violencia 

Abstract
The objective of this article is to analyze and explain the context of violence and the despotic exercise of gov-
ernment power that, through an organic relationship with drug trafficking groups, dispossessed thousands of 
families in the state of Nayarit, Mexico, in the period 2011-2017. The term “necropolitics of dispossession” 
is proposed, following the theoretical routes associated with necropower and dispossession, together with 
the analysis of testimonial narrative. Journalistic and documentary research works are taken as a reference, 
where citizens reveal, based on their experiences, how the government of the state operates. As a result, new 
theoretical-conceptual elements are found, which contribute to the discussion and understanding of little 
perceptible relations of the States with drug trafficking. It is concluded that the necropolitics of dispossession 
favors the accumulation of local capital and the concentration of power through violence, terror and death, 
strengthening the constitution of narco-states. 

Keywords: capital; bodies; dispossession; death; drug trafficking; power; violence  
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Introducción

El estudio se realizó en el estado de Nayarit, 
México, en el periodo 2011-2017. En dicho 
sexenio, y en el marco de la guerra contra el 
narcotráfico, el gobierno del Estado realizó 
una serie de alianzas con diversos grupos del 
narcotráfico. Ello complejizó el contexto, ade-
más de que intensificó la lucha por el territo-
rio y el control de las rutas y zonas de produc-
ción y distribución de la droga. Se inició así 
una política con particularidades específicas, 
orientadas a la acumulación de riqueza y bie-
nes mediante el ejercicio del poder y la fuerza 
de las armas, con los civiles como objetivo de 
la desposesión. 

Este artículo tiene por objetivo analizar y 
explicar el contexto de violencia y la manera 
de operar por parte del gobierno y los grupos 
del narcotráfico en el estado de Nayarit. Para 
ello, se propone el concepto de necropolítica 
del despojo, término que explica la articula-
ción de dispositivos de violencia material y 
simbólica que colocan a la muerte como posi-
bilidad inminente, a partir de la relación orgá-
nica entre gobierno y narcotráfico. Mediante 
el ejercicio de poder, favoreció la acumulación 
de capitales locales y privó de sus condicio-
nes de existencia y bienes a la ciudadanía. Este 
término se construye a partir de los aportes 
de Mbembe (2006), Valencia (2012), Butler y 
Athanasiou (2013) y Segato (2016).

Los datos obtenidos abonaron a la discusión 
teórica conceptual, y dieron referencia para 
construir las categorías de análisis que viabili-
zaron la forma en que opera y está articulado el 
narcotráfico, el capital y el Estado. Se proponen 
siete elementos que componen la necropolítica 
del despojo: la fetichización y el reforzamiento 
de la figura del enemigo interno; la cotidiani-
dad de la violencia y el miedo; la política de 

seguridad y su financiamiento presupuestario; 
la exhibición e instalación de la maquinaria de 
guerra; el espectáculo de la violencia y la perfor-
matividad de los cuerpos violentados; el despo-
tismo y la legalización del despojo, la relación 
orgánica entre los funcionarios y el narcotráfico 
y, por último, la capitalización del despojo y 
la industria del crimen. Todo ello favoreció la 
acumulación de capitales regionales, y la arti-
culación de redes internacionales, así como la 
concentración de poder mediante la violencia, 
el terror, la impunidad y la muerte. 

Narcotráfico en México

Duncan (2015) considera que la actividad 
del narco funciona en una lógica empresarial, 
que a diferencia de la capitalista tradicional, se 
caracteriza por su contradicción no en el tra-
bajo, sino en el riesgo. Por tanto, se establece 
que, a mayor riesgo, menor será la ganancia. 
El narcotráfico es, en esencia, una empresa de 
reducción de riesgos. Aquel individuo que lo-
gra hacer llegar la droga a destino, sin ser de-
tenido, tendrá mayor posibilidad de éxito. El 
riesgo se reduce con protección, pagos a em-
presarios, jueces, políticos o militares. Según 
Fazio (2016, 11), 

los grupos criminales se encuentran en 
consonancia y relación con el Estado, en 
sus actividades económicas y políticas, es 
una empresa de carácter ilegal y a la vez in-
formal y legal, con un pie bien implantado 
en los sectores cruciales de la sociedad y el 
Estado: el mundo financiero, y el de los ne-
gocios, el aparato de seguridad y judicial, y 
hasta el mundo político. 

La estrategia bélica en la región tiene su ante-
cedente en la política de seguridad contra el 
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terrorismo por parte de los Estados Unidos. 
Tras los acontecimientos del 9/11, ese go-
bierno emprendió una maniobra belicista no 
solo en Medio Oriente, también en América 
Latina. En 2005, México se integra mediante 
la firma de la Alianza para la Seguridad y la 
Prosperidad de América del Norte (ASPAN). 
Ello permitió militarizar al país bajo la tutela 
y financiación de los Estados Unidos (Fazio 
2016). 

En México, a partir del 2006, es declara-
da la guerra contra el narcotráfico por parte 
del presidente Felipe Calderón, facultando a 
militares para realizar operativos en espacios 
públicos. Por otro lado, diversos cárteles se 
enfrentaron por el control de mercados, terri-
torios y vías de distribución de la droga (Fazio 
2016). Esta guerra creó enemigos internos, y 
se caracterizó por violar las garantías indivi-
duales y los derechos civiles (Fazio 2016). 

La guerra de Calderón no solo redimen-
sionó el problema del narcotráfico en el país, 
sino que fortaleció a aquellos grupos que 
históricamente habían operado en el territo-
rio nacional, como el Cartel de Sinaloa, del 
Chapo Guzmán, quien le declaró la guerra a 
sus antiguos aliados, el Cartel de los Beltrán 
Leyva, conocidos también como los mazat-
lecos. En el caso de Nayarit, fueron grupos 
de seguridad estatal, funcionarios de primer 
orden y células del narcotráfico quienes man-
tuvieron el monopolio de la violencia, la ex-
torsión, el secuestro y los enfrentamientos en 
espacios públicos, como fue el caso del centro 
comercial Soriana (Castro 2010) y el enfren-
tamiento que tuvo lugar en las inmediaciones 
del aeropuerto de Tepic, que dejó a siete po-
licías muertos, tras el traslado de un capo al 
Penal Federal del Rincón (Hernández 2019). 
Otro hecho que se recuerda por la cantidad de 
víctimas que quedaron sobre la carretera en el 

municipio de Ruiz Nayarit, fue la contienda 
entre el Cartel de Sinaloa y los Beltrán Leyva 
con un saldo de 28 sicarios muertos, en su 
mayoría del Cartel de Sinaloa (Proceso 2011). 

Desplegada la guerra contra el narcotráfi-
co, se fortalecieron grupos de corte paramilitar 
como los Zetas, que en su primera etapa for-
maban el grupo armado y de élite del Cartel 
del Golfo. A su vez, la Familia Michoacana y 
los Templarios rivalizaron al sur del país. Con 
la llegada de Peña Nieto al poder, se le da la 
espalda a Sinaloa y emerge con fuerza el Cartel 
Jalisco Nueva Generación, que ganó terreno e 
influencia en gran parte del país (Hernández 
2019). 

Flores (2018) menciona que, antes del ini-
cio de la guerra de Calderón en 2006, existían 
siete organizaciones de carácter trasnacional 
y en total no sumaban más de 20. Después 
de más de diez años de guerra, estas se han 
incrementado a más de 200. Por su parte, la 
empresa del narcotráfico en México emplea 
entre 800 000 y 1 000 000 de personas, en 
diversas esferas de la producción, distribución 
y circulación de la droga. Dicha actividad ge-
nera en los Estados Unidos, según el Departa-
mento del Tesoro, cerca de 600 000 000 000 
de pesos anualmente, unos 39 000 000 000 
de dólares. Ello supera lo enviado en remesas a 
México con 22 000 000 000 de dólares al año 
(González 2018). 

Como resultado de la guerra contra las 
drogas, han muerto cerca de 250 000 per-
sonas y desaparecido más de 60 000 (Pardo 
2019). Se pueden destacar casos en contra 
de la sociedad civil, como los de Ayotzinapa, 
Tlatlaya y San Fernando en Tamaulipas, en los 
que se agredió a jóvenes estudiantes, poblado-
res y migrantes, respectivamente. Ello sienta 
las bases para definir una política de muerte, 
caracterizada por la participación de grupos 



121

Necropolítica del despojo, una ofensiva contra el pueblo   Diego-Armando Hernández-Cruz y Mariana-Betzabeth Pelayo-Pérez

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 28 • septiembre-diciembre 2020 • pp.118-133
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

paramilitares, la negligencia o participación 
directa de los cuerpos de seguridad, como el 
ejército y la Policía Federal, y la omisión de 
la clase política mexicana para dar justicia a 
familiares.

El narcotráfico en Nayarit

Nayarit se encuentra ubicado en el pacífico 
mexicano, y colinda con los estados de Jalisco, 
Sinaloa, Zacatecas y Durango. Cuenta con 1 
188 671 personas, con una distribución po-
blacional del 69 % urbana y el 31 % rural. Su 
economía aporta el 0,6 % del Producto Inter-
no Bruto. Su mercado laboral está sostenido 
por la burocracia estatal y federal, además del 
magisterio (INEGI 2015). 

Para Hernández (2019), la violencia causa-
da por el conflicto entre grupos del narcotráfico 
se instaló en el año 2009 en Nayarit. Medios 
informativos locales como Nayarit en Línea o 
el Sol de Nayarit, que llevaban un ejecutóme-
tro, registraron 197 muertes relacionadas con 
el narcotráfico. Para el año 2010, la cifra se 
incrementó a 382, y fueron 30 las muertes de 
civiles. En el año 2011 las víctimas llegaron a 
587 ejecutados, mientras que para el año 2012 
hubo 283. En 2013 existió un reajuste de las 
bandas del narcotráfico: después de varios años, 
el grupo de los hermanos Beltrán Leyva ganaría 
la plaza al Cartel de Sinaloa. 

Con la llegada del nuevo gobernador del 
Partido Revolucionario Institucional, Rober-
to Sandoval Castañeda, y su mano derecha, 
quien posteriormente fuera el fiscal de Naya-
rit, Edgar Veytia, se logró “pacificar el territo-
rio” (Hernández 2019). Sin embargo, y como 
lo afirma Fazio (2016), esta pacificación tiene 
que ver con la llamada pax narca, que no es 
más que el acuerdo entre autoridades y grupos 

del narcotráfico, para dejar hacer y dejar pasar, 
a cambio de dinero e integridad. Aparente-
mente, la violencia disminuyó, pero la pacifi-
cación de la ciudad tuvo historias de despojo, 
torturas, desapariciones, encarcelamientos y 
robos perpetrados por parte de autoridades y 
su brazo armado, la Policía de Nayarit, donde 
se les relaciona con cerca de 2000 casos  (Ser-
vio 2019).

El alcance y la expansión del proceso de 
represión y despojo trascendieron a las comu-
nidades rurales. Así lo muestra un testimonio 
sobre la ganadería: los cuerpos de la Policía de 
Nayarit y el Ejército pedían cobro de piso y 
extorsionaban a pobladores, ejidatarios y pro-
ductores.

Y fíjese lo que hay los soldados y yo lo ten-
go bien definido y bien claro, los soldados 
me buscan a mí, primero viene la Policía 
de Nayarit, manda Veytia a que me reporte 
con 50 000 pesos mensuales. Pues ¿de dón-
de le vamos a dar 50 000 pesos mensuales? 
“¡Mátenme!”, “no, te vamos a matar a tu 
muchacho”, “¿a mi muchacho por qué?”, 
“no, porque tú eres ganadero y tienes di-
nero” (Camilo Duarte, entrevista, 12 de 
noviembre de 2017).  

En ese sentido, Pelayo (2020, 218) propone 
el término de “gobernanza clandestina”, que 
define como:

La violencia abierta (…) basada en la ha-
bituación de la ilegalidad y la propaga-
ción del miedo comunitario mediante el 
despojo y la extorsión, cuya finalidad es 
el control territorial y productivo (…) La 
gobernanza clandestina está guiada por los 
tiempos y modalidades del modelo mer-
cantil neoliberal.

Hernández (2019) argumenta que la violencia 
nunca se fue del territorio nayarita. Uno de 
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los hechos más recordados por la “espectacu-
laridad” de la acción y su fuerza en cuanto al 
uso de las armas fue el ataque desde un heli-
cóptero a una casa de seguridad del H2, líder 
del Cartel de los Beltrán Leyva en Tepic, el 
10 de febrero del 2017 (Televisa 2019). Esta 
fue una de las últimas muestras fehacientes de 
la coalición del gobierno de Sandoval con los 
grupos del narcotráfico en Nayarit. Edgar Ve-
ytia, mejor conocido como El Diablo, recibió 
sobornos de por lo menos cuatro grupos del 
narcotráfico, lo que explica el constante cam-
bio de estrategia de seguridad en el Estado. 
Comenzó con el Cartel de Sinaloa, luego con 
Beltrán Leyva y Los Zetas, y finalmente tra-
bajó con el Cartel Jalisco Nueva Generación 
(Univisión 2019). 

El 27 de marzo del 2017, Edgar Veytia fue 
detenido en una garita fronteriza en California 
(Excélsior Tv 2017), acusado de producción y 
distribución de droga, con una pena de 20 años. 
Veytia aceptó su participación en dichas accio-
nes. Por su parte, las autoridades de los Estados 
Unidos han puesto en la lista al exgobernador 
de Nayarit, Roberto Sandoval, por vínculos 
con el Cartel Jalisco Nueva Generación (Tre-
sury 2018). El gobierno mexicano ha iniciado 
el congelamiento de 42 cuentas a nombre de 
Roberto Sandoval y su familia, con un monto 
mayor a 1 196 000 000 de pesos. Además, se 
han asegurado ranchos, fincas, casas, caballos, 
vacas y otros bienes (Dávila 2019). 

Necropolítica 

Este artículo toma de referencia la necropo-
lítica como un concepto que alude al poder, 
la política y la muerte. Específicamente, en la 
manera como se administra la vida o el po-
der de dar muerte en un contexto de violencia 

y criminalidad. Mbembe (2006) propone el 
concepto de necropolítica para describir las 
condiciones con las que el Estado y sus ins-
tituciones de fuerza (como el Ejército y los 
paramilitares al servicio de este) y grupos eco-
nómicos de élite acechan a la población, ge-
nerando con ello no solo una violencia física, 
sino también una de carácter simbólico. Para 
Sayak Valencia (2012, 83), “la necropolítica 
es un engranaje económico y simbólico que 
produce otros códigos, gramáticas, narrativas 
e interacciones sociales a través de la gestión 
de la muerte”. 

Butler y Athanasiou (2013) advierten y ase-
mejan las condiciones de violencia y represión a 
una muerte social; esto figura la imposición del 
“no ser”. Las autoras afirman que hay un desig-
nio de la condición política en personas o gru-
pos que se vuelven expuestos a la violencia, la 
extorsión y la muerte. En este caso, el designio 
estuvo dirigido a personas con bienes y riquezas 
de interés para los agresores. La asignación del 
“no ser” está correlacionada con la alusión de 
Mbembe (2006), cuando afirma que existe una 
articulación entre la soberanía y la exposición 
a la muerte. El autor menciona que hay una 
modalidad global que somete y categoriza a de-
terminadas poblaciones como “necropolíticas”. 
Esto determina quién puede eliminarse y quién 
no. Butler y Athanasiou (2013) afirman que la 
asignación del “no ser” se vincula a los procesos 
de despojo neoliberales, mediante procesos de 
subjetivación, desubjetivación y deshumaniza-
ción, como formas que hacen cada vez más des-
echables los cuerpos, desposeídos por el capital 
y su exceso de explotación.

Estos procesos, a su vez, articulan opinio-
nes, posturas y comportamientos de los ciu-
dadanos, que consienten que determinadas 
personas son prospectos de abyección, crimi-
nalización y aniquilación. En el caso de la so-
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ciedad mexicana, los “narcos”, los “mañosos”, 
los “drogos”, entre otros, son denigrados hasta 
convertirse en abyectos, fuera de cualquier 
orden. En este punto se observa el carácter 
evolutivo de la configuración del enemigo in-
terno, como lo denomina Fazio (2016). Ese 
individuo declarado fuera de la ley y la hu-
manidad, con el cual no hay acuerdo posible 
y al que se debe derrotar mediante la coacción 
física y la tortura. 

Mbembe (2006, 38) afirma que “las in-
novaciones en las tecnologías del asesinato no 
solo aspiran a ‘civilizar’ las formas de matar 
(…) El Estado emprende la tarea de ‘civili-
zar’ las formas de asesinar y atribuir objeti-
vos racionales al acto mismo de matar”. Sin 
embargo, el poder opresivo no descansa en el 
hecho de matar; estas tareas al final aspiran a 
usufructuar con la violencia. Precisamente, 
la dominación y la violencia gubernamental 
facilitaron la acumulación de poder y rique-
za. Butler y Athanasiou (2013, 30) señalan 
que “el poder neoliberal contemporáneo, en 
general es represivo, subyugante, brutal y tan 
apolítico como fuerza de extracción de benefi-
cios, el cual no ha perdido su rendimiento ni 
bioproductividad”. 

Despojo

Harvey (2004) muestra el carácter expan-
sionista del capitalismo, manifestado en la 
mercantilización y privatización de tierra, así 
como el acaparamiento de bienes comunes. 
La conceptualización del despojo, por tanto, 
alude a una “separación”. Navarro (2015, 96), 
por su parte, propone el despojo múltiple para 
explorar y distinguir que un despojo son for-
mas, niveles y estrategias variadas que adopta 
el capital para “expropiar lo común” y garanti-
zar la acumulación del capital. 

La presente investigación da cuenta de los 
despojos materiales y la violencia subjetiva 
mediante la erosión moral, así como el cerca-
miento de las capacidades económicas y po-
líticas de las personas, a partir de la coerción 
de grupos del narcotráfico y la maquinaria de 
guerra gubernamental. Ante ese escenario, se 
recupera la propuesta del despojo de Butler y 
Athanasiou (2013, 2), como una condición de 
heteronomía para la autonomía o, con mayor 
precisión, como límite de lo autónomo.

El despojo es una condición dolorosamen-
te impuesta por la normativa y la norma-
lización de la violencia que determina los 
términos de subjetividad, supervivencia y 
habitabilidad. En ambos sentidos el despo-
jo implica la relación del sujeto con las nor-
mas, su modo de transformarse por sumir 
y resignificar interpelaciones perjudiciales y 
pasiones imposibles. 

En el presente estudio, la subordinación de 
los desposeídos fue intensamente violenta, al 
grado de colocar en el proceso de coerción la 
muerte como mecanismo de intimidación. 
Esto condicionó un marco de resignificacio-
nes y reclamaciones por parte de las víctimas, 
basado en la normalización forzada del hur-
to, la extorsión y el despojo. La desposesión 
conlleva la presunción de que alguien ha sido 
privado de algo que legítimamente le perte-
nece (Butler y Athanasiou 2013, 6). En este 
caso, las víctimas también quedaron privadas 
de su autonomía de juicio y derecho, lo cual 
implica la privación de la autonomía sobre sus 
propios bienes y riquezas, legalizada mediante 
notarios públicos.

El despojo, además de ser una forma de 
separar a las personas de sus medios de sub-
sistencia y de privar de tierras, conlleva una 
violencia emocional sobre los habitantes. 
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Trasciende la dimensión corporal, por la do-
minación psicológica y moral por parte de los 
criminales, como parte de la cual, la posibili-
dad de la muerte es inminente para la víctima. 
Ante esto, Segato (2016, 39) afirma: 

Sin el dominio de la vida, la dominación 
no puede completarse. Es por esto que 
una guerra que resulte en exterminio no 
constituye victoria, porque solamente el 
poder de colonización permite la exhibi-
ción del poder de muerte ante los desti-
nados a permanecer vivos. El trazo por 
excelencia de la soberanía no es el poder 
de muerte sobre el subyugado, sino su de-
rrota psicológica y moral, y su transforma-
ción en audiencia receptora de la exhibi-
ción del poder de muerte discrecional del 
dominador.

A propósito de lo anterior, Butler y Athana-
siou (2013, 16) afirman que es “un problema 
de apropiación discursiva y afectiva (…) esta 
apropiación de espacios corporales y afectivos, 
que está imbricada con la construcción social 
de la víctima, es un aspecto crítico de la des-
posesión (post) colonial y sus mecanismos de 
normalización”. El despojo incide en ambos 
planos: físico y subjetivo. Es una privación 
completa de la condición de existencia de al-
guien, que trasciende en la reconfiguración de 
subjetividades orientadas a la normalización 
de la condición de víctima. En este punto, se 
vislumbra la apropiación de la voluntad y au-
tonomía personal por parte de “un otro”.

Estas rutas teóricas permitieron sentar las 
bases para la composición de la necropolítica 
del despojo, término que explica la articula-
ción de dispositivos de violencia material y 
simbólica. Ello coloca a la muerte como pro-
pósito inminente. Se realiza mediante el ejer-
cicio del poder y la relación entre gobierno y 
grupos del narcotráfico, para favorecer la in-

fluencia de redes y territorios, además de la 
acumulación de bienes y riqueza despojados 
a la población. 

Particularidades de la necropolítica 
del despojo 

A continuación, se presentan elementos que 
caracterizan a la necropolítica del despojo. El 
método de la presente investigación fue cua-
litativo, de corte descriptivo, explicativo en el 
tiempo (2011-2017) y en un espacio definido 
(Nayarit). Analizar el contexto de violencia, las 
relaciones que se establecieron y la política que 
se ejerció permitió que la investigación se situa-
ra en trabajo documental y narrativa testimo-
nial de quienes fueron secuestrados, torturados 
y despojados por parte de la Fiscalía y el go-
bierno de Nayarit. Debido a esta situación, se 
tuvieron dificultades para contactar y entrevis-
tar a las víctimas de la pasada administración. 
Cabe señalar que la gran mayoría aún no pre-
senta cargos por temor a represalias de grupos 
vigentes en el Estado. Por tanto, se tomaron 
referencias documentales de carácter local. 

En esta sección se presenta la operatividad 
de las estructuras de poder, la creación de ene-
migos internos, la implantación de la violen-
cia y el miedo como táctica para justificar la 
política de seguridad que, mediante la exhi-
bición de las máquinas de guerra y represión, 
manda diversos mensajes (sobre todo de ca-
rácter simbólico) a la población. Se rescata la 
demostración no solo de las máquinas de gue-
rra, sino de los cuerpos como trofeo, la per-
formatividad de la muerte o, como lo explica 
Valencia (2012), el necroempoderamiento. 
Una vez conformado el escenario de guerra 
y muerte, se inicia con el proceso de despojo 
que, mediante el despotismo y la “legalidad”, 
priva a los ciudadanos de sus bienes.
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Fetichización y reforzamiento de 
la figura del enemigo interno 

La necropolítica del despojo requiere tener 
un territorio para maniobrar. En el estado de 
Nayarit se difundieron imágenes y noticias 
relacionadas con el crimen organizado y el 
narcotráfico, para la construcción de un ene-
migo interno. Como sostiene Fazio (2016, 
41), este 

es un individuo declarado “fuera de la ley” 
(…) al que se debe derrotar mediante la 
coacción física y la tortura (Guantánamo) 
y eliminar, es decir, una vida de la que se 
puede disponer libremente al punto de que 
se le puede dar muerte sin que sea necesa-
rio cumplir con los procedimientos legales 
instituidos y sin que ello constituya un ho-
micidio.

La creación del escenario de guerra y el in-
cremento de muertes provocó el morbo y la 
intriga en las personas, a su vez que aumentó 
la audiencia en los medios locales. La guerra 
configura un escenario apto en el aterrizaje 
de doctrinas y matrices de opinión para con-
siderar la muerte del enemigo interno como 
mal necesario (Fazio 2016). Esta efervescen-
cia reforzó la figura del enemigo y su peligro-
sidad para la legitimación social de la política 
de seguridad. Ello delimitó las características 
del enemigo interno e impulsó el señala-
miento y la estigmatización, sobre todo a la 
población juvenil que gusta de productos de 
la narcocultura como la música y la moda 
(Becerra y Hernández 2019). La construc-
ción del enemigo interno hizo que jóvenes 
fueran el objetivo principal de la policía para 
revisiones de rutina, o sujetos a reclutar por 
los sicarios, en los llamados “levantones” 
(Hernández 2019).

La cotidianidad de la violencia y el miedo 

Para Fazio (2016), se configuró una sola opi-
nión y protesta, a partir de sembrar en la so-
ciedad matrices de opinión sobre el crimen y 
la justicia. Ante el espectáculo de violencia y la 
paranoia que vivió la sociedad nayarita, se ins-
tauró la política de seguridad del Estado como 
la única alternativa de pacificación y control 
en el territorio. En este período se consolida-
ron opiniones, posturas y comportamientos 
de los ciudadanos que aprobaron la captura, 
el castigo y la aniquilación de los abyectos. 

Las fuentes gubernamentales y, sobre todo, 
los medios de comunicación utilizaron las 
imágenes de violencia en los lugares donde se 
desarrollaba el fuego cruzado o de las muertes 
sin la menor censura mediática. Las muertes 
relacionadas con el narcotráfico superaron las 
1400 en poco menos de cuatro años (Hernán-
dez 2019). La muerte fue normalizada a partir 
de la visibilización de los cuerpos desollados, 
mutilados y descabezados que publicaron los 
medios de comunicación. Ello contribuyó a 
la construcción de escenarios de violencia ex-
trema, lo que justificó el reforzamiento de la 
política de seguridad, no solo nacional, sino 
también estatal. 

La política de seguridad y su financiamiento 
presupuestario 

La paranoia colectiva y la construcción social 
del miedo que se instaló en el estado de Naya-
rit conformaron un campo eficaz para la pre-
paración de una soberanía de muerte estatal. 
Para Mbembe (2006), eso significa ejercer el 
derecho de vivir o de morir y, con ello, la eje-
cución de la política de muerte y terror, en el 
marco del capitalismo, la ganancia, la explota-
ción, la acumulación y el despojo.
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La política de seguridad estatal requirió 
destinar gasto gubernamental para la compra 
de armamento, exhibido en el Estadio de la 
Arena Cora, en la ciudad de Tepic, en el mar-
co del Plan de Seguridad Estatal, que indica 
acciones preventivas, de reacción y atención 
del delito (Notimex 2011). Sin embargo, la 
compra de la maquinaria de seguridad, no fue 
solo para atenuar la paranoia colectiva de la 
ciudadanía; también se instauró en el ima-
ginario colectivo la impronta del poder des-
pótico del Estado. A partir de la difusión de 
escenarios de guerra, se enunció la capacidad 
armamentista del Estado, dejando clara la pre-
sencia de un gobierno poderoso, con el con-
trol absoluto de los mecanismos de seguridad.

Otro evento que reforzó la hegemonía del 
poder y la exclusividad de la violencia del Es-
tado fue la exhibición del camión blindado La 
montaña (imagen 1). Fue presentado ante la 
sociedad en el marco de la conmemoración del 
Aniversario 203 de la Independencia de Méxi-
co por parte de la Fiscalía General de Nayarit. 

Ante este evento, el titular de la Fiscalía General 
de Nayarit, Edgar Veytia, señaló que La mon-
taña garantizaría un mejor desempeño en las 
acciones de salvaguarda de las familias nayaritas 

(Rodríguez 2013). La exhibición de los apara-
tos de guerra figuró como paliativa ante el terror 
de la sociedad. Mbembe (2006, 38) menciona 
que el Estado emprende la tarea de “civilizar” las 
formas de asesinar y atribuir objetivos raciona-
les al acto mismo de matar. Esa demostración 
fue la justificación de armar y aprovisionar para 
“acabar” con la delincuencia organizada. La ma-
quinaria de guerra tiene que hacerse visible para 
fomentar el sosiego colectivo, y justificar el gas-
to y financiamiento de la política de seguridad.

Exhibición e instalación de la maquinaria 
de represión 

Según Mbembe (2006), los Estados pueden 
transformarse en máquinas de guerra. En ese 
sentido, pueden apropiarse de una máquina 
de guerra ya existente o ayudar a crear una. Se 
nutren de ejércitos ya habituales e incorporan 
nuevos elementos. En este caso, se formó la 
Policía de Nayarit, equipada con helicópteros, 
tanquetas, motocicletas y camionetas. Asimis-
mo, se desarrolló una política del terror basada 
en la legitimación del poder y violencia, me-
diante el anonimato de las fuerzas policiales. 
Se normalizó el uso de pasamontañas (ima-
gen 2) y la no portación de una placa oficial. 
Ambas modalidades fueron empleadas por las 
fuerzas estatales para reprimir y levantar per-
sonas sin orden judicial. Uno de los casos de 
desposesión fue el de Gerardo Montoya, em-
presario local, quien mencionó que lo llevaron 
a la Fiscalía, donde fue golpeado y obligado 
a firmar mediante notario la venta de su casa 
por un mísero valor (MCCI 2019).

Los grupos de seguridad y las máquinas 
de guerra se desenvolvieron con impunidad. 
Atendiendo las órdenes de sus superiores, fue-
ron guiados por la acumulación de poder y de 
riqueza. 

Imagen 1. Exhibición del camión 
blindado La montaña

Fuente: Nayarit en Línea (2013).
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Para Mbembe (2006, 5), la ocupación del cie-
lo adquiere una importancia primordial, en la 
medida en que la mayor parte de las accio-
nes policiales tienen lugar en el aire. Matar se 
convierte en un asunto de alta precisión. La 
noche del jueves 9 de febrero del 2017, quedó 
instaurado el poder de fuego del aparato gu-
bernamental con la muerte del “H2” (imagen 
3), identificado como el líder del Cartel de los 
Beltrán Leyva y otros 11 de sus acompañantes. 
Tal evento implicó la comprensión por parte 
de la ciudadanía de la capacidad de fuego de 
las fuerzas de seguridad, que mediante la do-
minación aérea se transformó en una especie 
de panóptico para el rastreo, castigo y despojo 
de cualquier civil. La maquinaria aérea de gue-
rra no solo objetualiza la capacidad de fuego, 
sino que advierte sobre las consecuencias fu-
turas de sus actos a los adversarios del Estado. 

El espectáculo de la violencia: la performativi-
dad de los cuerpos violentados 

Para Foucault (1983), la exhibición del castigo 
es una forma de tecnología del poder para dis-
ciplinar, individualizante y totalizadora. La ne-
cropolítica es el derecho a matar por parte de 
las instituciones de seguridad del Estado y de 
grupos fuera de la ley. En el periodo de estudio, 
grupos del narcotráfico exhibieron cuerpos sin 
vida como parte de su necroempoderamiento 
y de la construcción de símbolos e imaginarios 
de poder, terror y disciplinamiento. 

Segato (2014) habla de la pedagogía de la 
crueldad, que consiste en promover y acos-
tumbrar a la sociedad al espectáculo de la vio-
lencia de los cuerpos. La autora sostiene que 
la exhibición de los cuerpos agredidos, como 
se muestra en la imagen 4, expresa el sufri-
miento y la franqueza de la amenaza contra la 
colectividad. Tal mensaje expone la violencia 
ilimitada y los bajos umbrales de compasión 
humana por parte de los agresores. Según la 
autora, la acción paraestatal tiene la necesidad 
de demostrar una ausencia de límites en la eje-
cución de acciones crueles, para banalizar la 
violencia en el espacio público, con los cuer-
pos como dispositivos de avasallamiento.

Segato (2014, 69) expone que los cuer-
pos tienen la eficiencia performativa de una 
identidad ritualizada, de relevancia crucial. 

Imagen 2. Policía de Nayarit

Fuente: Vallarta Uno (2017).

Imagen 3. Ataque al “H2” desde el cielo

Fuente: Milenio (2017).

Imagen 4. Cuerpos desde el puente

Fuente: Regeneración (2017).
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Este espectáculo demuestra la territorialidad 
absoluta por parte de los grupos criminales y 
el aparato de gobierno sobre la colectividad 
humana. El cuerpo inscripto como territorio 
y su afinidad con el biopoder es la forma últi-
ma de control y completa la comprensión de 
la nueva territorialidad y sus demandas por 
lealtad y antagonismo (Segato 2014, 352). El 
fin del biopoder es el quebrantamiento físico 
y moral, para lograr objetivos específicos, en 
este caso, el despojo.

Gerardo: total que yo pensé dije no pues 
esta gente si me va a matar o va a hacer algo 
feo, y fue en ese momento que tomé la de-
cisión de decir bueno pues, ¿sabes qué?, dé-
jame platicar con mi esposa, que se traiga 
todos los documentos para irnos al notario, 
está bien, te firmo (MCCI 2019). 

La dominación no puede completarse sin el 
control y el manejo de la vida/muerte, exhi-
biendo el poder de decisión y escarmiento a 
los que quedan vivos (Segato 2016). Tal me-
canismo de represión funciona en dos direc-
ciones: intimida y debilita el tejido social, y 
despoja la capacidad de determinación polí-
tica de los habitantes. Los espacios donde se 
mostraron los cuerpos y la representación de 
violencia fueron construyendo imaginarios 
simbólicos para la población de Tepic. Tal es 
el caso del puente de los Lobos, donde al me-
nos siete veces a partir del año 2011, grupos 
del narcotráfico exhibieron cuerpos colgados 
o desollados (Ventura 2011). 

El despotismo y la legalización del despo-
jo, la relación orgánica entre los funcionarios 
y el narcotráfico

La pedagogía de la crueldad efectuada por 
el aparato estatal tuvo su funcionalidad en la 
persecución del despojo de la ciudadanía. Se-
gún Segato (2016, 21),

la pedagogía de la crueldad es funcional a la 
codicia expropiadora, porque la repetición 
de la escena violenta produce un efecto 
normalizador de un pasaje de crueldad y, 
con esto, promueve en la gente bajos um-
brales de empatía indispensable para la em-
presa depredadora. 

La habituación de la exhibición de los cuerpos 
violentados logró dos objetivos: por un lado, 
la desensibilización y el aislamiento de los ciu-
dadanos ante el fenómeno de violencia y por 
otro, la subordinación total de estos a favor 
del mandato y control del gobierno estatal. La 
violencia mediática y performativa condicio-
nó el territorio para que el Estado se posicio-
nara con el monopolio de la violencia a través 
de la máquina de guerra. 

La investigación periodística titulada El 
fiscal que hizo de Nayarit un infierno rescata 
historias que demuestran la forma de operar 
de las entidades de seguridad en Nayarit, eli-
giendo los patrimonios (terrenos, ganado, 
casas, negocios y vehículos). Los policías en-
capuchados trasladaban al dueño de la propie-
dad sin orden alguna y atemorizaban para que 
vendieran a mitad o menos de su valor real 
dichas propiedades. Posteriormente, los civiles 
eran llevados ante el fiscal. Las amenazas de 
muerte se hacían presentes y, mediante nota-
rio, los hacían firmar, vender o ceder sus pro-
piedades a quien el fiscal o el gobernador deci-
dieran. Por lo general, usaban prestanombres 
para evitar responsabilidades (MCCI 2019). 

Gerardo Montoya fue golpeado y amena-
zado dentro de la penitenciaría. Después de 
dos horas de tortura, fue llevado a la oficina 
del fiscal. Los centros de necroempodera-
miento, como menciona Valencia (2012), son 
escenarios intimidatorios. La fiscalía se con-
virtió en la tribuna de la tortura y el hostiga-
miento contra los ciudadanos. “Usted dígale 
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sí, porque si usted lo contradice ya es un hom-
bre muerto”, le comenta un policía a Gerardo 
Montoya mientras se trasladaban a la oficina 
del fiscal (MCCI 2019). 

La necropolítica del despojo es una arti-
culación entre el discurso y la posibilidad de 
muerte. Sitúa en circunstancias extremas a los 
ciudadanos para salvaguardar sus vidas, a fin 
de que entreguen sus propiedades. De esta 
manera, el fin de la acumulación de bienes 
o dinero se realiza mediante el poder de las 
armas y la impunidad que otorga la justicia. 
Gerardo Montoya relata: 

Veytia: aquí el asunto está fácil, yo necesito 
que me traigas 1 000 000 de pesos antes 
de las once de la noche que yo me vaya a 
dormir, si tú no me traes ese 1 000 000 de 
pesos tú te vas a morir o ahorita vamos a 
ver qué hacemos contigo, para que lo va-
yas pensando (…) tú sabes lo que vas hacer 
pero tienes de aquí a las once, son las seis 
de la tarde, las siete, no te queda mucho 
tiempo (MCCI 2019).

La conversión del Estado de institución de se-
guridad en instrumento de represión, eficiencia 
del despojo y aliado de los grupos del narco-
tráfico permitió que funcionarios del gobierno 
acumularan no solo poder, sino también bie-
nes. Además, el cercenamiento de la capacidad 
política y jurídica de los ciudadanos.

Gerardo: lo peor que le puede pasar a un ser 
humano (…) que el Estado sea utilizado para 
ir en contra de las personas, es lo peor, es lo 
más vil, lo más cobarde utilizar al aparato de 
Estado para ir en contra de un particular por-
que te quedas totalmente indefenso, no hay 
cómo te defiendas (MCCI 2019). 

Otro caso fue el de José Corchado, quien pagó 
la liberación de su hijo tras cuatro días de se-

cuestro. Él asegura que la camioneta que vio 
en Fiscalía era la misma que días antes ronda-
ba su predio, donde cuidaba de sus animales. 
José tenía que vender parte de sus propiedades 
para pagar el rescate de su hijo. Afirma que el 
Estado le despojó de sus terrenos. Aquí parte 
de su experiencia en la Fiscalía: 

José: un día a medio día me llegó la Policía 
de Nayarit y me dijo venimos por ti, y les 
dije ¿qué hice o qué? No, nada es que el jefe 
te ocupa. ¿Ah, sí? Y me subieron a la Policía 
de Nayarit y me llevaron, ya me metieron 
a la oficina y Edgar Veytia sacó la pistola y 
la puso en el escritorio. Dice, quiero que 
me vendas el terreno. En eso estábamos 
platicando cuando le habló Roberto San-
doval, el gobernador. Le dice ¿qué, ya tra-
taste con el amigo?. En eso estamos, señor 
gobernador.  Si no trata o no te quiere ven-
der, enciérramelo unos días para que afloje 
(MCCI 2019). 

La capacidad de independencia económica y 
política de los ciudadanos estuvo expoliada 
bajo el desmantelamiento moral y la inde-
fensión jurídica. En este periodo clausuraron 
varios negocios, víctimas de extorsiones, para 
permanecer invisibles ante el gobierno estatal 
o porque ya no pudieron sostener el “cobro de 
piso” de policías y narcotraficantes. 

Capitalización del despojo 
e industria del crimen 

Mbembe (2006, 62) afirma que el derrumbe 
de las instituciones políticas oficiales bajo la 
presión de la violencia tiende a desplegar las 
economías de milicias. Estas se convierten en 
mecanismos de depredación bien organizados, 
que aplican tasas en los territorios y las pobla-
ciones que ocupan y cuentan con el apoyo ma-
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terial y financiero de redes trasnacionales. En 
Nayarit existía un Estado alterno, que gober-
naba mediante la violencia, la intimidación y 
el acoso. La Policía sirvió para estos fines. Las 
extorsiones, pagos obligados y diversas formas 
de apropiación de utilidades, característicos de 
tiempos de austeridad, se inscriben en un cli-
ma de violencia en el que el botín, la captura y 
el pillaje se convierten en las modalidades por 
excelencia de adquisición y consumo de las ri-
quezas (Mbembe 2006, 97). 

A José le arrebataron gran parte de sus bie-
nes. Eduardo Avalos, ahijado y operador del 
exfiscal Veytia, solo le entregó 800 000 pesos 
de los 17 000 000 prometidos y dos casas que 
días antes la Fiscalía había asegurado a grupos 
del narcotráfico (MCCI 2019). Con el con-
cepto de capitalización del despojo nos referi-
mos a la acumulación de bienes y riqueza que 
ejercen la clase política y el narcotráfico me-
diante las máquinas de guerra, a través de la 
desposesión, el robo y la extorsión. Mbembe 
(2006) afirma que la privatización de la vio-
lencia pública tiene ánimo de lucro y el ob-
jetivo de enriquecimiento, a la sombra de la 
Policía o el Ejército.

Después de la detención del exfiscal Edgar 
Veytia en San Diego, por parte del gobierno 
de los Estados Unidos, se valuó su riqueza en 
250 000 000 de dólares, producto del contra-
bando de droga (Televisa 2017). Sin embar-
go, como se ha mencionado en este trabajo, 
la capitalización proviene no solamente de las 
actividades propias de la producción y distri-
bución de narcóticos, sino además del despojo 
de bienes y capitales a los ciudadanos y la crea-
ción de empresas. 

En el caso del exgobernador Roberto San-
doval (2011-2017), su riqueza se cuenta en mi-
llones de pesos, pero la patrimonial se puede 
medir en sus 800 caballos, muchos de ellos de 

raza española y 850 vacas, 700 de ellas traídas 
de Nueva Zelanda. Entre sus fincas se encuentra 
El Sueño, con una dimensión de 50 hectáreas. 
Cuenta además con otras propiedades llamadas 
La Cima del Cielo, La Cantera y El Armadillo, 
al igual que con innumerables caballerizas, pro-
piedades que han sido aseguradas por la Fiscalía 
del estado de Nayarit (Dávila 2019). 

La capitalización implica la creación o el 
reforzamiento de empresas, mediante las cua-
les se lava el dinero. Se coloca como miem-
bros directivos o dueños a personajes cercanos 
de la familia, o funcionarios. En el caso del 
exgobernador, fortaleció empresas que ya te-
nía y creó algunas otras, no solamente en el 
estado de Nayarit, sino en otros estados como 
Coahuila y Chihuahua, donde la relación y la 
complicidad con otros gobernadores hicieron 
que pudiera extender sus negocios. 

Según el informe del Departamento del 
Tesoro de los Estados Unidos, Sandoval Cas-
tañeda forma parte de la red de operaciones 
de Nemesio Ocegueda Cervantes, alias el 
Mencho, líder del Cartel Jalisco Nueva Ge-
neración. Aquí algunas de las empresas que 
reconoce el Departamento del Tesoro de los 
Estados Unidos, y que están siendo investiga-
das (Dávila 2019; Treasury 2019). 
• Bodecarne, S.A. de C.V. 
• Iyari Alto Diseño Huichol, tienda en lí-

nea relacionada con el trabajo artesanal de 
moda, calzado y decoración para el hogar.

• Inmobiliaria L.Inmo, S.A. de C.V.
• Agromilenorte, S.A. de C.V
• Distribuidora de Carnes, S.A. de C.V.
• Carnes de la Casa de El Ganadero, S.A. 

de C.V.
• Café Tierra Santa Nayarit y Arte Huichol.
La capitalización del despojo se convierte en 
medio y fin que, de manera dialéctica, se nu-
tre del poder. Este se fortalece, a su vez, de la 
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capitalización de bienes, en una espiral como 
parte de la cual tanto poder como capitaliza-
ción se van acumulando. Dichos elementos 
se tienen que hacer visibles ante la sociedad, 
pues demuestran poder y distinción (Hernán-
dez 2019). 

Conclusiones

La presente investigación estuvo orientada en 
analizar y explicar la necropolítica del despojo 
en el contexto de la guerra contra el narcotrá-
fico en el estado de Nayarit, México, en el pe-
riodo 2011-2017. La necropolítica del despojo 
colocó a la muerte como posibilidad inminente 
y, mediante el uso de la fuerza de las armas y la 
protección de la ley, autoridades estatales afec-
taron a más de 2000 familias del estado. 

Este artículo evidenció la configuración de 
la maquinaria de desposesión. Mediante la par-
ticipación de grupos del narcotráfico, funcio-
narios, policías, notarios públicos y el aparato 
mediático, configuraron la violencia directa 
o tortura, muerte y desaparición de personas. 
También se dio la reproducción subjetivada 
de la violencia, que permitió su cotidianidad 
y asimilación, además de recrear imaginarios y 
caracterizar espacios públicos como escenarios 
simbólicos y galerías de la muerte, generando 
terror colectivo en la población. 

La fetichización y el reforzamiento de la 
figura del enemigo interno construyeron ten-
dencialmente una figura fuera de la ley, que 
amenazaba a la ciudadanía. En su mayoría, 
este enemigo se representaba en jóvenes pre-
carizados, señalados y responsabilizados de la 
violencia generada en las calles y relacionados 
con grupos del narcotráfico. La construcción 
del enemigo interno constituye la justificación 
de la política de seguridad y el señalamiento 

de enemigos para la coerción y el engranaje de 
las máquinas de guerra. 

La crisis social permitió la instalación de la 
política de seguridad y su financiamiento pre-
supuestario. Pero más allá del fin material, se 
consolidó lo que Mbembe denomina la tarea 
de “civilizar” las formas de asesinar y atribuir 
objetivos racionales al acto mismo de matar. 
Conjuntamente, esta política tuvo que ser ex-
hibida para persuadir y advertir a la sociedad 
sobre el poder armamentista y la capacidad de 
control del gobierno, mediante la exhibición 
e instalación de la maquinaria de represión, 
que operó con otros eventos de mayor gama, 
como parte del espectáculo de la violencia y 
la performatividad de los cuerpos violenta-
dos. Esto se realizó a partir de la exposición 
del castigo, la tortura y la muerte, mediante la 
exhibición de cadáveres en la vía pública, con 
insignias territoriales y narcomensajes que de-
muestran el biopoder sobre quién vive y quién 
muere, pero además cómo se muere. 

Una vez debilitada la sociedad moral y 
psicológicamente, llegó el momento de ejer-
cer el poder de manera despótica y legalizar el 
despojo, mediante la relación orgánica entre 
los funcionarios, el narcotráfico y la ley. La si-
tuación condicionó el territorio idóneo para 
la capitalización del despojo y la configura-
ción expansiva y diversificada de la industria 
del crimen estatal. Se observó la acumulación 
de ranchos, fincas, caballos, casas, ganado y la 
creación de empresas para blanquear los ingre-
sos propios del hurto. Los propietarios eran el 
exgobernador del Estado y funcionarios, entre 
los que destacan el exfiscal, magistrados, dipu-
tados, notarios, policías y comandantes. 

La propuesta de la necropolítica del despo-
jo permite la comprensión y el estudio desde 
una micropolítica, partiendo de las relaciones 
sociales y de poder que se establecen en los 
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espacios locales, que a su vez están interconec-
tados a escalas nacionales e internacionales. 
Plantea, de manera general, el estudio del apa-
rato del Estado, su relación con los grupos del 
narcotráfico y la manera de operar en medio 
del discurso contra el narcotráfico, las drogas 
y a favor de la seguridad de las familias mexi-
canas. Esta ruta conceptual permite el estudio 
en otros contextos particulares, donde operan 
tantos los grupos del narcotráfico como las 
fuerzas del Estado, con fines específicos. 
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Cultura 9 (15): 351-365.
 (Chaume Varela 2004b, 356)
 (Chaume Varela 2004a, 45-46)
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__ 2010. Nuevo diccionario etimológico latín –español y de las voces derivadas. Bilbao: Universidad 
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Ejemplo:

Borrego Nieto, Julio, José J. Gómez Asencio y Emilio Prieto de los Mozos.1986. El subjuntivo. 
Valores y usos. Madrid: SGEL.

(Borrego Nieto, Gómez Ascencio y Prieto de los Mozos 1986) 
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Si el libro tiene cuatro o más autores, se incluye a todos ellos en la entrada de referencias (bi-
bliografía). El orden y la puntuación son los mismos que en el caso de los libros con dos o tres 
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de et al.
 
Ejemplo:
 
(Lago et. al. 2008, 118-19)

 
Libro publicado electrónicamente

Si el libro está disponible en más de un formato, citen la versión con la que han trabajado. En los 
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Ejemplo:

Austen, Jane. 2008. Pride and Prejudice. Nueva York: Penguin Classics. Edición en PDF. URL.

Capítulo de un libro
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Gómez Mendoza, Josefina. 2009. “Ecología urbana y paisaje en la ciudad”. En La ciudad del 
futuro, editado por Antonio Bonet Correa, 177-217. Madrid: Instituto de España.

 

Artículos de revista científica
 

Los elementos que deben constar en la entrada son los siguientes: Nombre complete del autor o 
autores, año de publicación, título y subtítulo del artículo, nombre de la publicación periódica, 



Política Editorial

138

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 28 • septiembre-diciembre 2020 • pp.134-141
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

información sobre volumen, número, fecha; indicación de la página cuando es necesario, incluir 
el URL o el DOI cuando estén disponibles.

  
Ejemplo:

 
Bernárdez, Enrique. 2000. ‘‘Estrategias constructivistas de la descripción oral’’. Revista Española 
de Lingüística 30 (2): 331-356.

 
Artículo en periódicos y magacines en la lista de referencias

   
Ejemplo:

Lafuente, Javier.2015. ‘‘Venezuela da la espalda al chavismo’’.  El País, 7 de diciembre. 
http://internacional.elpaís.com/internacional/2015712/077america/1449454340_373673.
html.

 
Artículo sin firma tomado de periódicos o magazine en internet

  
Ejemplo:

Mundo Diner. 2014. ‘‘Japón, una nación que combina la modernidad con tradiciones y costum-
bres ancestrales’’.  29 de diciembre de 2014. http://www.revista-mundodiners.com/?p=4509

 
Documentos electrónicos en página web

 
Ejemplo:

Senescyt. 2011. “Becas docentes universitarios”, http://programasbecas.educacionsuperior.gob.
ec/becas-para-docentes-universitarios/.

Ponencia presentada en un seminario, conferencias y otros
    

Ejemplo:

Castro Gómez, Santiago. 2013. ‘‘El Dasein como Design: sobre el concepto de antropotécnica 
en Peter Sloterdijk’’. Ponencia presentada en el Coloquio Poder, vida y subjetivación, Universi-
dad Nacional, Bogotá, 14 de abril.
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Tesis, tesinas
    

Ejemplo:

Black, John. 1999. ‘‘The making of an Indigenous Movement’’. Tesis de maestría, Universidad 
de Nuevo México.

 
Normas jurídicas

  
Las normas jurídicas se citan indicando los siguientes elementos: tipo de norma, nú-
mero y fecha 8 empezando por el año, separado del número por una barra9, segui-
dos, sin espacio intermedios, del día y el mes entre comas, nombre completo de la 
norma tal y como figura en la publicación original; lugar y fecha de publicación. 
Al citar las más habituales para cada área se puede incluir, ya en la primera mención, sea en el 
cuerpo del texto o en la nota, la abreviatura por la que se la mencionará en las siguientes citas.

 
Ejemplo:

Ley Orgánica 8/ 1980,   de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Au-
tónomas (BOE núm.236 de 1 de octubre de 1980), a partir de ahora LOFCA. 
Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía (BOJA núm. 248 
de 19 de diciembre de 2007).

 
Entrevistas inéditas y comunicaciones personales

     
Ejemplo:

 
Nombre real o ficticio (cualquier elemento identificativo relevante al contexto de la entrevista: 
ejemplo cargo/ocupación/residencia), día, mes y año. No tiene que estar la entrevista en biblio-
grafía. Con su entrada en el texto es suficiente.

(Manuela Ambas, Barrio Miraflores, Perú, 2 septiembre 2010).
(Manula Ambas, entrevista, 2 septiembre 2010)

Respecto a siglas, la primera vez que aparezcan deberá escribirse su significado completo y su sigla 
entre paréntesis, luego solamente la sigla.
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Código de ética

El Consejo Editorial y el Comité Asesor Internacional de URVIO, Revista Latinoamericana 
de Estudios de Seguridad, velarán que editores, revisores pares y autores respeten los principios 
éticos durante todas las fases del proceso editorial. A continuación, detallamos nuestras normas. 

Sobre autores y autoría:

• Los artículos que envíen a URVIO deben ser originales e inéditos. 
• Abstenerse del envío múltiple/repetitivo de artículos a publicaciones o editoriales diferentes. 

Ésta es una conducta reprobable en la difusión de investigaciones académicas.
• Respeto a las fuentes originales que consulta en su artículo. Las referencias bibliográficas 

deben estar señaladas de manera correcta y completa.
• Errores en los artículos publicados. Cuando el autor/a identifica en su trabajo un error o 

inexactitud, deberá informar al equipo editorial de URVIO y facilitarle la información nece-
saria para las correcciones.

• Se comprometen a revisar la literatura académica más actual y prominente sobre el tema que 
investigan. 

• Ordenar la firma autoría de acuerdo al nivel de responsabilidad e implicación en el artículo.

Sobre revisores pares:

• Informar si existen conflictos de intereses. Cuando un evaluador o revisor tenga alguna opi-
nión o interés de tipo personal o financiero que pudiera afectar su objetividad en su evalua-
ción, debe abstenerse de participar en el proceso editorial. 

• Anonimato. Los revisores nunca conocerán a los/as autores/as (solo a través del código del 
OJS) y tampoco tendrán conocimiento sobre la identidad del otro par ciego.  

• Confidencialidad. Una vez terminado el proceso evaluativo, el revisor se abstendrá de divul-
gar lo leído a agentes externos a URVIO. 

• Respeto de los tiempos pactados con la revista. El revisor tiene la responsabilidad de notifi-
car a los editores en caso de existir inconvenientes para entregar la evaluación a tiempo. 

Sobre responsabilidad de los editores:

• Honestidad. Garantizar la transparencia en los procesos de evaluación, edición y publicación 
de cada número.

• Confidencialidad. El equipo editorial mantendrá el anonimato entre revisores y autores du-
rante todo el proceso.

• Responder inquietudes vía correo electrónico. Las consultas y aclaraciones solicitadas por 
autores, revisores o cualquier persona interesada en URVIO serán contestadas con prontitud.
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• Facilitar rectificaciones. Se publicarán correcciones o aclaraciones correspondientes a través 
de la página web de la revista.

• Difusión. El número publicado se difundirá a repositorios, bases de datos y redes sociales. 
• Proceso de publicación. Los editores seleccionarán con apreciación crítica a los revisores más 

capaces.






